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1. HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO AUDITADO

Un hecho que pudo haber afectado la ejecución de la política de vivienda como parte de la gestión de la administración departamental durante el periodo auditado, 2008 a 2011, tiene que ver con la inestabilidad en el cargo de gobernador y la constante delegación y/o designación de tales funciones en distintas personas.

Doctor
NELSON RICARDO  MARIÑO VELANDIA
Gobernador Departamental de Casanare

Yopal - Casanare

La Contraloría General de la República con fundamento en las facultades otorgadas por el artículo 267 de la Constitución Política, practicó auditoria gubernamental con enfoque integral, a la política de vivienda Departamental con recursos de regalías en los municipios del Departamento de Casanare, vigencias 2008-2011 a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia y eficacia, con los cuales administró los recursos de regalías petroleras directas destinados a financiar la política de vivienda departamental, puestos a su disposición y los resultados de la gestión en las áreas, actividades o procesos examinados.

La auditoría incluyó la comprobación de las operaciones financieras, administrativas y económicas a fin de determinar si estas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada por la entidad y analizada por la Contraloría General de la República.  Igualmente, es responsable por la preparación y correcta presentación de los estados contables de acuerdo con los principios constitucionales y legales. Esta responsabilidad incluye diseñar, implementar y mantener mecanismos de control interno adecuados para el cumplimiento de la misión institucional. 

La responsabilidad de la CGR consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre el examen practicado.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con normas de auditoría gubernamental colombianas – NAGC, compatibles con las normas internacionales de auditoría – NIAS y con políticas y procedimientos de auditoría gubernamental con enfoque integral prescritos por la Contraloría General de la República. Tales normas requieren que se planifique y efectúe la auditoría para obtener una seguridad razonable para fundamentar nuestro informe. 

La auditoría incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan el manejo de los recursos de regalías directas y el cumplimiento de las disposiciones legales; los estudios y análisis se encuentran debidamente documentados en papeles de trabajo, los cuales reposan en los archivos de la Gerencia Departamental de Casanare de la Contraloría General de la República.

La auditoría a que se refiere el presente informe tuvo el siguiente alcance: 

En la línea de gestión se determinó como objetivo realizar la evaluación de los proyectos seleccionados, en sus fases de formulación, estructuración financiera, ejecución y evaluación, así como la evaluación a la gestión presupuestal y financiera de los recursos asignados a la política de vivienda departamental, a los mecanismos de control interno de los proyectos y realizar seguimiento a las funciones de advertencia emitidas por la CGR, relacionadas con el tema.

En desarrollo del procedimiento de evaluación de proyectos se realizó una verificación a la ejecución de las inversiones del ente territorial financiadas con recursos provenientes de regalías en su etapa precontractual, contractual y postcontractual, a través de una muestra por valor de $118.358 millones equivalente al 88% de los recursos contratados durante las vigencias 2008-2011, los cuales fueron del orden de $134.344 millones.

Adicionalmente, dentro de la muestra revisada se incluyó contratación por valor de $7.608 millones destinada a interventorías y supervisiones a esos proyectos de vivienda, así como contratos y/o convenios por valor $6.706 millones dirigidos a estructuración y Gerencia de los proyectos.
En la línea de denuncias se evaluaron los hechos de que tratan las denuncias Nos. 2010-11993-80854-D  y 2011-31332-80854-D, a fin de llevar a cabo el trámite necesario para emitir respuesta de fondo.

Los Hallazgos se dieron a conocer oportunamente a la entidad dentro del desarrollo de la auditoría, las respuestas remitidas por parte de la Administración fueron analizadas y se incorporaron en el presente informe. 

2. CONCEPTO SOBRE EL ANALISIS EFECTUADO
La Contraloría General de la República, como resultado de la auditoría adelantada, conceptúa que la gestión de la Administración en la ejecución de la política de vivienda Departamental con recursos de regalías en los municipios del Departamento de Casanare, vigencias 2008-2011, es desfavorable, dado que no cumple con los principios de eficiencia, eficacia, economía y equidad, con fundamento, entre otros, en los siguientes hechos que fueron establecidos en este ejercicio auditor: 

· Pérdida de cuantiosos recursos públicos.

· Graves y reiteradas deficiencias en la planeación y estructuración de los proyectos.

· Celebración de contratos y/o convenios sin el lleno de requisitos previos.

· Múltiple contratación de supervisión e interventoría para los mismos proyectos.

· Falta de seguimiento y monitoreo a los proyectos lo que ocasionó mora y mala calidad de las obras.

· Reconocimiento y pago de actividades no realizadas.

· Giro de anticipos sin cumplimiento de requisitos.
· Abandono de obra y mala calidad de las mismas. 
· Declaratoria reiterada de siniestros en diferentes proyectos.

· Impacto social negativo en los beneficiarios.

· Incumplimiento general y reiterativo de cronogramas de ejecución de obra.
· Incumplimiento de la programación financiera de las obras.
· Inversión de anticipos sin legalizar.

· Contratación de ejecución de proyectos sin identificación previa de beneficiarios y/o sin expedición de resoluciones de adjudicación de subsidios.

· Cuantiosas inversiones en estructuración de proyectos que no se realizó, no arrojó resultados y entorpecieron la ejecución de los proyectos.

Los resultados obtenidos en la política de vivienda en el Departamento de Casanare son muy bajos frente a los logros esperados (no alcanzan el uno por ciento (1%) en cuanto a eficacia), lo cual obedece, en gran medida, a las serias deficiencias evidenciadas en la planeación de los procesos contractuales al no desarrollar adecuadamente la etapa previa de estudios, dado que en algunos casos los pliegos de condiciones omiten dar valores, no se realizó análisis de conveniencia y oportunidad, se inició la ejecución de proyectos sin contar con la asignación de recursos por parte de todas las fuentes de financiación, entre otros. 
Las anteriores circunstancias han conllevado modificaciones a las licencias ya obtenidas, replanteamiento en los análisis de precios unitarios, incongruencia de documentos soportes de la elegibilidad de cada proyecto frente a su situación actual, situaciones que a la larga implicarán la revisión y actualización de precios derivada del  prolongado tiempo de ejecución con la consecuente asignación de mayores recursos o la disminución en cantidades de obra, o en su defecto y peor aún, la no terminación de las obras y el incumplimiento en la finalidad de esta contratación.

Todo ello, sin contar el inminente riesgo de futuras demandas por parte de los beneficiarios de los subsidios, ante el incumplimiento en la garantía de un derecho adquirido, de carácter patrimonial y subjetivo, el cual en cabeza del particular se convierte en una obligación de hacer por parte del Estado.
Es importante precisar que aunque los proyectos revisados corresponden solo a una muestra –significativa-  se vislumbra el mismo panorama en el desarrollo de todos los proyectos contratados en ejecución de esta política.

Las irregularidades evidenciadas permiten concluir que el Departamento de Casanare, utilizó la política de vivienda como un medio para la ejecución de recursos y no como un fin con el cual se buscara satisfacer las necesidades de la comunidad y que el gran beneficiado resultó siendo el sector financiero dado que cuantiosos recursos destinados a estos proyectos han permanecido durante varias vigencias en las cuentas bancarias y/o en las fiducias constituidas. 
 Relación de hallazgos

En desarrollo de la presente auditoría se establecieron 67 hallazgos administrativos, de los cuales 15 corresponden a hallazgos con presunto alcance fiscal en cuantía de $19.202 millones, 56 con presunto alcance disciplinario y 21 con presunto alcance penal, los cuales serán trasladados a la Procuraduría y Fiscalía General de la Nación, para lo de su competencia. Así mismo se solicitará el inicio de una indagación preliminar y se emitieron dos funciones de advertencia.

Plan de Mejoramiento 

La Entidad deberá  ajustar y presentar dentro del término y condiciones establecidas en la Resolución Orgánica No. 6289 de 2011, un plan de mejoramiento que contenga las  acciones y metas que permitan solucionar las  debilidades detectadas y comunicadas durante el proceso auditor y que se describen en el presente informe. 

Bogotá, D.C., Junio 15 de 2012
LEONARDO ARBELAEZ LAMUS
Contralor Delegado para el Sector Minas y Energía 

3. RESULTADOS DE LA AUDITORIA

3.1. LINEA EVALUACION DE GESTION
El plan de Desarrollo del departamento de Casanare “Pensando en todos” (2008-2011), aprobado mediante Ordenanza No. 004 del 24 de mayo de 2008 en sus principios y aspectos orientadores, establece que éstos  a más de contener los valores éticos necesarios en el ejercicio de la función pública, “mantiene en la memoria colectiva el imperativo de la transparencia y los propósitos de igualdad y beneficio social”. Define igualmente,  los principios de Equidad, Integralidad, Ética, Identidad, Inclusión y Concertación.

Además como enfoques determinantes del plan se establecen: La Equidad y Justica Social, la prevalencia de los derechos de los niños y adolescentes (particularmente en la primera infancia), la sostenibilidad ambiental, Derechos Humanos, Perspectiva Territorial, enfoque productivo y competitivo. Con base en   los que establece su misión y su visión. Y prioriza su gestión en los siguientes retos:

· Progreso equitativo: Una Sociedad competente, emprendedora y gestora.

· Un Sistema Educativo que fortalece la cultura y potencia el desarrollo humano  integral.

· Salud integral: comunidades y entornos saludables. 

·  Desarrollo Sostenible Social, Productivo, Competitivo y Ambiental. 

·  Conciliación y consolidación de la paz. 

·  Afianzamiento Institucional: eficiencia, calidad y control. 

·  Integración y afirmación territorial: Acuerdos fundamentales hacia el desarrollo regional sostenible urbano y rural.

El reto 7,  Integración y afirmación territorial: Acuerdos fundamentales hacia el desarrollo regional sostenible urbano y rural, incluye el PROGRAMA 7.10 DESARROLLO DE PLANES DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y PRODUCTIVA CON EQUIDAD TERRITORIAL, pretendiendo a través de este “avanzar en la lucha contra la pobreza y de redistribución de la riqueza de nuestra región, a través de la promoción y ejecución de programas y proyectos que entregan a nuestras comunidades soluciones de vivienda y productiva, dentro de entornos amables que promueven el desarrollo pacífico e integral de los Casanareños.”  

Este programa incluyó los siguientes subprogramas: 

“Subprograma 7.10.1 Mejoramiento de vivienda. Se adelantarán acciones específicas que permitan mejorar las condiciones de la vivienda rural dispersa o agrupada en poblados, haciendo atractivo el escenario rural a la permanencia y sana convivencia familiar. Mediante los mejoramientos y la vivienda nueva se busca erradicar de los hogares Casanareños la infección del chagas y específicamente el pito como vector transmisor.”

Y como metas estableció:
· Estructuración e implementación del sistema de seguimiento y control de la información estadística para la planeación de los mejoramientos en vivienda.

· Estructurar y realizar hasta 2.100 mejoramientos de vivienda.”

Subprograma 7.10.2 Mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable. Los nuevos desarrollos urbanísticos que promueva el Departamento de Casanare se darán en el entendido de que la administración regional no entrega solamente casas, sino soluciones integrales de hábitat donde se resuelven las necesidades internas del hogar: protección, abrigo y descanso, que se entrelazan, complementan y desarrollan con la solución a las necesidades externas de seguridad, confianza, libertad en ámbitos de participación y comunicación social a través de infraestructuras eficientes, integradas y amables que promueven el desarrollo social de los individuos y las comunidades, con respeto y promoción de la biodiversidad biótica y cultural.

Y presenta como meta la  estructuración y mejoramiento de hasta 9.000 viviendas con entornos de vida saludable.

Subprograma 7.10.3 Infraestructura para los terrenos destinados a los programas de vivienda. Mediante este subprograma, a partir de esquemas de cofinanciación, se dotará de servicios públicos y obras de urbanismo, los lotes destinados a vivienda de interés social en aquellos municipios y proyectos que no cuentan con dicha disponibilidad y financiación por parte de las entidades territoriales.

Su meta es el apoyo al desarrollo urbanístico de los programas de vivienda departamental.
Subprograma. 7.10.4 Vivienda nueva con entornos de vida saludable Con el fin de lograr los propósitos de estado y el mejoramiento del nivel de vida, tendrán prelación para el otorgamiento de vivienda como los demás programas sociales, aquellas familias cuyos hijos en edad de escolarización se encuentren dentro del sistema educativo y dentro del sistema de salud, y los miembros de la familia hagan uso de los programas sociales a excepción de causas involuntarias o de fuerza mayor.

Metas

· Estructuración e implementación del sistema de seguimiento y control de la información estadística para la planeación de los mejoramientos en vivienda.

· Estructurar y realizar hasta 2.400 mejoramientos de vivienda.

Subprograma 7.10.5 Vivienda nueva

Este subprograma es considerado como uno de los pilares del plan de desarrollo de Casanare “Pensando en Todos”. Los programas de beneficio social serán adelantados mediante la estrategia de atención integral a la familia bajo la Coordinación de Acción Social.

Metas

· Estructuración e implementación del sistema de seguimiento y control de la información estadística para la planeación en vivienda nueva.

· Estructuración y construcción hasta 8.100 viviendas nuevas.

Con base en lo establecido por la entidad en su Plan de Desarrollo como marco rector de su actuación, el equipo auditor realizó el análisis que se plasma en el presente informe, obedeciendo a tres criterios fundamentales: vivienda digna, naturaleza de los subsidios y el control sobre la ejecución de los mismos.
a) Vivienda Digna:
El  ordenamiento constitucional consagra el derecho de todo colombiano a tener una vivienda digna, para lo cual encomienda al Estado la obligación de fijar las políticas y condiciones necesarias para que este derecho abstracto se materialice. 
Así lo establece el artículo 51 de la Constitución Política:
“Artículo 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.”
El anterior es el criterio fundamental atendido por esta auditoría del cual se desprende la razón del desarrollo de programas de vivienda de interés social, cual es, que el Estado debe propender por hacer efectivo el derecho de que todo colombiano cuente con una vivienda digna.
En lo relacionado con el concepto de vivienda digna, se comprende que este derecho no se limita simplemente a tener un techo para resguardarse de la lluvia y las inclemencias del medio ambiente, sino que, además, la vivienda para ser considerada digna para la existencia humana, debe reunir una serie de condiciones que garanticen que las personas puedan tener un espacio adecuado, para, si así lo desean, realizarse y existir dignamente de una manera recogida y separada de los demás integrantes de su comunidad, y que a su vez asegure un escenario que no ponga en riesgo su vida, salud o integridad física. Así lo ha expresado El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, al referirse al Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales
 y a la obligación de los Estados miembros de adoptar las medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, relacionado con la habitabilidad de una vivienda digna.
En este mismo sentido lo ha comprendido la jurisprudencia de nuestro país, por lo que la Corte Constitucional, en un esfuerzo de fijar los lineamientos del concepto de vivienda digna, ha manifestado en Sentencia T-585 del 27 de julio de 2006:
“En primer lugar, debe presentar condiciones adecuadas, las cuales dependen de la satisfacción de los siguientes factores, entre otros: (i) Habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla con los requisitos mínimos de higiene, calidad y espacio necesarios para que una persona y su familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud. (ii) Facilidad de acceso a los servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición de sus ocupantes. (iii) Ubicación que permita el fácil acceso a opciones de empleo, centros de salud y educativos, y otros servicios sociales, y en zonas que no pongan en riesgo la salud de los habitantes. (iv) Adecuación cultural a sus habitante.” (subrayado fuera del texto original).
Así mismo la Corte Constitucional en Sentencia C-444 de 8 de julio de 2009, destacó como importantes los siguientes conceptos sobre el derecho a la vivienda digna, los cuales están igualmente contenidos en la Observación General No. 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas: 
 “a) El contenido del derecho a la vivienda digna abarca las condiciones de habitabilidad de la vivienda, que consisten en que ella pueda “ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad.  Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes” (subrayado fuera del texto original).
Comprende entonces la Contraloría General de la República, que en Colombia la manera de garantizar una vivienda en términos de dignidad para la existencia humana, se cumplirá sólo con el acatamiento de los requisitos expuestos por las altas cortes; requisitos que dentro de nuestro ordenamiento jurídico se expresan en las diversas normas que propenden por asegurar que las viviendas y edificaciones construidas en nuestro país, no pongan en riesgo la salud y la integridad física de sus ocupantes, o que sean construidas con riesgos estructurales o en zonas no aptas para la existencia humana.
b) Naturaleza de los Subsidios:

La Corte Constitucional en sentencia T-1318 del 14 de diciembre de 2005, ha expuesto que “Desde el punto de vista doctrinal el subsidio de vivienda es una subvención con unas características especiales, pues no está dirigido al desarrollo de una actividad económica determinada sino directamente a facilitar la satisfacción de una necesidad básica, y de esta manera garantizar un derecho constitucional: el derecho a la vivienda digna”. (negrilla fuera de texto).
El Estado colombiano asumió el deber constitucional de promover una vivienda digna, con la entrega de subsidios de vivienda, delegando en otras entidades, la tarea de su asignación y otorgamiento.
Sin embargo, la entrega de estos recursos de subsidio, no se hace a título gratuito, sino que a cambio de los mismos, el Estado colombiano exige el cumplimiento de una contraprestación, que justifique este desembolso de dinero a favor de los beneficiarios. Suponer lo contrario, valga decir, que el Estado entrega recursos de la nación a particulares, sin esperar contraprestación alguna, sería incurrir en la prohibición establecida en el artículo 355 de la Constitución Política de Colombia.
En concordancia, la contraprestación que persigue el Estado colombiano, a cambio de la entrega de estos recursos de subsidio VIS, no es otro que el de poder dar cumplimiento a los fines y obligaciones impuestos al Gobierno Nacional, por parte de la Constitución Política en su artículo 51: promover una vivienda digna.
c) Control: 
De igual manera de conformidad con lo expresado por la jurisprudencia, para que estos recursos cumplan con el fin constitucional que se persigue, es necesario que los subsidios VIS cuenten con un control efectivo, real y suficiente en la ejecución de los mismos, pues en caso contrario, se estaría corriendo el riesgo de destinar recursos públicos a particulares, sin el cumplimiento de un fin jurídico que lo justifique, incurriéndose en la prohibición del artículo 355 constitucional.
Resumiendo, se considera que el otorgamiento de subsidios de vivienda de interés social, forma parte de un deber social impuesto por la Constitución Política al Estado, consistente en promover el derecho de todo colombiano a poseer una vivienda digna, la que, para ser tenida como tal, debe cumplir unas condiciones básicas orientadas a no poner en riesgo la salud y la integridad física de sus ocupantes, o que sean construidas con riesgos estructurales o en zonas no aptas para la existencia humana. Estas condiciones mínimas que garantizan una vivienda digna, se materializa y se hacen objetivas en las normas y reglamentos técnicos, que propenden porque las construcciones hechas en Colombia, no socaven el bienestar, la salud e integridad física de sus ocupantes, entre las cuales destacamos la Ley 400 de  1997, y las Normas Técnicas Colombianas NSR 98, NSR 10, NTC 4205 y NTC 3229.
Bajo este marco conceptual, el desarrollo de esta línea incluyó la evaluación de los proyectos de vivienda seleccionados, en sus fases de formulación, estructuración financiera, ejecución y evaluación.

Adicionalmente, se revisó la gestión presupuestal y financiera de los recursos asignados a la política de vivienda departamental, los mecanismos de control interno aplicados a los proyectos de vivienda y se incluyó el seguimiento a la función de advertencia emitida por la CGR en relación con el tema, producto de la auditoría anterior.
3.1.1 Gestión presupuestal y financiera
De acuerdo con la información remitida por la entidad, las ejecuciones presupuestales de gastos destinados a programas de vivienda en el departamento de Casanare, a 31 de diciembre de las vigencias 2008, 2009, 2010 y 2011, muestran las siguientes cifras: 
Tabla No.1

Compromiso de recursos en vivienda 
	vigencia
	Apropiación Definitiva
	Compromisos

	         2008 
	    34.950
	     24.485 

	         2009 
	     39.829
	     37.359 

	         2010 
	     46.913
	        46.379

	         2011 
	     47.118
	        43.481

	 TOTAL
	   168.810 
	     151.704 


Grafica No. 1.

Comportamiento compromisos en Vivienda
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Así mismo, los pagos acumulados a 31 de diciembre de 2011 ascienden a $66.115 millones.
Con dichos recursos se celebraron, entre otros, contratos y/o convenios con el objeto de ejecutar los proyectos de vivienda, por valor de $134.344 millones; así mismo, con el fin de adelantar interventorías y supervisiones a los proyectos de vivienda respectivos, durante el mismo cuatrienio, se contrataron recursos por valor de $7.608 millones; para estructuración de proyectos y Gerencia de proyectos se contrataron recursos por valor de $6.706 millones y para contratación de personal para apoyar la gestión de la Unidad de Vivienda Departamental, se comprometieron recursos por valor de $1.015 millones.

Es de anotar que el valor de los convenios y/o contratos suscritos con el fin de ejecutar los proyectos de vivienda, supera la cifra arriba citada si se tiene en cuenta que además de los recursos de regalías directas petroleras, en muchos casos el valor de los contratos incluye recursos de los municipios, las juntas de vivienda comunitaria y los aportes de los cooperantes, por lo que el valor de la contratación celebrada con el fin de ejecutar la política de vivienda en el departamento de Casanare supera los $165.000 millones de pesos.

3.1.2 Seguimiento funciones de advertencia

Durante esta auditoría se hizo seguimiento a la Función de Advertencia No. 005 del 28 de diciembre de 2011, emitida a raíz del proceso auditor realizado a las regalías directas del departamento vigencia 2010, por el posible riesgo en que se encontraban los recursos contratados para planes de vivienda debido a los bajos resultados obtenidos frente a los logros esperados y a la cuantiosa inversión realizada.
Dicho seguimiento corresponde en general al desarrollo de esta auditoría y el total de sus resultados se reflejan en cada uno de los capítulos del presente informe. 
3.1.3 Mecanismos de Control Interno

En desarrollo de la evaluación preliminar a los mecanismos de control interno con que cuenta el Proyecto de Vivienda Departamental, se estableció que la administración departamental de Casanare, durante las vigencias 2008-2011 adelantó su política de vivienda a través de cuatro tipos de proyectos:


- Vivienda nueva


- Mejoramientos de vivienda con entorno saludable


- Mejoramiento de vivienda habitacional 


- Obras de urbanismo

No obstante, se encontró que la entidad plasmó la política de vivienda en un único proyecto general, radicado en el banco de Proyectos bajo el código 2008-0085-00017 con el nombre CONTRUCCION VIVIENDA DE INTERES SOCIAL EN EL DEPARTAMENTO DE CASANARE.

El hecho de manejar un único proyecto, reviste un riesgo relevante, por cuanto su estructuración tan amplia dificulta el seguimiento al cumplimiento de metas, la implementación de mecanismos de control, monitoreo y seguimiento, incluso pudo llegar a afectar en forma negativa la adecuada ejecución del proyecto.

Por lo anterior, en la etapa de ejecución de la auditoría se evaluó el impacto que esta decisión tuvo sobre el cumplimiento de las metas previstas, y se estableció que tal decisión tuvo un impacto negativo pues trajo como consecuencia serias deficiencias en la ejecución del mismo. Como se observará más adelante (capitulo 3.1.4.4) los resultados de los contratos y convenios adelantados no cumplen siquiera el 1% de las metas propuestas.  Esto obedece a la deficiente planeación y estructuración de los proyectos que aunado a la ingobernabilidad sufrida por el Departamento, conllevaron a que la Entidad suscribiera contratos sin contar con los requisitos previos, lo que ha dificultado y, en algunos casos, imposibilitado la ejecución de los mismos, generando un alto costo social.

Los resultados de la evaluación de los mecanismos de control interno se muestran en la siguiente tabla:

Tabla No.2  

Evaluación de Control Interno

	 
	PRIMERA CALIFICACIÓN
	SEGUNDA CALIFICACIÓN
	CALIFICACIÓN PONDERADA

	
	Ítems evaluados
	Pun tos
	Califi cación
	30%
	Ítems evaluados
	Pun tos
	Califi cación
	70%
	Ítems evaluados
	Califi cación

	Proceso 1
	3
	7
	2,333
	0,700
	3
	9
	3,000
	2,100
	3
	2,800

	Proceso 2
	2
	3
	1,500
	0,450
	2
	5
	2,500
	1,750
	2
	2,200

	Proceso 3
	1
	2
	2,000
	0,600
	1
	3
	3,000
	2,100
	1
	2,700

	TOTAL
	6
	12
	2,000
	0,600
	6
	17
	2,833
	1,983
	6
	2,583


Fuente: Aplicativo Guía de Auditoría. 

Proceso 1. Riesgos.  Proceso 2. Ejecución.  Proceso 3. Control ciudadano
De acuerdo con los resultados arrojados por el aplicativo de control interno, tanto en la evaluación en planeación como en la aplicación de las pruebas de recorrido, la evaluación final de los mecanismos de control interno se ponderó en un valor que se encuentra dentro del rango DEFICIENTE, lo cual es coherente con los resultados de la evaluación de la política de vivienda departamental y con los hallazgos que surgieron del proceso auditor.
3.1.4. Evaluación del proyecto
3.1.4.1. Aspectos relevantes de la formulación

Un proyecto se concibe como la unidad mínima operacional que vincula recursos, actividades y componentes durante un período determinado y con una ubicación definida.  No obstante, la Gobernación de Casanare plasmó la totalidad de la política de vivienda 2008-2011 en un único proyecto, registrado en el Banco de Proyectos bajo el código 2008-085-00017, denominado “Construcción de planes de vivienda de interés social en el departamento de Casanare”, con la siguiente descripción: 
“El Departamento de Casanare construirá planes de vivienda de interés social nueva, en sitio propio, nucleada y dispersa, Mejoramientos de Vivienda y Obras de Urbanismo en zonas urbanas y rurales en los 19 municipios del Departamento de Casanare, beneficiando a la población pobre y vulnerable sin capacidad de pago”, es decir que la Entidad no formuló ni desarrolló proyectos de vivienda específicos,  que atendieran a necesidades técnicamente determinadas sino que éstos se han ejecutado como actividades del único proyecto registrado, que aún cuando cumple con la formalidad de la Metodología General Ajustada,  no permitió determinar datos indispensables de los proyectos tales como identificación de beneficiarios, productos esperados, recursos, localización espacio-temporal precisa, presupuesto, etc. generando como resultado una planificación demasiado genérica e imprecisa, ambigüedad en la asignación de responsabilidades y celebración de contratos y convenios sin contar con el lleno de requisitos legales, situación que obstaculizó y, en algunos casos, impidió la ejecución de los mismos.
Así las cosas, se concluye que los objetivos de la política de vivienda Departamental, contemplados en el plan de desarrollo no se concretaron en proyectos de inversión pública, por lo que aún cuando se realizaron cuantiosas contrataciones, estas no contribuyeron al logro de los objetivos contenidos en dicho plan.

3.1.4.2. Estructuración financiera

Si bien el proyecto cuenta con una estructuración financiera para cada “actividad”  desarrollada, donde se relaciona el valor de las inversiones necesarias para cada plan de vivienda, actualizada de acuerdo al surgimiento de nuevos proyectos, se observa que en las alternativas de solución se estableció un cierre financiero de la unidad de vivienda de interés social otorgando un subsidio de hasta $15 millones por beneficiario, desconociendo que excedía los topes máximos de subsidio establecidos por la misma Gobernación de Casanare mediante Decretos 047 de 1999 y 059 de 2000. (Ver hallazgo H62 HD56 Cuantía de los subsidios asignados)
En algunos planes de vivienda se establecieron aportes cuya fuente de financiación era la Nación- FONVIVIENDA, y se celebraron los contratos y/o convenios de ejecución de las obras sin contar con esa asignación, que finalmente, en muchos casos, no se concretó y se originó la desfinanciación del proyecto con el consecuente incumplimiento.

Así mismo, se observó que el monto por subsidio se estableció sin contar con un soporte técnico serio, es decir que no correspondía a la necesidad real, sino que esta estructuración financiera para cada proyecto obedeció a un monto global que fue objeto de adiciones y reajustes posteriores en forma generalizada.
3.1.4.3. Ejecución - Revisión muestra contractual

La Gerencia Departamental de Casanare de la CGR, en concordancia con su misión institucional y de acuerdo con la Guía de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, evaluó la gestión contractual de la Gobernación de Casanare en la ejecución de la política de vivienda durante las vigencias 2008 a 2011.

Se estableció que durante estas vigencias, la entidad comprometió recursos por valor de $151.704 millones para la financiación de programas de vivienda de interés social en el departamento, de los cuales el 89%, es decir, la suma de $134.344 millones, corresponde a la financiación de 60 planes y/o programas de vivienda, los cuales incluyen las modalidades de construcción de vivienda nueva, mejoramiento de vivienda, mejoramiento con entorno saludable y obras de urbanismo.  Con base en este universo, se seleccionó una muestra de 28 planes y/o programas de vivienda, que representan el 46% del total de proyectos contratados en el cuatrienio, cuyo valor asciende a $118,358 millones correspondientes al 88% del total de los recursos contratados en estos programas.  
Adicionalmente, dentro de la muestra a revisar fue necesario incluir contratación por valor de $7.608 millones destinada a interventorías y supervisiones a esos proyectos de vivienda; así como contratos y/o convenios por valor $6.706 millones dirigidos a estructuración y Gerencia de proyectos.
De la revisión de la muestra contractual se establecieron los hallazgos que se presentan a continuación:

3.1.4.3.1. 
Convenio No. 215 del 31 de diciembre de 2008.

Cuyo objeto es la construcción de 255 viviendas nuevas y 18 mejoramientos de vivienda de interés social para población localizada en área urbana y rural en sitio propio nucleados y dispersos en los municipios de Trinidad, San Luis de Palenque, Tamara, Paz de Ariporo, Aguazul, Yopal y Nunchía. 
· Valor:
$4.726 millones, de los cuales $4.573 corresponden a regalías del departamento. 

· Interventoría: DIARCO LTDA, Contrato No. 759 de 2009

· Supervisión: Carolina Reyes Peña, Contrato No. 869 de 2010

· Gerencia de Proyectos. Sin

Proyecto urbanización La Unidad
Se revisaron las viviendas intervenidas encontrando que constan de un salón múltiple con piso en concreto, sin encoroce la cubierta, incluye área de cocina con mesón y lavaplatos, baño con placa en concreto y pañete impermeabilizado y enchape zona húmeda.  
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Hallazgo No. H1 HD1 Deficiencias en instalaciones eléctricas, cubierta y placa
El desarrollo del proyecto contempla para el ítem instalaciones eléctricas, únicamente la ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos, tampoco se contemplo el remate de la cubierta (encorosar), lo anterior vulnerando requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad, incumplimiento de los lineamientos fijados y consignados en la legislación de nuestro país, sobre el concepto de vivienda digna contenido especialmente en la sentencia de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006.
Igualmente, en las viviendas se observa presencia  de agregado fino en exceso en  la placa de piso en concreto, como consecuencia de deficiencias de tipo constructivo y/o la dosificación inadecuada de la mezcla utilizada. 
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare, así como debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental, configurándose un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria.

Proyecto urbanización Los Esteros
Las viviendas intervenidas constan de un salón múltiple con piso en concreto, sin encoroce la cubierta,  incluye área de cocina con mesón y lavaplatos,  baño con placa en concreto y pañete impermeabilizado y enchape zona húmeda.
Las viviendas se encuentran terminadas y entregadas a cada beneficiario según actas firmadas. 
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Hallazgo No. H2 HD2 HP1 HF1 Inestabilidad de viviendas Proyecto Los Esteros
En la visita efectuada se evidenció que el mortero de pega utilizado para adherir las unidades de mampostería, presenta espesores superiores a 1,5 cm en todas las fachadas principales y en algunos muros interiores, influyendo en las propiedades estructurales de la mampostería. Igualmente las unidades de mampostería (bloques) utilizadas están rotas o deterioradas, presentan imperfecciones, diferentes texturas y colores, afectando las propiedades mecánicas o físicas del muro. Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter constructivo en cuanto a: calidad de las juntas del mortero de pega, calidad de los materiales y tipo y disposición de las unidades de mampostería, incidiendo en el grado de Vulnerabilidad sísmica de la vivienda. 
Estas deficiencias se presentan debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro  y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental. 
Las instalaciones eléctricas contemplan únicamente ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos, incumpliendo requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad. Además, no se contempló el remate de la cubierta (encorosar), lo anterior vulnerando requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad.
En general en las viviendas se observa presencia  de agregado fino en exceso en la placa de piso en concreto. Lo anterior como consecuencia de deficiencias de tipo constructivo y/o la dosificación inadecuada de la mezcla utilizada. 
Con base en todo lo anterior se determina el incumplimiento a lo consagrado por el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia, las sentencias de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006 y C-444 de 8 de julio de 2009, así como de las normas técnicas NSR 98 Títulos E2.3, D3.4 y D.4.5.9, Norma técnica Colombiana - NTC 3229, Capitulo X, SELECCIÓN Y USO DE MORTEROS PARA UNIDADES DE MAMPOSTERÍA,  X.1.3 FUNCIÓNX.1.3.1:, la ley 400 de 1997 y lo establecido por la Asociación Colombiana de Ingeniería Sísmica – (AIS) en el Manual de construcción, evaluación y rehabilitación sismo resistente de viviendas de mampostería
Estas situaciones se presentan como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare.  Así como debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare.
Lo  anterior configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria, penal y fiscal por valor de $ 650 millones correspondientes a 65 subsidios por valor de $10 millones cada uno.

Proyecto Urbanización Cabresteros
El valor del subsidio inicialmente asignado era de $10 millones. Al  entrar en vigencia la interventoría se determinó que se requería algunas adecuaciones y mejoras, que aumentaron el  valor del subsidio en $1.3 millones. Posteriormente se autorizo una adición de subsidio complementario por valor de $5 millones, con lo que cada subsidio finalmente ejecutado ascendió a $16.3 millones. 

Las viviendas se encuentran terminadas y entregadas a cada beneficiario, las cuales constan de una unidad básica con piso en concreto, sin encoroce la cubierta,  incluye área de cocina con mesón y lavaplatos,  baño con placa en concreto y pañete impermeabilizado y enchape zona húmeda. 
En las primeras 18 viviendas se evidencio que la altura de la cubierta como estaba planteada en los diseños iniciales era muy baja, motivo por  el cual la oficina de vivienda Departamental aprobó elevar la mampostería 30 cm, pero no se contemplo nuevamente la construcción de la viga cinta en estas viviendas, para que funcionara estructuralmente. 
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Hallazgo No. H3 HD3 HP2 HF2 Inestabilidad De Viviendas Proyecto  Cabresteros
En la visita efectuada se evidencio que el mortero de pega utilizado para adherir las unidades de mampostería, presenta espesores superiores a 1,5 cm en todas las fachadas principales y en algunos muros interiores, influyendo en las propiedades estructurales de la mampostería. De otra parte los concretos utilizados en los elementos estructurales (vigas y columnas) no presentan buen aspecto puesto que tienen hormigueo. Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter constructivo en cuanto a calidad de las juntas del mortero de pega y deficiencias en aspectos de carácter estructural, incidiendo en el grado de vulnerabilidad sísmica de la vivienda. 
Se aumento mampostería en cuchilla de unidad básica y no se remato con viga cinta, la cual se había construido inicialmente, lo anterior incumpliendo con la norma sismo resistente de obligatorio cumplimiento: NSR-98, Título E, numeral 3.5.1 en donde se establece que “…se consideran las cintas de amarre como elementos suplementarios a la vigas de amarre, en remates de culatas”, y 3.5.2. “… las cintas de amarre deben construirse de tal manera que se garantice el trabajo monolítico con el elemento que remata”.
Estas deficiencias se presentan debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro  y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental. 
Las instalaciones eléctricas contemplan únicamente ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos. La placa de la cocina solo se funde en un área aproximada de 1 mts. y el resto se deja en tierra, incumpliendo requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad. 
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental.  
Con base en todo lo anterior se determina el incumplimiento a lo consagrado por el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia, las sentencias de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006 y C-444 de 8 de julio de 2009, así como de las normas técnicas NSR 98 Títulos E2.3, D3.4 y D.4.5.9, Norma técnica Colombiana - NTC 3229, Capitulo X, SELECCIÓN Y USO DE MORTEROS PARA UNIDADES DE MAMPOSTERÍA,  X.1.3 FUNCIÓNX.1.3.1:, la ley 400 de 1997 y lo establecido por la Asociación Colombiana de Ingeniería Sísmica – (AIS) en el Manual de construcción, evaluación y rehabilitación sismo resistente de viviendas de mampostería
Las situaciones enunciadas se constituyen en un hallazgo con presunta incidencia de carácter disciplinario, penal y fiscal por valor de $326 millones, es decir $16,3 millones por cada una de las 20 viviendas terminadas.

Hallazgo No. H4 HD4 Modificaciones Proyecto Cabresteros
El proyecto inicialmente presentado y aprobado, fue modificado sin que se encuentren los documentos que soporten tal modificación, incumpliendo lo establecido en la Ley 400 de 1997 y en los estudios técnicos previos que definieron el diseño que se iba a ejecutar.

Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de seguimiento y control por parte de la Oficina de Vivienda Departamental y la respectiva interventoría, por lo que se constituye una observación con presunta incidencia de carácter disciplinario.

3.1.4.3.2 Convenio interadministrativo No. 0236 de 31 de diciembre de 2008. 

Suscrito entre la Gobernación de Casanare y la alcaldía municipal de Villanueva, cuyo objeto es la construcción de 159 viviendas urbanas dispersas en el municipio de Villanueva.
· Valor: $2.684 millones de los cuales $2.630 millones corresponden a regalías del departamento 

· Interventor: Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato 1939 de 2010

· Supervisor: Diarco Ltda, Contrato 2056 de 2010

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos –GP, Contrato 1328 de 2010

En desarrollo de este convenio el municipio de Villanueva suscribe el Contrato Asociativo de Vivienda y Alianza Estratégica de fecha 29 de diciembre de 2009, cuyo objeto es aunar esfuerzos entre el municipio de Villanueva y la junta de vivienda Comunitaria Villa Mariana para adelantar el proyecto de vivienda del mismo nombre.

Hallazgo No. H5 IP1 Diferencia valor entregado vs ejecutado Proyecto Villa Mariana
En la revisión del expediente se encontró informe de Interventoría correspondiente al periodo del 6 de agosto al 7 de octubre de 2010, en el que se señala que el avance total de la obra para la fecha es del 23% y que éste corresponde  68,9% de la primera manzana programada inicialmente.

Así mismo, se encontró otro informe de Interventoría correspondiente al periodo del 4 de noviembre de 2011 al 11 de febrero de 2012, en el cual se hacen, entre otras las siguientes precisiones:

· “La interventoría delegada por parte de la alcaldía retoma el proyecto el 4 de noviembre de 2011, después de finalizar el acta de suspensión  No 003 con un tiempo de 8 meses.”

· “En EL ESTUDIO PREVIO DE LA OBRA, se encuentra que el proyecto cuenta con un avance de obra general del 38.3 %, con la construcción de la primera manzana que corresponde a 4 torres y 32 apartamentos, estas torres de apartamentos se encuentran con un avance general de  obra en un 93.9 %, faltándole ítems de obra como: colocación de  lavaderos, ,1ra hilada de enchapes de cocina, instalación de puerta para baño, falta de tomas eléctricas, pulida de mesón de la cocina, algunos resanes en muros, limpieza de pisos y aseo en general. En la segunda manzana se encuentra con un avance en la cimentación y mampostería para  cimentación realizándola según las especificaciones técnicas del diseñador.”

· “…a la constructora C.I. DESARROLLO TERRITORIAL se le ha hecho un desembolso total de $1.407.221.125,86  pesos de los cuales ha ejecutado a la fecha $1.098.585.475,01…” 

· La constructora C.I DESARROLLO TERRITORIAL a partir del 1 de enero de 2012 abandono la obra, dejándola a la deriva sin residente de obra y director de proyecto, lo cual ha hecho que la junta tome la administración total del proyecto, en este acompañamiento la Interventoría delegada por el municipio ha evidenciado una serie de falencias de orden técnico administrativo y financiero a la constructora tales como: 

TECNICO: 

El control de calidad en materiales de construcción, mezclas de morteros, concretos, etc. controles que se evidenciaron hasta la construcción de la manzana A, y realizando una revisión técnica se encuentra que no se está  realizado este control de calidad por parte de C.I DESARROLLO TERRITORIAL.

ADMINISTRATIVO: 

En acta de fecha 20 de septiembre del 2011 la constructora C.I DESARROLLO TERRITORIAL cede de manera bilateral la administración financiera a la Junta de vivienda por motivos que ya son de conocimiento, hecho que no lo desvincula totalmente de sus obligaciones contractuales en el proyecto. 

A partir del 1 de enero del presente año el proyecto se encuentra sin un residente de obra, lo cual perjudica notablemente la calidad y el buen desempeño del personal a su cargo.

Según programación de obra que se exigió a C.I DESARROLLO TERRITORIAL en el mes de noviembre del 2011 y observando el avance de obra a la fecha, este NO corresponde a lo programado.

En cuanto al manejo de elementos de protección personal  en obra, se han evidenciado fallas, ya que no se está proviniendo de cascos, guantes, gafas y tapabocas como se exige en obras de este tipo. 

FINANCIERO:

La constructora C.I DESARROLLO TERRITORIAL ha recibido a la fecha: $1.341.082.714,23, de pesos entre anticipos y actas de avance de obra, la constructora  argumentan un avance de obra del 58 %, y realizando el debido análisis  en obra, este se encuentra en un 40% lo cual es una diferencia significativa, por lo cual es imprescindible la realización de las mediciones en obra vs la inversión. En este informe deberán participar la Interventoría, la constructora y la oficina de vivienda Departamental, para definir el avance real en obra.

Debido a que la constructora abandona el proyecto y una de sus obligaciones era la del control de calidad en concretos de placa, concreto de dovelas – grauting- morteros y bloques estructurales, la junta de vivienda sigue solicitando el acompañamiento de la interventoría técnica “USCO” para la realización de los controles de calidad, como resultado de estos controles técnicos en el concreto de placas de entrepiso han arrojado resultados positivos.”

Dado que no fue posible constatar cual fue el avance real de obra que ejecutó el contratista  CI DESARROLLO TERRITORIAL, antes de que el proyecto fuese asumido por la Junta de Vivienda Comunitaria Villa Mariana, y ante la manifiesta  existencia de  diferencias significativas entre los valores entregados al contratista y lo realmente ejecutado por éste, se hace necesario solicitar la apertura de un indagación preliminar que de certeza sobre el valor del posible daño.  

3.1.4.3.3 Convenio 228 del 31 de diciembre de 2008

Suscrito entre el Departamento de Casanare y el Instituto Municipal para el Desarrollo de Hato Corozal IDEHA, con el objeto de Articular propósitos para la construcción, de 100 viviendas nuevas de interés social para el municipio de Hato Corozal, Departamento de Casanare. 
· Valor total $1.538, 5 millones, de los cuales $1.500 millones corresponden a recursos de regalías del departamento.

· Interventoría: Municipio: Contrato No. 110-10-01-054 de 2011. Departamento: Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010.

· Supervisión: Contrato 0869 del 13 de agosto de 2010 y otro supervisor designado por la Alcaldía. 

· Gerencia de Proyecto: Corporación Gerencia de Proyectos –GP, contrato 1328 de 2010

Hallazgo No. H6 HD5 HP3 HF3 Incumplimiento en entrega de viviendas 

En desarrollo de este convenio se suscribió el contrato de obra No. 2009-03-012 entre el Instituto Municipal para el Desarrollo de Hato Corozal IDEHA y el Consorcio San Jerónimo, por valor de $1.000 millones con un plazo de ejecución de dos años.

El Municipio mediante carta de intención se comprometió a aportar la suma de dos  millones a cada uno de los beneficiarios, aporte que finalmente no se materializó, debido a que la administración municipal nunca apropió los recursos para ello.

Adicionalmente, en la ejecución del contrato se presentó que las pólizas de seguro de cumplimiento No. 300216989 y de Responsabilidad Civil extracontractual No. 300002237 presentadas por el consorcio San Jerónimo como garantía, eran falsas debido a que no fueron emitidas por la Compañía, no se ajustan a los formatos utilizados por la misma, la numeración destinada no corresponde y no están ingresadas en el sistema.  Lo anterior originó las respectivas denuncias penales, pero obstaculizo e imposibilitó la continuidad en la ejecución de las obras ya que no se contaba con garantía legal.

El IDEHA no realizó aprobación de dichas pólizas y sin embargo realizó la firma de acta de inicio y los respectivos giros tanto de anticipo como actas parciales, incluso el giro del anticipo sobre los recursos del adicional. 

Por otra parte, el convenio 228 de 2008 se encuentra vencido desde el 10 de julio de 2011, pero el contrato de unión temporal suscrito entre el instituto y el consorcio san jerónimo para el desarrollo del convenio, se encuentra vigente hasta el 8 de abril de 2012 lo que evidencia el inadecuado manejo de los tiempos de vigencia.  De hecho, desde el inicio el convenio tenía un plazo de ocho meses y el contrato, que lo desarrollaría, de dos (2) años.

Según informe presentado a la gobernación de Casanare por la interventoría, se evidencian fallas técnicas en la ejecución de las obras y problemas de calidad de los concretos, falta de resistencia, presencia de goteras, puertas y ventanas mal instaladas, cambios en la parte arquitectónica y estructural del proyecto, los cuales se realizaron sin justificación, como es el caso de los tanques aéreos los cuales se muestran en los planos originales reposando sobre una placa en concreto que a su vez descansa sobre la columna E-4 y durante la visita se observaron los tanques de las viviendas contiguas soportados sobre una placa de 2.2 mts de larga y 1.5 mts de ancho aproximadamente, así como el cambio de teja de fibrocemento cuando en el plano se exige teja termo-acústica y en las partidas de pago también se hace referencia a teja termo-acústica. Incluso la mampostería dispuesta para soportar esta estructura no está debidamente confinada y presenta una columna que sujeta la placa que soporta los dos tanques, alrededor de 1.1 toneladas y al parecer la placa esta únicamente puesta sobre los dos muros y la columna.  Como resultado, se conceptuó que de 29 casas inspeccionadas, 20 arrojaron un resultado de No Cumple.

Según actas parciales pagadas, se cuenta con toda la cimentación y placas en su totalidad faltando seis lotes para tener un cien por ciento y 29 casas terminadas en obra gris.

La siguiente es la relación de giros realizados al Consorcio San Jerónimo: 
Tabla No. 3

Relación Giros Consorcio San Jerónimo

	Concepto
	Fecha
	Valor  (millones $)
	Observaciones 

	Anticipo inicial (40%)
	26/07/2010
	400
	Girado a través de la Fiducia 

	Acta Parcial 1
	27/10/2010
	196
	Girado a través de la Fiducia 

	Acta Parcial 2
	10/12/2010
	 58
	Girado a través de la Fiducia 

	Anticipo adicional (50%)
	13/04/2011
	250
	Girado a través de cuenta conjunta


Fuente: Información suministrada por el IDEHA

En la actualidad, el proyecto se encuentra suspendido por la carencia de pólizas ya que las presentadas por el Consorcio son falsas, lo cual no permitiría seguir realizando desembolsos.  

A la fecha se encuentran invadidas las 29 casas por algunos de los beneficiarios los cuales las han venido mejorando, construyendo patios, pañetando y conectándose por su cuenta a los servicios públicos domiciliarios.

Según informe del supervisor contratado para el grupo de vivienda departamental, hubo abandono de las obras y mal manejo de los materiales, los cuales están expuestos a factores climáticos que pueden causar perdida de sus propiedades físicas (resistencia y adherencia).

Finalmente, el 16 de abril de 2012 se realizó vista fiscal, por parte de la CGR, al proyecto San Jerónimo, con el propósito de establecer el estado de las obras, constatando que no se han terminado completamente las 100 soluciones, que las 29 viviendas construidas están habitadas y otras obras que se encuentran a nivel de cimentación, están abandonadas, sufriendo deterioro en el refuerzo metálico que va hacia las columnas y que las tuberías instaladas para la parte interna de servicios han sufrido rotura y taponamiento. 

En conclusión, este proyecto tiene problemas de estructuración (lotes, diseños, cierre financiero), incumplimiento del objeto, deficiencias en calidad y resistencia de concretos, invasión por parte de los beneficiarios y debilidades de interventoría y supervisión que permitieron el desembolso de recursos sin la aprobación de las pólizas del contrato, lo que deja en evidencia graves errores en la planeación, ejecución, vigilancia, monitoreo y control del mismo.

Así mismo, se observa un alto costo social debido a que los beneficiarios -quienes desde hace dos años aproximadamente aparecen en las estadísticas de vivienda como dueños de vivienda nueva-, aun no han solucionado su necesidad de vivienda digna, pero no pueden acceder a otro subsidio porque ya aparecen como beneficiarios. 

Teniendo en cuenta las anteriores observaciones se concluye que a la fecha el contrato no ha cumplido con los fines del Estado para los cuales estaba previsto y dado que ya no es posible la culminación del proyecto, la CGR considera que se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria, penal y fiscal por valor de $468,5 millones correspondiente a los recursos entregados al contratista deduciendo de ellos el valor de los subsidios invertidos en las 29 viviendas construidas.
3.1.4.3.4 Contrato de Unión Temporal Casanare para Todos UTMV-001- 2008.

Suscrito entre el Departamento de Casanare y el Consorcio Mejorando Vivienda por Casanare, cuyo objeto es la cogestión de propósitos encaminados a hacer efectiva la política pública de vivienda, mediante la construcción mínima de novecientos cuarenta y seis (946) mejoramientos de vivienda de interés social urbanas en sitio propio disperso o nucleadas, en el área urbana de los diferentes municipios del departamento.  
· Valor total $8.890 millones los cuales en su totalidad corresponden a recursos de regalías del departamento. 

· Interventoría: Corporación para el Desarrollo productivo, Integral de la región CODPIR ONG (Convenio de Cooperación No. 216 de 2008, cedido por FUNAMBIENTE) 

· Supervisión: Inicialmente Freddy Paul González Rivera, Contrato No. 1582 de 2010. Actualmente: Asesor Grupo de Vivienda Departamental.

· Gerencia de Proyectos: Sin

El 17 de diciembre de 2008, el Secretario Privado en representación legal del Departamento suscribió el contrato de Unión Temporal. El 29 de octubre de 2010, se suscribe Otrosí modificatorio y cesión de la participación del contrato de unión temporal mediante el cual el Consorcio Mejorando Vivienda por Casanare, cede su participación en la UT a Consorcio Constructora de Mejoramiento de Vivienda por Casanare 2008 (cesión autorizada por resolución No. 028 de 2010). Con fecha 26 de noviembre de 2010, se suscribió otrosí modificatorio No. 2 mediante el cual se establecieron nuevas condiciones para la constitución de la garantía.

La Gobernación realizó un único giro por valor de $8.579 millones a la Fiduciaria Central, de los cuales no se hizo desembolso alguno al contratista. La entidad ha gestionado el reintegro de la totalidad de esos recursos mediante la desautorización por parte de los beneficiarios y ha logrado que estos dineros ya estén siendo devueltos a las cuentas de la Gobernación.

Hallazgo No. H7 HD6 HP4 Lleno de requisitos para celebración de contrato cesión

Verificada la hoja de vida y los informes de supervisión e interventoría, se estableció que uno de los miembros del Consorcio Constructora de Mejoramiento de Vivienda por Casanare 2008, -a quien se autorizó recibir por cesión el contrato de unión temporal inicial-, el sr. JORGE ALBERTO CONTRERAS CARRILLO, quien representa el 95% de la participación, basa el cumplimiento de su requisito de experiencia en una certificación suscrita por el mismo, en la cual da fe que la CONSTRUCTORA SERRANIA S.A, de la que él es parte, tiene una experiencia representada en $8.728.200.000. Así mismo, se estableció que a efectos de soportar su capacidad financiera, el miembro mayoritario del Consorcio, presentó un balance financiero con corte a 2007, cuando la solicitud de cesión es de septiembre de 2010.

De otro lado, se evidenció que otras certificaciones de experiencia no son claras ni completas y en algunos casos se anexan licencias de construcción que no son documentos válidos para demostrar experiencia o en las cuales el constructor es una persona distinta a quien pretende demostrarla.

Adicionalmente a lo anterior, se estableció que a la fecha, no se encuentran diligenciadas ni firmadas las fichas de los mejoramientos de vivienda de los beneficiarios, ni existen precios unitarios aprobados, por lo que la estructuración del proyecto no está completa.

 La CGR cuestiona el hecho de que, sin haberse establecido e identificado plenamente las especificaciones técnicas de los mejoramientos a ejecutar, se haya celebrado el contrato para la ejecución de 946 mejoramientos.

Así mismo, se cuestiona el hecho de que sin verificar cabalmente el lleno de requisitos por parte del cesionario, la Administración departamental haya autorizado la cesión del presente contrato, inicialmente mediante la expedición de la resolución No. 028 del 6 de octubre de 2010 y posteriormente con la suscripción del otrosí modificatorio de fecha 29 de octubre de 2010.

Lo anterior ha generado, entre otros efectos sociales negativos, la no ejecución de los mejoramientos de las viviendas, poniendo en riesgo los recursos públicos, toda vez con el transcurso del tiempo estos pierden poder adquisitivo y puede conllevar recortes de cantidades de obra o solicitudes de reajustes de precios.

Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran un hallazgo con presunto alcance disciplinario y penal por la inobservancia del principio de planeación y con ello al de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y por el incumplimiento de los requisitos para la celebración de contrato.

Hallazgo No. H8 HD7 Incumplimiento contrato de unión  temporal

Producto de la revisión documental efectuada sobre los informes de interventoría, los de supervisión y las actuaciones surtidas por la misma oficina de vivienda departamental, se estableció que 40 meses después de suscrito el contrato, el nivel de ejecución es cero por ciento (0%), evidenciándose absoluta falta de voluntad del contratista de llevar a cabo la ejecución satisfactoria del objeto contractual, en tanto que: 

· Se estableció que en numerosas ocasiones el interventor ha hecho requerimientos al contratista sin obtener respuesta alguna.

· Se encontró acta de reunión del 2 de marzo de 2012 con el propósito de evaluar los informes presentados por la interventoría y con el fin de adelantar procedimientos necesarios para determinar el estado jurídico del contrato, a la cual no asistió el contratista.

· La interventoría ha reiterado solicitud al contratista para que establezca una sede o domicilio en la ciudad sin lograr que ello suceda. 

Teniendo en cuenta que el objeto del contrato de unión temporal implicaba la cogestión de propósitos, por ambas partes, encaminados a hacer efectiva la política pública de vivienda y que 3,5 años después de suscrito el mismo, no se ha iniciado la construcción de un solo mejoramiento de vivienda de los que se propusieron las partes, para la CGR se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria por incumplimiento del contrato de unión temporal. 

Hallazgo No. H9 HD8 Incumplimiento deberes del contratista. 

El incumplimiento, por parte del contratista, de las obligaciones que implicaba el objeto contractual pactado y su evidenciada falta de voluntad de procurar el logro de los fines de la contratación de la que hace parte, evidencia incumplimiento por parte del contratista del deber consagrado en el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 80 de 1993, en el sentido de colaborar con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla y que éste sea de la mejor calidad, acatar las órdenes que durante el desarrollo del contrato ellas les impartan y, de manera general, obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando las dilaciones y entrabamiento que pudieran presentarse, con lo cual se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H10 HD9 Principio de selección objetiva. 

En la consideración cuarta del contrato de unión temporal inicial, suscrito entre el departamento de Casanare y el Consorcio Mejorando Vivienda por Casanare, se hace mención de lo establecido en el artículo de la Ley 489 de 1998 en el sentido de que las entidades pueden asociarse con particulares a efectos de adelantar programas de interés público, teniendo en cuenta los presupuestos del artículo 209 de la Constitución Política y que en cumplimiento de ello “el Departamento ha seleccionado de manera objetiva a la persona con la cual conforma la unión para efectos de desarrollar el proyecto que se describe dentro del objeto del presente contrato.  

El artículo 5º de la Ley 1150 de 2007, establece que “Es objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. 

Verificado el expediente, se estableció que el 16 de septiembre de 2010, casi dos años después de suscrito el contrato, el Consorcio Mejorando Vivienda por Casanare, solicitó autorización para ceder el contrato “con el fin de dar continuidad a la ejecución de los subsidios”, los cuales llevaban en esa fecha -y llevan aún- un cero por ciento (0%) de ejecución. 

A juicio de la CGR, con base en los hechos evidenciados durante los 3,5 años que han  transcurrido desde la suscripción del contrato de unión temporal, el departamento no seleccionó una propuesta favorable a la entidad ni a los fines que ella busca, lo que constituye un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H11 D10 Autorización de cesión en contrato incumplido 

Con base en la solicitud efectuada por la representante legal del Consorcio Mejorando Vivienda por Casanare, en reunión celebrada el 16 de septiembre de 2010, casi dos años después de suscrito el contrato, la gobernación de Casanare, autorizó la cesión de la participación de este Consorcio a otro denominado Consorcio Constructora Mejoramiento de Vivienda por Casanare 2008, inicialmente mediante la expedición de la resolución No. 028 del 6 de octubre de 2010 y posteriormente con la suscripción del otrosí modificatorio de fecha 29 de octubre de 2010.

Verificadas las fechas, para la CGR la cesión se autoriza cuando ya media incumplimiento del contrato en tanto que en ese momento, 22 meses después de suscrito el contrato encaminado a hacer efectiva la política pública de vivienda, el porcentaje de ejecución del mismo es CERO POR CIENTO (0%). Aún  así, en la consideración octava del otrosí de cesión, se manifiesta que esta se acordó “con el fin de dar continuidad a la ejecución de los subsidios”, ejecución que ya para esa fecha se encontraba incumplida.

Es importante precisar que en el otrosí de cesión del contrato, no se deja evidencia de ninguna causal que haya motivado la solicitud de cesión por el cedente, contratista inicial.

Lo anterior, se constituye en un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria por incumplimiento de los fines de la contratación contemplados en el artículo 3 de la ley 80 de 1993 y por la inobservancia de los deberes de la entidad contemplados en el artículo 4 ibídem, especialmente los contenidos en sus numerales 1 y 4.  

Hallazgo No. H12 HD11 Adición de subsidios sin justificación técnica

Mediante resolución 1321 de diciembre 31 de 2010, la Gobernación de Casanare, adicionó unos subsidios de vivienda de interés social, consistentes en subsidio complementario por valor de $5 millones a 477 núcleos familiares beneficiarios de la Resolución de asignación No. 060 del 30 de  junio de 2009, apropiando la suma de $2.385 millones.

Dicha adición se realizó con base en solicitud escrita del contratista del 15 de Octubre de 2010 en la que señalan que de acuerdo a visita realizada se estableció la necesidad de adicionar la asignación de subsidios de vivienda de interés social establecidos mediante resolución 060 de 2009, para la construcción de mejoramientos de vivienda en entorno de vida saludable a 477 núcleos familiares ubicados en los siguientes municipios:  Aguazul (33), Maní (11), Monterrey (13), Orocué (54), Paz de Ariporo (29), Pore (43), Sabanalarga (1), San Luis de Palenque (2), Tauramena (16), Trinidad (29), Villanueva (41), Yopal (205), dispersos en el Departamento.

Según información remitida por la oficina de vivienda Departamental esta resolución presenta ejecución física y financiera del cero por ciento (0%).  

No obstante, se evidencia que:
· Se inició el contrato con un subsidio establecido mediante un valor estándar sin haber realizado la estructuración de los mejoramientos, es decir, no se conocían las necesidades de los beneficiarios, violando el procedimiento dado que primero se contrata y luego se empieza a estructurar el proyecto. 

· Se adicionan 477 de los 946 subsidios otorgados mediante Resolución 060 de 2009, justificado en visitas a los beneficiarios. No obstante, en informe del jefe de la oficina jurídica de fecha 2 de mayo de 2012, se manifiesta que la coordinadora de la oficina de vivienda departamental puso en evidencia varias irregularidades en memorando del 29 de julio de 2011, entre ellas que las fichas técnicas de los mejoramientos de los beneficiarios no se encuentran diligenciadas ni firmadas y que no existe acta de aprobación de precios unitarios.  

Lo anterior indica que aun cuando no tenían precios unitarios aprobados ni se conocían las necesidades de los beneficiarios se estableció un monto por subsidio, que año y medio después de suscrito el contrato –con un nivel de ejecución de 0%- se autoriza un adicional para 477 beneficiarios, y adicionalmente a la fecha, 17 meses después su nivel de ejecución sigue siendo 0%, mora que, a juicio de la CGR, ha venido generando la pérdida del poder adquisitivo de los recursos.
Lo anterior configura un hallazgo con presunto alcance disciplinario por inobservancia al principio de planeación y con ello al de economía, en los términos previstos tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional.

Hallazgo No. H13 HD12 Omisión funciones de seguimiento y monitoreo en Convenio UT MV 001 de 2008
Con base en las anteriores observaciones, se establece que las omisiones de parte de la administración departamental, siendo una de las partes de la Unión Temporal, teniendo a su cargo la supervisión y en calidad de aportante de los recursos, permitieron el fracaso del proyecto y el incumplimiento del fin de la contratación, en tanto que a la fecha, 3,5 años después de suscrito el contrato, no se ha materializado una sola solución mediante el mejoramiento de las viviendas, constituyéndose por ello un hallazgo administrativo, con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad, consagrado en el artículo 26 numeral 2 de la ley 80 de 1993, que establece que “Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas.”

3.1.4.3.5 Convenio interadministrativo No. 034 del 20 de agosto 2010.

Suscrito con el municipio de Sabanalarga, con el objeto de cofinanciar directamente o mediante la asignación de 84 subsidios en dinero, la construcción de vivienda nueva – VIP- proyecto Torres de San Juan a 84 núcleos familiares ubicados en la zona urbana del municipio de Sabanalarga, departamento de Casanare.

· Valor: $1.722 millones de los cuales $1.260 millones corresponden a regalías del departamento.

· Interventoría: Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010.

· Supervisión: Inicialmente: Carlos Alberto Moreno, OPS No. 870 de 2010. Actualmente: DIARCO LTDA, Contrato No. 2056  de 2010. 

· Gerencia de Proyecto: Corporación Gerencia de Proyectos –GP, contrato 1328 de 2010

En desarrollo de este convenio, el Municipio de Sabanalarga suscribió el contrato de Unión Temporal 01 del 1 de junio de 2010,  con la firma CI Desarrollo Territorial S.A.

Revisadas las obligaciones del municipio y de CI DESARROLLO TERRITORIAL, respecto al municipio, se encontró que se incumplieron las siguientes obligaciones:

Del municipio:

· “Transferir a una FIDUCIARIA  legalmente constituida y bajo la vigilancia y control de la Superintendencia Financiera, la totalidad de los recursos  asignados a título de subsidio territorial a los beneficiarios, una vez queden en firme las resoluciones de asignación de subsidios y las respectivas autorizaciones de los beneficiarios.

· “Establecer en las convocatorias del subsidio las obligaciones a cargo del hogar beneficiario del subsidio.

· aceptar y disponer que el recurso del subsidio se gire a la fiduciaria que para el efecto previamente se haya escogido por la Unión Temporal
.
· Establecer conjuntamente con la fiduciaria las instrucciones los procedimientos para girar al constructor los valores consignados, bien sea a título de anticipo o por avance de obra.”   De lo anterior se hace la siguiente observación:

Hallazgo No. H14 HD13.  Obligaciones del Cogestor
Con base en la revisión del proyecto se estableció que el cogestor incumplió las siguientes obligaciones contraídas en el convenio:

1. Servir de cogestor en las acciones comerciales, financieras, operativas y administrativas necesaria para la ejecución de los proyectos de vivienda de interés social de que trata la presente unión temporal. Lo anterior debido a que no se evidencia actuación alguna de éste al respecto.

2. Realizar el acompañamiento social en la estructuración  de los proyectos VIS y/o VIP. No se evidenció acompañamiento en la estructuración del proyecto por parte del Cogestor. 

3. Ejecutar los proyectos, una vez sean debidamente definidos y se cuente con el cierre financiero, conforme a las correspondientes licencias de urbanismo y construcción expedidas por el municipio a donde pertenezca el proyecto.

En tanto que en el informe presentado por la Interventoría -Cooperativa de egresados de la USCO-, cursado al alcalde municipal de Sabanalarga se manifiesta que “Existe incongruencia estructural entre lo diseñado y lo que se construye, en donde se presenta un diseño para una torre de dos apartamentos por piso, sin embargo se están construyendo cuatro torres unidas sin que se hayan presentado los diseños y planos avalados requeridos para esta construcción.”

4. Proporcionar la maquinaria, operarios, profesionales, mano de obra no calificada y subcontratistas calificados, requeridos para la ejecución de los proyectos.

5. Adquirir los materiales e insumos requeridos para adelantar el proyecto, de conformidad con los estándares establecidos para el efecto de la normativa nacional (ICONTEC.NSR-98) y con prelación de compra  proveedores de la región.

6. Responder por la debida aplicación de los subsidios que aporten los BENEFICIARIOS y que hayan sido previamente autorizados por el municipio de Sabanalarga.

7. Hacerse responsables de los demás recursos asignados a los proyectos VIS Y/ VIP, que sean aportados por el municipio, la nación y los beneficiarios.

8. Cumplir con los plazos para la ejecución plazos para la ejecución de las viviendas y la liquidación del proyecto de acuerdo con el cronograma aprobado por la interventoría.

9. Justificar y sustentar la solicitud de modificaciones técnicas que afecten las condiciones de los proyectos iniciales, previa aprobación de la interventoría contratada por el municipio de Sabanalarga.

De acuerdo con el informe presentado por la Cooperativa de egresados de la USCO de fecha 7 de febrero de 2012, cursado al alcalde municipal de Sabanalarga, se solicita declarar el incumplimiento al contrato, entre otros, por los siguientes motivos:

 “Señalaremos cada obligación incumplida, con la oportunidad y el lugar donde se observó y señaló, caso por caso:

· Los dos frentes de obra se encuentran en grave atraso, siendo el avance físico acumulado del casco urbano de Sabanalarga del 3,20%. Mientras el avance físico acumulado del frente de Aguadara es del 0,24%.

· No hay comunicación con la firma cogestora

· No hay residentes con experiencia en la obra.

· No se toman los correctivos propuestos ni ningún otro tipo de acción que posibilite el cumplimiento de los convenios y la construcción de las viviendas.

· No se entrega, se entrega incompleta o se entrega tardíamente la documentación solicitada.

· Inicialmente se contrató un proyecto en el Casco Urbano y se están ejecutando 2 proyectos 1 en el Casco Urbano (Lote URBANO, ubicado en el Casco Urbano del Municipio de Sabanalarga-Casanare en la CR 6 N21-46, Barrio CENTRO, Matrícula inmobiliaria 470- 13941) Y el otro en el Centro Poblado de Aguaclara (Lote RURAL, ubicado en el Centro Poblado Aguadara, jurisdicción del Municipio de Sabanalarga-Casanare en la CR4 N2 2R- 86, Matrícula Inmobiliaria 470-94867).

· No se utilizan equipos para optimizar el avance de la obra.

· Se usan materiales de baja calidad.

· Bajo rendimiento de la obra.

· Deficiencias en la presentación, diseño y cálculo estructural.

· Problemas de estabilidad del suelo en la obra de Aguadara.

· No consta el pago de la seguridad social del personal que labora en la obra. Se contrata a través de la empresa BIG ARROW LTDA, las afiliaciones del personal.

· La nominas se pagan atrasadas o se quedan debiendo periodos.

· No consta el pago de los aportes parafiscales de ley.

· No se cumple con la reglamentación ambiental.

· No se ha dado cumplimiento a la clausula de acompañamiento social al proyecto.

· No ha presentado informe de Inversión del anticipo ni de los recursos aportados por los beneficiarios, no presenta extractos bancarios de las cuentas designadas y al parecer tampoco cuenta con el dinero en las cuentas.

· Existen Interrupciones continuas de las obras, sin ningún aviso o explicación. CASCO URBANO:JUN-13-2011a AGO-7-2011(54 días) (Se interrumpieron actividades debiendo 5 semanas de salario a los trabajadores, finalmente se les cancelo el día 7 de julio). AGO-29-2011a OCT-31- 2011 (62 días) (Se suspenden actividades por falta de cemento en la obra). NOV-21-2011a HOY (78 días) (El constructor argumenta no encontrar personal calificado para la pega de mampostería, sin embargo en obra no hay Bloque suficiente ni cemento para iniciar este proceso). • AGUACLARA:FEB-1-2011 a OCT-31-2011 (270 días) (Actividades totalmente suspendidas sin ninguna explicación). ENE-1-2012a ENE-8-2012(7 días) (Actividades interrumpidas sin ninguna explicación). ENE-19-2012a hoy (20 días)(Actividades interrumpidas sin ninguna explicación).

· Existe incongruencia estructural entre lo diseñado y lo que se construye, en donde se presenta un diseño para una torre de dos apartamentos por piso, sin embargo se están construyendo cuatro torres unidas sin que se hayan presentado los diseños y planos avalados requeridos para esta construcción.”

Lo anterior deja en evidencia los incumplimientos por parte del cogestor por lo que se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H15 HD14 HP5 HF4 Eficiencia y Eficacia de la Inversión Contrato No. 034 de 2010
Con base en lo verificado por la Contraloría General de la República, el avance actual de las obras solo alcanza el 3.2%, encontrándose a nivel de cimentación, el cogestor incumplió una serie de obligaciones indispensables para la materialización del subsidio en solución de vivienda, lo que llevó a la Administración municipal a expedir la resolución No. 0248 del 18 de mayo de 2012 por medio de la cual declaró “el siniestro del riesgo de manejo e inversión del anticipo en la cuantía entregada y la referente al cumplimiento de las obligaciones adquiridas por C.I. DESARROLLO TERRITORIAL” y adicionalmente, mediante Resolución No. 252 de la misma fecha decidió declarar la caducidad al contrato de unión temporal.

Los anteriores hechos configuran un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria, penal y fiscal en cuantía de $420 millones correspondientes a los recursos entregados en calidad de anticipo al cogestor.

3.1.4.3.6 Convenio interadministrativo 033 de agosto 20 de 2010.

Suscrito con el municipio de Monterrey, con el objeto de aunar esfuerzos entre la gobernación de Casanare y el municipio de Monterrey para la ejecución de sesenta y cuatro (64) subsidios de vivienda dentro del proyecto urbanístico denominado "Nuevo Milenio" en el municipio de Monterrey departamento de Casanare.

· Valor: $1.293 millones de los cuales $960 millones corresponden a regalías del departamento 

· Interventor: Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato 1939 de 2010
· Supervisor: Diarco Ltda, Contrato 2056 de 2010
· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos –GP, Contrato 1328 de 2010

Hallazgo No. H16 HD15 Licencias de Construcción y Urbanismo
De acuerdo con los informes de interventoría se estableció que para la urbanización y construcción del proyecto denominado NUEVO MILENIO, se expidieron las resoluciones 248 de 23 de agosto de 2010 para la construcción y 249 de 23 de agosto de 2010 para la urbanización y que a la fecha no se han expedido o modificado dichas licencias, encontrándose que:

· CI DESARROLLO TERRITORIAL, inició y ha venido desarrollando la construcción de la urbanización NUEVO MILENIO, sin cumplir con las licencias expedidas.

· Que el alcalde municipal, pese a conocer la situación como se evidencia en el oficio de 31 de marzo de 2011, que le dirigiera el Jefe del Área de Planeación del Municipio, no tomó oportunamente las medidas tendientes a solucionar esta situación.

· Aunque la interventoría se encontraba en cabeza del municipio y que adicionalmente contaba con la interventoría contratada por el departamento, con la Cooperativa de Egresados de la USCO  y la supervisión a cargo de DIARCO Ltda, no se evidenció en los documentos presentados, actuación alguna de los interventores y/o la supervisión a este respecto. 

Por lo anterior se constituye un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad consagrado en el artículo 26  de la Ley 80 de 1993 que establece, que “los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que causen por razón de ellas”

Hallazgo No. H17 HD16 Obligaciones Cogestor 

Revisadas las obligaciones pactadas por las partes, se encontró que el cogestor debió cumplir con las siguientes:

1. Aportar a sus costas los planos, diseños y cálculos de proyecto, y realización a todo costo y sin ajustes la ejecución de la obra de 64 viviendas de interés social, de acuerdo a las especificaciones contenidas en los soportes del proyecto.
Revisadas las licencias de construcción otorgadas por el municipio a la Junta De Vivienda Nuevo Milenio, y 
que fueron presentadas como soporte del proyecto se encuentra que la construcción que se realiza, no se ajusta arquitectónica y estructuralmente a lo presentado para la licencia de construcción. Y que los documentos aportados para la expedición de estas licencias, fueron los mismos que se aportaron para la expedición de las licencias 189 de 2007 y 011 de 2007.

2. Gestionar y aportar los recursos a los cuales se obliga por este acuerdo.

En los documentos presentados por el municipio para revisión no se evidencia gestión alguna efectuada por el aliado en la unión temporal.

3. Gestionar ante el Gobierno Nacional y el Municipio de Monterrey (Casanare), el otorgamiento de los recursos necesarios para el cierre financiero del proyecto. Al igual que el saldo del inmueble objeto del subsidio, sea con crédito hipotecario o recursos propios del núcleo beneficiario.

No se evidenció dentro de los documentos presentados por la alcaldía municipal actuación alguna efectuada por CI DESARROLLO TERRITORIAL para lograr el cumplimiento de este ítem.

4. Gestionar ante el Municipio de Monterrey (Casanare) la expedición de licencias para la ejecución del proyecto; de los documentos que se requieran por cada uno de los usuarios y de recursos que permitan un cabal desarrollo del proyecto.

De acuerdo a las certificaciones expedidas por el municipio, el cooperante realiza una construcción que no se ajusta a los diseños presentados para el otorgamiento de las licencias. 

5. Desarrollar directamente con diligencia, mediante la utilización de los recursos materiales, técnicos y humanos que requiera el objeto del presenta acuerdo, lo que atañe al soporte de trabajo social y manejo de la comunidad.

No se evidenció el cumplimiento de esta obligación, en los documentos presentados por el municipio.

6. Colaborar con el municipio de Monterrey para que el objeto de la presente Unión Temporal, en su parte técnica constructiva se cumpla y ofrezca las mejores condiciones de calidad, la cual deberá ajustarse a los requisitos mínimos necesarios previstos en las normas técnicas obligatorias nacionales o internacionales según el caso.

7. Ejecutar idónea y oportunamente el objeto convenido.

Para tal efecto, el municipio, la junta de vivienda y CI DESARROLLO TERRITORIAL, celebraron un contrato de obra civil el 2 de noviembre de 2010; la obra se inicio el 3 de noviembre de 2010 con un término de duración de 12 meses, y fue prorrogado hasta el  19 de mayo de 2012. En visita realizada por la CGR el 19 de abril de 2012, se evidenció que no se encuentra ninguna vivienda en condiciones de habitabilidad. Por lo que se considera que el aliado estratégico incumplió con lo pactado en el acta de unión temporal.

8. Garantizar la infraestructura necesaria para la correcta ejecución del objeto convenido.

9. Obrar con buena fe en las distintas etapas de ejecución, evitando todo tipo de dilaciones o entrabamientos  que pudiesen presentar.

La obra ha presentado varias dilaciones, e incluso el abandono de la misma desde el mes de enero de 2012 a  marzo de 2012, toda vez que no se evidenció avance alguno en la realización de la misma.

10. Suministrar la documentación necesaria para la ejecución del objeto del convenio tales como anexos, estudios, permisos, diseños, especificaciones generales y particulares, planos y otros, reestructurándolos o ajustándolos a su costa, en caso de ser necesario.

CI DESARROLLO TERRITORIAL a 19 de abril de 2012, no había cumplido con las solicitudes del municipio para aportar lo establecido en este ítem.

11. Presentar mensualmente los informes necesarios y pertinentes a la Oficina de Vivienda Departamental y/o a la supervisión y a la Oficina de Vivienda Municipal sobre la ejecución y cumplimiento del proyecto de vivienda.

En los documentos suministrados por el municipio, no se evidenció la existencia de estos informes.

Lo anterior evidencia el incumplimiento de las obligaciones a cargo del cogestor, así como que el municipio no ha ejercido acciones tendientes a exigir el cumplimiento de los compromisos de su aliado estratégico, configurándose por ello un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria..

Hallazgo No. H18 HD17 HP6 Validez de Garantías
El decreto 4828 de diciembre 24 de 2008, por medio del cual se expide el régimen de garantías en la Contratación de la Administración Pública en la República de Colombia, establece en su artículo tercero:

	
	“Artículo 3°. Clases de garantías. En los procesos de contratación los oferentes o contratistas podrán otorgar, como mecanismos de cobertura del riesgo, cualquiera de las siguientes garantías:

3.1 Póliza de seguros

3.2 Fiducia mercantil en garantía

3.3 Garantía bancaria a primer requerimiento

3.4 Endoso en garantía de títulos valores

3.5 Depósito de dinero en garantía.

…

El monto, vigencia y amparos o coberturas de las garantías se determinarán teniendo en cuenta el objeto, la naturaleza y las características de cada contrato, los riesgos que se deban cubrir y las reglas del presente decreto.
	


Como garantía del contrato, la Empresa CI DESARROLLO TERRITORIAL S.A. presentó una FIANZA, la cual no está incluida taxativamente dentro de las garantías establecidas en la norma citada. Por lo que se concluye que el municipio aceptó como garantía para cubrir los riesgos de la contratación un documento no autorizado expresamente por la norma. 

Por otra parte, las leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, así como el decreto 4828 de 2008 y la sentencia de la Corte Constitucional C-154 de 1996 establecen que “Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmente autorizadas para funcionar en Colombia o en garantías bancarias”. 
Revisada la página web de la Superintendencia Financiera de Colombia, se encuentra que la entidad identificada con el NIT. 800.200.047-6, correspondiente al NIT que aparece en las fianzas expedidas por Crediafianzar no figura dentro de la base de datos de las entidades vigiladas, por lo cual se presume que la fianza fue expedida por una entidad que no cumple con lo establecido por la normatividad vigente, por lo que se constituye un hallazgo administrativo con presunta incidencia penal y disciplinaria.
Hallazgo No. H19 HD18 HP7 HF5 Eficiencia y Eficacia de la Inversión Contrato No. 033 de 2010
La CGR realizó visita al lugar de las obras el día 19 de abril de 2012 encontrando que: 
· En las paredes de algunas viviendas se encuentra presencia de lama y hongos

· En algunas viviendas se presentan muros desnivelados

· Se encontró que las baldosas que se están instalando en los muros de los baños corresponden a “calidad segunda”

· Se evidencia de acuerdo a constancia de acta de visita, que no se ha podido iniciar la construcción de las casas 14 y 15 de la manzana C, en razón a que por donde están localizadas las viviendas pasa un tubo del acueducto, situación que podría generar mayores costos por traslado de la tubería, o en su defecto la no construcción de esas viviendas. 

No obstante, con cargo al convenio 033 de 2010, el municipio ha desembolsado el 50% de los recursos de una obra que el contratista se comprometió a entregar en el término de un año, iniciando el 4 de noviembre de 2010. A la fecha el avance de obra se encuentra en un 50%, sin encontrarse una sola vivienda terminada. 

Lo anterior evidencia una gestión ineficiente e ineficaz de los recursos, toda vez que el producto a entregar contractualmente son viviendas en condiciones dignas de habitabilidad, situación que no se ha cumplido con la ejecución de este convenio. 

En atención a los cuestionamientos hechos por la CGR, la administración municipal de Monterrey, informó que se han tomado medidas tendientes a solucionar los problemas presentados, pero aclaró: 

	
	“Ahora bien y a pesar de los esfuerzos adelantados por la actual administración, con miras a obtener el cabal cumplimiento del objeto del convenio y del contrato derivado del mismo, bajo el entendido de suplir el déficit habitacional que se presenta en el Municipio y que de fondo recoge el propósito del presente proceso, es de obligatorio acatamiento para el actual gobierno iniciar las acciones legales, tendientes a lograr la reparación de los daños y perjuicios causados por parte de CI DESARROLLLO TERRITORIAL, así como al pago de las sanciones a que hay lugar de quien de conformidad a los acuerdos y responsabilidades contenidos en el acta de constitución de la Unión Temporal firmada con la alcaldía de Monterrey, tenía a su cargo" Aportar a su costa los planos, diseños y cálculos del proyecto y realizar a todo costo v sin ajustes la ejecución de la obra de sesenta v cuatro (64) viviendas de interés social, de acuerdo a las especificaciones contenidas en los soportes del provecto" (sic).
De igual manera se procederá de conformidad en cuanto a hacer efectiva la Garantía "Fianza cumplimiento a entidades estatales contrato de obra", expedida por Crediafianzar SAS".
	


La anterior situación configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria, penal y fiscal en cuantía de $480 millones correspondientes al valor girado al cogestor.

3.1.4.3.7 Convenio interadministrativo  No.102 del 26 de Noviembre de 2010
Suscrito entre la Gobernación de Casanare y la Corporación Medio Ambiente Desarrollo Sostenible COMDES, con el objeto de “Cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 806 subsidios en dinero, la construcción de vivienda nueva nucleada y dispersa en la urbanización Villas de San Jorge para 130 núcleos familiares ubicadas en el área urbana del municipio de Paz de Ariporo, “urbanización la unidad y los esteros” para 100 núcleos familiares ubicados en el área urbana del municipio de San Luis de palenque , 40 núcleos familiares ubicados en el área urbana del municipio de Sácama, 40 núcleos familiares ubicados en el área urbana del municipio de La Salina, 330 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable para 330 núcleos familiares, residentes en la zona urbana y rural de los municipios de Sácama, la Salina, Chámeza, Recetor, Sabanalarga, Tamara y Nunchía y 166 mejoramientos de vivienda con entorno saludable para 166 núcleos familiares, residentes en la zona urbana de los municipios de trinidad y san Luis de Palenque del Departamento de Casanare.

· Valor total: $10.465 millones de los cuales $9.967 son regalías del departamento.  

· Interventoría: Algunos de los proyectos Corporación Gerencia de Proyectos, Contrato No. 1328 de 2010). Otros, Cooperativa de egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010 

· Supervisión: Diarco Ltda, Contrato No. 2056 de 2010

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos - GP Contrato 1328 de 2010

Hallazgo No. H20 HD19 HP8 Lleno de requisitos para celebración de convenio 102 de 2010

Dentro de los aportes del cooperante se estipuló: literal b) rediseños arquitectónicos, estructural e hidráulicos serán aportados por el cooperante por un valor de $50 millones, como también las socializaciones y verificaciones de estructuración por valor de $100 millones. No obstante se evidenciaron las siguientes situaciones en cada uno de los proyectos:
Proyecto Lagunitas en el municipio de La Salina (40 viviendas nuevas) 

La Resolución de asignación de subsidio No. 414 del 5 de julio de 2011, se expidió solo para 32 de los 40 núcleos familiares, quedando 8 en espera de Resolución ya que estos no cumplieron con la documentación de la estructuración.

En este proyecto no se ha definido un diseño definitivo de la vivienda con la comunidad.

Para este proyecto no reposa documentación en la que se pueda conocer las condiciones técnicas que soportan la asignación del monto de subsidio, no tiene estudios y diseños, no se cuenta con el terreno disponible para la ejecución del proyecto, como tampoco certificados de disponibilidad de servicios públicos, escritura del predio, avalúo, paz y salvo municipal, certificación de tradición y libertad, licencias de urbanización y construcción, plano de localización del predio a intervenir, estudio de suelos, etc.

El avance constructivo es del cero por ciento (0%) debido a los anteriores inconvenientes.

Proyecto La Unidad y Los Esteros en San Luis de Palenque (100 viviendas nuevas) 

El proyecto comprende 15 subsidios para la urbanización La Unidad y 85 en la urbanización Los Esteros, por un valor de subsidio de $15 millones por vivienda. Es de aclarar que este proyecto es complementario al ejecutado a través del Convenio No. 215 de 2008. 
El avance es del 21% representado en 21 unidades de vivienda construidas en la urbanización La Unidad.

Proyecto Villas de San Jorge en el Municipio de Paz de Ariporo 

La Resolución de asignación de subsidios No. 412 del 5 de julio de 2011, es para 72 de los 130 núcleos familiares, quedando 58 a espera de resolución. Adicionalmente, el cierre financiero se encuentra por definir.

De acuerdo con lo manifestado por la entidad, el avance es del 30%. Actualmente se encuentran en ejecución 40 viviendas.

Mejoramiento de vivienda con entorno saludable en el municipio de Trinidad y San Luis de Palenque

Este proyecto comprende 166 subsidios por un valor individual de $12 millones, para los cuales mediante resolución No. 413 del 5 de Julio de 2011 se adjudicaron 120, quedando pendiente los 46 beneficiarios restantes.  

De acuerdo con lo manifestado por la entidad, este proyecto no tiene estructuración social ni técnica para esos 46 subsidios familiares que permita identificar la necesidad de cada beneficiario y así establecer el monto del subsidio asignado por beneficiario.

El avance físico de la obra es del 14%, correspondiente a 12 mejoramientos que se han ejecutado en el área urbana del Municipio de Trinidad.

Mejoramiento de vivienda con entorno saludable  en los municipios de Sácama, La Salina, Chameza, Recetor, Sabanalarga, Tamara y Nunchía, 

De acuerdo con lo manifestado por la entidad, este proyecto no tiene estructuración social ni técnica que permita identificar la necesidad de los núcleos familiares para establecer el monto del subsidio por beneficiario.

En visita fiscal, la CGR estableció que no se han expedido las resoluciones de adjudicación.
Villa Mónica en el municipio de Sácama

No se ha definido un diseño definitivo con la comunidad. 
Según informe de interventoría de la Cooperativa USCO se realizó visita al predio el proyecto “Villa Mónica”, en el cual evidencian que falta cerca del 80% de los requisitos y se proponen alternativas para el cierre financiero del proyecto

Según respuesta dada por la entidad, para este proyecto no reposa documentación en la que se pueda conocer las condiciones técnicas que soportan el monto de subsidio, no tiene estudios y diseños, no tiene resolución de asignación de subsidio a beneficiarios, se encontraron 36 de 40 núcleos familiares estructurados para resolución.  Adicionalmente, el municipio no cuenta con el terreno disponible ya que no tiene certificados de disponibilidad de servicios públicos, escritura, avalúo, paz y salvo municipal, certificación de tradición y libertad, licencias de urbanización y construcción, plano de localización del predio a intervenir, estudio de suelos, etc.

Por los inconvenientes expuestos, el proyecto no reporta avance físico.

La CGR cuestiona el hecho de que la entidad sin haber identificado técnicamente la necesidad, realizó cálculo del valor del subsidio y planteó la necesidad en el proyecto. Así mismo, se evidenció una falta de planeación de la administración Departamental al dar viabilidad y asignar subsidios a proyectos que no cumplían con todos los requisitos legales, tales como: postulantes identificados y estructurados, escritura, certificado de libertad y tradición, paz y salvo municipal vigente, certificado de avaluó catastral, certificación vigente de la entidad territorial en donde consta que el predio se encuentra en el área urbana y no se encuentra en zona de alto riesgo, certificados de disponibilidad de servicios públicos de acueducto, alcantarillado y energía, estudio de suelos, licencias de urbanismo y construcción, planos de la totalidad del proyecto, presupuesto, cantidades de obra, análisis de precios unitarios y especificaciones técnicas del plan de vivienda y los aportes con recursos propios o recursos de crédito para lograr el cierre financiero del proyecto, para su ejecución, etc.

El inicio de estos convenios sin contar con los requisitos previos ha originado retrasos en la construcción y entrega de las viviendas, y pone en riesgo los recursos públicos, toda vez con el transcurso del tiempo estos pierden poder adquisitivo, lo que se puede ver reflejado en recortes de cantidades de obra o solicitudes de reajustes de precios, debido a que estos convenios se terminan ejecutando tres o más años después de suscritos e iniciados.

Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran una observación con presunto alcance disciplinario y penal por la inobservancia del principio de planeación y con ello el de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y por el incumplimiento de los requisitos para la celebración de contrato.

3.1.4.3.8. Convenio 085 de noviembre 26 de 2010. 
Suscrito entre el Departamento de Casanare y la Inversora Manare, con el objeto de cofinanciar directamente o mediante la Adjudicación de 1349 subsidios en dinero, la construcción de vivienda nueva nucleada y dispersa en las urbanizaciones “campo Alegre” para 76 núcleos familiares y “Cristo Rey” para 30 núcleos familiares, ubicadas en el área urbana del municipio de Trinidad; barrio “Canaguaros” para 40 núcleos familiares y urbanización “Torres de Villa Sandra” para 160 núcleos familiares, ubicadas en el área urbana, del municipio de Yopal; urbanización “San Juanito” para 64 núcleos familiares ubicadas en el área urbana del municipio de Aguazul; 580 mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable para 580 núcleos familiares, residentes en la zona urbana  y rural de los municipios de Hato Corozal, Pore, Paz de Ariporo y Maní y 250 mejoramiento de vivienda para 250 núcleos familiares, residentes en la zona urbana y rural del Departamento de Casanare.

· Valor del convenio $15.720 millones en su totalidad correspondientes a recursos de regalías del departamento. 

· Interventoría: Algunos de los proyectos Corporación Gerencia de Proyectos, Contrato No. 1328 de 2010. Otros, Cooperativa de egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010 

· Supervisión: Grupo de Vivienda Departamental

· Gerencia de Proyectos: En algunos, Corporación Gerencia de Proyectos – GP Contrato 1328 de 2010

Hallazgo H21 HD20 HP9 Celebración Convenio No. 085 de 2010 sin lleno de requisitos

En el numeral 2.1 del estudio previo se consignó que “para proceder a asignar los subsidios los proyectos deben cumplir con todos los requisitos legales tales como: postulantes identificados y estructurados, Escritura, certificado de libertad y tradición, Paz y Salvo Municipal Vigente, certificado de avalúo catastral, certificación vigente de la Entidad Territorial en donde consta que el predio se encuentra en el área urbana y no se encuentra en zona de alto riesgo, certificados de disponibilidad de servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Energía, Estudio de suelos, licencias de urbanismo y construcción, planos de la totalidad del proyecto, presupuesto, cantidades de obra, análisis de precios unitarios y especificaciones técnicas del plan de vivienda y los aportes con recursos propios o recursos de crédito para lograr el cierre financiero del proyecto…” 

Así mismo en la cláusula segunda de la Minuta del convenio correspondiente a las obligaciones de las partes, el literal A) POR PARTE DEL COGESTOR, establece entre otras las siguientes:

Apoyar la elaboración de los diagnósticos, presupuestos, planos, diseños, cálculos y especificaciones técnicas de los proyectos de conformidad con los lineamientos generales o comúnmente usados para ellas acorde a las realidades presupuestales conjuntamente con la coordinación del grupo de vivienda departamental.

No obstante, a pesar de que el proyecto comprende un total de 519 viviendas nuevas y 830 mejoramientos de vivienda, para el desarrollo del mismo únicamente se expidieron resoluciones para las 222 soluciones de vivienda relacionadas en la siguiente tabla, y en el expediente del convenio solo se encontró la documentación del proyecto Campoalegre del municipio de Trinidad, la cual se verificó que fue aportada por el municipio.

Tabla No. 4

Resoluciones de subsidio Convenio No. 085 de 2010

	No. RESOLUCION
	FECHA
	PROYECTO
	VALOR (millones $)

	0401
	05/07/2011
	San Juanito –Aguazul (45 subsidios VN)
	450

	0409
	05/07/2011
	Cristo rey –Trinidad (30 subsidios VN)
	450

	0410
	05/07/2011
	Campoalegre –Trinidad (76 subsidios VN)
	1.140

	0679
	
	Cristo rey –Trinidad (Reasignación )
	

	734
	15/12/2011
	Dispersos urbano y rural (69 subsidios MVD)
	552

	774
	29/12/2011
	Dispersos urbano y rural (Un (1) subsidio MVD) 
	8

	SUBTOTAL
	2.600


La entidad indicó que además de los soportes del proyecto Campoalegre, en la oficina de vivienda  Departamental reposan los siguientes soportes:

Proyecto San Juanito (Aguazul)
Documentos de 45 núcleos familiares asignados mediante Resolución 401 de julio 5 de 2011.

Estudios, diseños, y presupuestos fueron radicados en la Gobernación de Casanare por la Inversora Manare el 23 de enero de 2012, así como el 27 de marzo de 2012 en la oficina de planeación municipal, para la respectiva aprobación y expedición de licencia de construcción. Nótese la fecha en que se radicaron estos documentos, es muy posterior a la suscripción del convenio.

Avance del proyecto: 0%

Proyecto Cristo Rey  (Trinidad)
Documentos de 30 núcleos familiares asignados mediante Resolución 409 de julio 5 de 2011.

El cogestor ha presentado diseños tipo para cada una de las viviendas a ejecutarse…

El municipio expidió licencia de construcción

Avance del proyecto: 26%

Proyecto Dispersos y Urbanos Rural

Se encontraron los documentos de 69 núcleos familiares asignados mediante Resolución 734 de diciembre 15 de 2011.

A la fecha no existe ficha técnica que soporte la realización de visitas a los beneficiarios de la resolución.

Avance del proyecto: 0%

Proyecto Canaguaros,
Estudios, diseños y presupuestos aprobados por la interventoría, sin embargo no cuenta con la licencia de construcción, como tampoco se hizo la identificación, selección y adjudicación de los beneficiarios. 

Avance del proyecto: 0%

Proyecto Torres de Villa Sandra
No cuenta con el terreno en el cual se pretendía ejecutar, no existen estudios, diseños ni presupuestos, ni tampoco cuenta con los beneficiarios del subsidio señalado en el convenio 085/10.  

Avance del proyecto: 0%

Proyecto El Remanso
El ejecutor radicó el 27 de marzo de 2012 los documentos para la aprobación y expedición de la licencia de construcción, y la interventoría se encuentra en análisis y revisión para la aprobación del alcance físico de las viviendas de conformidad con el subsidio señalado en el contrato 085/10. 

Avance del proyecto: 0%

580 mejoramientos con entorno de vida saludable dispersos en el área urbana y rural

No se ha efectuado la asignación de los subsidios, por lo que no existe ficha técnica de las viviendas. 

Avance del proyecto: 0%

Lo anterior deja en evidencia el incumplimiento a los requisitos previos para la expedición de las resoluciones de adjudicación y por ende, para la celebración del convenio, así como el incumplimiento en las obligaciones del cogestor, configurándose un hallazgo con presunto alcance disciplinario y penal, por celebración de contrato sin el lleno de requisitos.

Hallazgo H22 HD21 Cambio en las condiciones de transferencia de los recursos
De acuerdo con el contenido del Estudio Previo que sirvió de base para la suscripción de este convenio, en las especificaciones técnicas del objeto o producto, se señala que para cumplir con el objeto del presente proceso se deberá…” 5). Transferir a una fiduciaria legalmente constituida y bajo la vigilancia y control de la superintendencia financiera la totalidad de los recursos asignados a titulo de subsidio territorial a los beneficiarios una vez queden en firme las resoluciones de asignación de subsidios y las autorizaciones de los beneficiarios.” (el resaltado es nuestro)
Así estaba plasmado en el convenio original; sin embargo, mediante otrosí de fecha 14 de febrero de 2011 se modifica la clausula de desembolsos a solicitud del contratista en tanto que ha habido dificultades en la expedición de las pólizas debido a la situación nacional de los programas de vivienda. En ese sentido, la forma de pago se modificó en los siguientes términos: “El Departamento de Casanare desembolsara los subsidios de vivienda aportados así: a) Transferir a cuenta de manejo especial o a un encargo fiduciario legalmente constituido y bajo la vigilancia y control de la superintendencia financiera, la totalidad del valor de los subsidios asignados a los beneficiarios, una vez legalizado el contrato y cumplidas las condiciones para ello…c) los desembolsos se efectuaran así: un 20% como anticipo, previa suscripción del acta de inicio según la programación… ”  (resaltados fuera de texto).

Obsérvese que a través de este Otro si, se abre la posibilidad de que los recursos sean transferidos a una cuenta de manejo especial, lo cual no se contempló en los estudios previos, adicionalmente se disminuye el porcentaje que se dará en calidad de anticipo del 50% al 20%.

Posteriormente mediante el otro si modificatorio No. 2 de 10/05/2011, se cambia nuevamente la clausula quinta de desembolso de los subsidios quedando en los siguientes términos: “El Departamento de Casanare desembolsara los subsidios de vivienda aportados a una cuenta conjunta de la siguiente manera: a) un 20% a titulo de anticipo, previa legalización del mismo y suscripción del acta de inicio.”

De lo anterior, se evidencian dos situaciones:

a) Se pasó de una forma de pago donde expresamente se indicaba la transferencia de los recursos a una fiduciaria establecida en el estudio previo, a una cuenta de manejo especial, sin que medie justificación o soporte alguno para tal modificación, en el otrosí modificatorio No. 02.

b) Se cambiaron las condiciones de pago, que  inicialmente contemplaban transferir a la fiduciaria el total de los recursos asignados una vez queden en firme las Resoluciones de Asignación y las autorizaciones de las familias beneficiados… (con un anticipo del 50%), a una nueva forma de pago mediante un desembolso en la cuenta conjunta de los subsidios de vivienda aportados, con un 20% a titulo de anticipo. 

El cambio en la base de cálculo del valor del anticipo conllevó que éste aumentara significativamente, por cuanto el desembolso en la forma inicialmente prevista ascendería a $1.020 millones, correspondientes al 50% del total de los subsidios asignados, que a la fecha del desembolso del anticipo (21 de julio de 2011) eran $2.040 millones (Según Resoluciones 0401, 0409 y 0410 de 2011).

Sin embargo, de acuerdo con la orden de pago 1105428 de 21/07/2011 se giró la suma de $3.144 millones por concepto del anticipo del contrato 085/10 (correspondientes al 20% de los recursos que aporta la Gobernación dentro del convenio).

Adicionalmente, con el cambio de condiciones se giró el anticipo sin que existieran resoluciones de asignación de subsidios y mucho menos que se cumpliera con la totalidad de requisitos establecidos en el numeral 2.1 del Estudio previo, tal como se evidenció, entre otros,  en el caso “Torres de Villa Sandra”, donde según informe de supervisión de entregado por la oficina de Vivienda Departamental, se consigna que no existe el proyecto.

Lo anterior evidencia que la entidad modificó sustancial e injustificadamente los términos establecidos en el estudio previo afectando la solidez del proyecto y poniendo en riesgo los recursos, por lo que se configura un hallazgo con presunto alcance disciplinario.

Similar situación se presentó en el Contrato de Unión Temporal No. 01 de 2010, celebrado por el Municipio de Sabanalarga en ejecución del Convenio No. 034 de 2010  en el cual el anticipo fue girado a una cuenta de ahorros con base en otrosí modificatorio suscrito en ejercicio de la voluntad de las partes, pero sin sustento técnico y/o financiero alguno.
Hallazgo H23 HD22 HF6 Eficiencia y Eficacia de la Inversión Convenio  No. 085 de 2010
De la revisión general realizada a la ejecución de los ocho (8) proyectos objeto de este convenio y de acuerdo con la información allegada por el Grupo de Vivienda Departamental, se estableció que, con corte a  abril de 2012, solamente se han intervenido por parte de la Inversora Manare los Proyectos Campoalegre y Cristorey, los cuales presentan las irregularidades contenidas en los hallazgos que se presentan más adelante, las cuales por ser deficiencias de tipo constructivo, a juicio de la CGR constituyen daño fiscal.

Los proyectos denominados Canaguaros, Torrres de Villa Sandra, San Juanito, Villa Sofía y el Remanso y Mejoramientos dispersos urbano y rural, muestran avance del 0%.
En conclusión después de más de un año de firmado el convenio, solo hay un avance del 3.48% y el contrato ha tenido que suspenderse porque algunos proyectos no cuentan con requisitos como identificación de beneficiarios, terrenos, licencias, etc.  Sin embargo, el anticipo, por valor de $3.144 millones, se encuentra en manos del contratista desde el 21 de julio de 2011, lo que constituye un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria y fiscal por el total de los recursos entregados en calidad de anticipo al contratista. 
Hallazgo H24 HD23 HP10 Inestabilidad de viviendas proyecto Campoalegre

Proyecto urbanización Campoalegre
De acuerdo con información obtenida en visita técnica de la CGR, se estableció que las obras se suspendieron entre diciembre de 2011 y marzo de 2012 y que adicionalmente se autorizó una prorroga por 45 días, con lo cual las actividades se reiniciaron el 10 de mayo de 2012.  Según lo manifestado por los beneficiarios ni el director ni el residente de obra e interventoría y supervisión por parte de la Gobernación, hacen presencia en las obras.  Solo a partir de febrero de 2012, se ejercen labores de interventoría por parte de la firma Gerencia de Proyectos.
El Residente de obra manifiesta que “…durante la ejecución de la obra, se encontraron inconvenientes con el plan de loteo existente donde los paramentos no correspondían con los lotes de algunos beneficiarios, en la parte de diseño los planos tienen unas especificaciones diferentes a las cantidades de obra contratadas en el presupuesto donde se hicieron los ajustes correspondientes, adicionalmente los beneficiarios solicitaron cambios el diseño de los baños, la cuchilla del eje 2 y viga cinta”.

[image: image20.jpg]


    [image: image21.jpg]


    [image: image22.jpg]


 
[image: image23.jpg]04/30/2012



  [image: image24.jpg]


  [image: image25.jpg]


  
[image: image26.jpg]


 [image: image27.jpg]


     [image: image28.jpg]



En la visita efectuada se evidenció que el mortero de pega utilizado para adherir las unidades de mampostería, presenta espesores superiores a 1,5 cm en todas las fachadas principales y en algunos muros interiores, influyendo en las propiedades estructurales de la mampostería. Igualmente las unidades de mampostería (bloques) utilizadas están rotas o deterioradas, presentan imperfecciones, diferentes texturas y colores, afectando las propiedades mecánicas o físicas del muro. Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter constructivo en cuanto a: calidad de las juntas del mortero de pega, calidad de los materiales y tipo y disposición de las unidades de mampostería, incidiendo en el grado de Vulnerabilidad sísmica de la vivienda. Tampoco se cumple con la altura libre entre placa y viga  establecida en los planos. 
Incumplimiento en dimensiones de la caja de inspección domiciliaria, puesto que la profundidad según las especificaciones es de 0.70 mts y en terreno la evidenciada es de aproximadamente 0,15 m, tampoco de hace la conexión según lo especificado en el plano de la planta  hidro- sanitaria. 
Las instalaciones eléctricas contemplan únicamente ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos. La Urbanización a la fecha no cuenta con servicios de energía, tampoco existen andenes y sardineles incumpliendo requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad. 

De otra parte los concretos utilizados en los elementos estructurales (vigas y columnas) no presentan buen aspecto, tiene hormigueos y el acero está expuesto debido a que no queda totalmente recubierto, además se observa que no se dio continuidad en la fundida de las columnas. Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter estructural y constructivo incidiendo en el grado de Vulnerabilidad sísmica de la vivienda.
Con base en todo lo anterior se determina el incumplimiento a lo consagrado por el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia, las sentencias de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006 y C-444 de 8 de julio de 2009, así como de las normas técnicas NSR 98 Títulos E2.3, D3.4 y D.4.5.9, Norma técnica Colombiana - NTC 3229, Capitulo X, SELECCIÓN Y USO DE MORTEROS PARA UNIDADES DE MAMPOSTERÍA,  X.1.3 FUNCIÓNX.1.3.1:, NTC 4205, numeral 5:6, la ley 400 de 1997 y lo establecido por la Asociación Colombiana de Ingeniería Sísmica – (AIS) en el Manual de construcción, evaluación y rehabilitación sismo resistente de viviendas de mampostería
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare, lo que trae como consecuencia el incumplimiento a las condiciones mínimas de habitabilidad, por lo que se establece un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria y penal.  


Esta situación adicionalmente genera un presunto detrimento patrimonial por el valor equivalente a  los recursos del anticipo destinados a este proyecto. Sin embargo en este hallazgo no se le dará esa connotación debido a que el valor total del anticipo entregado al cogestor por dicho concepto, ya se elevó a daño fiscal en el Hallazgo denominado Eficiencia y Eficacia de la Inversión Convenio  No. 085 de 2010.
Hallazgo No. H25 HD24  Modificaciones Proyecto Campoalegre
El proyecto inicialmente presentado y aprobado para la Urbanización Campoalegre, fue modificado sin que se encuentren los documentos que soporten tal modificación, incumpliendo lo establecido en la Ley 400 de 1997 y en los estudios técnicos previos que definieron el diseño que se iba a ejecutar.

Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de seguimiento y control por parte de la Oficina de Vivienda Departamental y la respectiva interventoría, por lo que, presuntamente se constituye una observación con incidencia de carácter disciplinario.

Hallazgo No. H26 HD25 HP11 Inestabilidad de viviendas proyecto Cristo Rey

En la visita efectuada por la CGR al sitio de las obras se evidencio que el mortero de pega utilizado para adherir las unidades de mampostería, presenta espesores superiores a 1,5 cm en todas las fachadas principales y en algunos muros interiores, influyendo en las propiedades estructurales de la mampostería. Incidiendo en el grado de Vulnerabilidad sísmica de la vivienda. 
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Con base en todo lo anterior se determina el incumplimiento a lo establecido en las normas técnicas NSR 98 Títulos E2.3, D3.4 y D.4.5.9, Norma técnica Colombiana - NTC 3229, Capitulo X, selección y uso de morteros para unidades de mampostería,  X.1.3 función X.1.3.1.
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare, lo que trae como consecuencia el incumplimiento a las condiciones mínimas de habitabilidad, por lo que se establece un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria y penal.  


Esta situación adicionalmente genera un presunto detrimento patrimonial por el valor equivalente a  los recursos del anticipo destinados a este proyecto. Sin embargo en este hallazgo no se le dará esa connotación debido a que el valor total del anticipo entregado al cogestor por dicho concepto, ya se elevó a daño fiscal en el Hallazgo denominado Eficiencia y Eficacia de la Inversión Convenio  No. 085 de 2010.

Hallazgo No. H27 HD26 Inconsistencias en la ejecución del proyecto Cristo Rey
En la visita realizada a las obras del proyecto Cristo Rey, se informó por parte de la interventoría que se presentaron incumplimientos en la colocación y espaciamiento del refuerzo horizontal, plano 7, grafil 4 mm, espaciado cada 3 hiladas, situación que debió ser corregida. Igualmente respecto al refuerzo vertical, en la Manzana 1, casa 10 en la visita se evidenció que no se colocaron todos los refuerzos establecidos conforme a los planos que indica emplear una varilla No. 4 vertical, espaciada cada 78 cm. 
El proyecto inicialmente presentado y aprobado, fue modificado sin que se presenten los documentos que soporten tal modificación, incumpliendo lo establecido en la ley 400 de 1997 y en los estudios técnicos previos que definieron el diseño que se iba a ejecutar.
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de seguimiento y control por parte de la Oficina de Vivienda Departamental y la respectiva interventoría, por lo que, presuntamente, se constituye una observación con incidencia de carácter disciplinario.
3.1.4.3.9. Convenio No. 089 del 26 de noviembre de 2010.

Cuyo objeto consiste en cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 357 subsidios en dinero , la construcción de 257 soluciones habitacionales de vivienda nueva en las urbanizaciones “La Palmareña” para 100 núcleos familiares ubicadas en el área urbana, “Paso Cusiana” para 40 núcleos familiares ubicados en el centro poblado paso cuasina, “dispersos urbanos” para 70 núcleos familiares en el área urbana, dispersos rurales” para 47 núcleos familiares área rural del municipio de Tauramena , y 100 mejoramientos de vivienda con entorno saludable para 100 núcleos familiares residentes en el área urbana y rural del municipio de Tauramena, departamento de Casanare
· Valor total $ 6.311 millones los cuales $2.902 corresponden a recursos de regalías del departamento. 

· Interventoría: Municipio: Julián Javier Daza López, Contrato No. 299 de 2010.

· Supervisión: Inicialmente Inés Cardona Martínez, Contrato No. 1763 de 2010. Actualmente: Diarco Ltda, Contrato 2056 de 2010.

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato No. 1328 de 2010

Hallazgo H28 HD27 HP12 HF7 Fallas estructurales Proyecto La Palmareña
Proyecto Villa Esther Etapa II o La Palmareña
El proyecto corresponde a la construcción de 100 viviendas nuevas, desarrolladas a través del Convenio de alianza estratégica y asociativo de vivienda No. 014 de 2009 suscrito entre el Municipio de Tauramena y Luis Fernando Escobar Martínez, las cuales comprenden una vivienda tipo unifamiliar que consta de dos habitaciones, sala comedor, cocina y baño, con posibilidad de ampliación progresiva de dos alcobas adicionales y un baño. 
El proyecto se ejecutó mediante sistema constructivo consistente en la construcción de una placa de concreto flotante reforzada con malla electrosoldada y muros fundidos en concreto  especial con supe fluidificante, acelerante y desencofrante utilizando una formaleta metálica en panel mono portable, distanciadores, pasadores, conectores, tensores, alienadores, tapamuros, esquineros, parales telescópicos y andamios de fachada.
Se pudo determinar que a pesar de que el proyecto se encuentra en un porcentaje de ejecución del 99%, faltando algunos resanes, limpieza de la obra y verificación de cantidades por parte del Constructor y de la interventoría, no se cuenta con los servicios de acueducto, alcantarillado pluvial y sanitario y redes eléctricas, tampoco cuenta con andenes y sardineles.  
Se evidencio en la visita que existen algunas fisuras que han sido resanadas en la mayoría de las viviendas revisadas.

El aliado estratégico manifiesta que “…Las fisuras que por retracción y temperatura aparecieron durante la construcción en algunas viviendas fueron tratadas de acuerdo a la recomendación que los profesionales técnicos de SIKA en visita efectuada al sitio de las obras realizaron y concluyeron después de efectuados unos ensayos (elementos instalados sobre los muros, llamados probetas, para determinar si hay o no movimiento en los muros) de los cuales existe soporte fotográfico, se determino entonces el tratamiento superficial a realizar con un aditivo SIKA llamado Sikadur 31 adhesivo, aplicado de acuerdo a la recomendación descrita en un informe técnico, la cual se realizo y ejecuto en detallada forma en las viviendas que presentaron dicho fenómeno de dilatación. 
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Adicionalmente, el constructor manifiesta que “… No deben interpretarse como falla estructural, sino como fisuras por retracción y temperatura de fraguado existentes en algunas viviendas…”  lo anterior con base en concepto dado por la empresa SIKA fabricante del producto aplicado.

A juicio de la CGR el mencionado concepto no resulta objetivo, puesto que es emitido por el mismo proveedor del producto. Adicionalmente, se considera que el competente para dar esta clase de concepto, debe ser un  ingeniero estructuralista. 

La fisuración del hormigón es atribuible a numerosas causas. Las fisuras pueden sólo afectar la apariencia de una estructura, pero también pueden indicar fallas estructurales significativas o falta de durabilidad. Las fisuras pueden representar la totalidad del daño, pero también pueden señalar problemas de mayor magnitud.
Las consecuencias de un diseño y/o detallado incorrecto van desde estructuras no satisfactorias desde el punto de vista estético hasta la falta de servicio o fallas catastróficas.
Las fisuras se deben reparar si éstas reducen la resistencia, rigidez o durabilidad de la estructura a niveles inaceptables, o si la función de la estructura resulta seriamente perjudicada.
De todas maneras se debe evitar una fisuración excesiva y, además, discriminar entre las fisuras normales y las que pudieran evidenciar problemas estructurales.
La presencia de fisuras puede representar un problema estructural generado por mal diseño o mala construcción. Estas fisuras indican que hay reducción de la seguridad estructural de la edificación, por lo que deben ser rápidamente identificadas, reparadas y solucionada la causa que las generó. Lo que puede requerir reforzar los elementos dañados o mejorarlas condiciones del suelo.
Se evidencio en la visita que en general, los muros de concreto, presentan resanes que van desde una pequeño curado (fisura), hasta otros que incluyen más de la mitad de un panel, situación que incide inicialmente en la apariencia, pero que pueden indicar fallas estructurales significativas o falta de durabilidad de la estructura a niveles inaceptables.
Lo anterior, aunado al hecho que las instalaciones eléctricas contemplan únicamente la ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos, incumpliendo requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad y que la urbanización no cuenta con servicios básicos de acueducto, alcantarillado pluvial y sanitario y redes eléctricas, ni con obras de urbanismo como andenes y sardineles.  Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental, no siguiendo los lineamientos del concepto de vivienda digna, contemplados en la Sentencia de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006.
Lo anterior constituye un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria, penal y fiscal dado que genera un presunto detrimento patrimonial por valor de $2.361 millones correspondientes a los recursos entregados por el departamento para la ejecución del proyecto. 

Hallazgo No. H29 HD28 Terreno Proyecto
Proyecto Urbanización Paso Cusiana
En visita técnica efectuada por la CGR al sitio de las obras, la funcionaria de la Oficina de Vivienda Departamental, manifestó que: “Al revisar los documentos de propiedad del lote se evidencio un problema con la tradición y libertad de dicho terreno, lo que ha demorado el inicio de las actividades. El porcentaje de avance es de 0%, quedando pendiente la estructuración, y reorganización del proyecto hasta tanto no se realicen las actividades de adecuación del terreno, es de aclarar que el convenio interadministrativo 089 de 2010 está actualmente vigente, con una fecha de terminación de 16 de febrero de 2013 y el Convenio  entre la Alcaldía y el Constructor, está pendiente de firma de acta de iniciación hasta tanto el lote no esté debidamente adecuado…”.
A la fecha la alcaldía municipal no cuenta con el terreno para la construcción de las obras, lo anterior denota falta de planeación y estructuración del proyecto, habiéndose presentado como compromiso y aporte del municipio dentro del proyecto ante Gobernación del Casanare. La presente observación tiene presunta incidencia disciplinaria debido a que esta falta al principio de planeación del ente municipal, al comprometerse a aportar un predio del cual no tenía certeza sobre su futura propiedad, ha imposibilitado el cumplimiento de lo establecido en el Convenio No. 089 de 26 de noviembre de 2010. 

3.1.4.3.10. Convenio Asociativo de vivienda tripartita 0082 de 26 de noviembre de 2010.

Suscrito entre el Departamento de Casanare, la empresa CI Desarrollo Territorial S.A. y la junta de vivienda comunitaria de la urbanización Santo Domingo del municipio de Yopal, con el objeto de aunar esfuerzos para el desarrollo del proyecto de interés social denominado Torres de Santo Domingo.

· Valor total $ 9.999 millones los cuales $4.560 corresponden a recursos de regalías del departamento. 

· Interventoría: Corporación Gerencia de Proyectos –GP Contrato No. 1328 de 2010

· Supervisión: Diarco Ltda, Contrato 2056 de 2010.

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato No. 1328 de 2010

Hallazgo No. H30 HD29 HP13 Lleno de requisitos para celebración de convenio 082 de 2010

En el numeral 2.1 del estudio previo se consignó que “para proceder a asignar los subsidios los proyectos deben cumplir con todos los requisitos legales tales como: postulantes identificados y estructurados, Escritura, certificado de libertad y tradición, Paz y Salvo Municipal Vigente, certificado de avalúo catastral, certificación vigente de la Entidad Territorial en donde consta que el predio se encuentra en el área urbana y no se encuentra en zona de alto riesgo, certificados de disponibilidad de servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Energía, Estudio de suelos, licencias de urbanismo y construcción, planos de la totalidad del proyecto, presupuesto, cantidades de obra, análisis de precios unitarios y especificaciones técnicas del plan de vivienda y los aportes con recursos propios o recursos de crédito para lograr el cierre financiero del proyecto…” 

Así mismo, de acuerdo con el reglamento expedido por el Departamento de Casanare para el otorgamiento de subsidios de vivienda, una vez efectuados los procesos de los beneficiarios con cruce de información con las cajas de compensación y registros de la entidad entre otros, y se haya surtido la emisión de los actos administrativos de resolución de adjudicación de los subsidios, los beneficiarios deben emitir autorización expresa bajo su cuenta y riesgo al Departamento para que gire a la cuenta bancaria de la entidad que va a ejecutar el proyecto.

En el proceso auditor, se estableció que el 26 de noviembre de 2010, la Gobernación de Casanare celebró el Convenio Asociativo de vivienda tripartita No. 082, suscrito entre el Departamento de Casanare, la empresa CI Desarrollo Territorial S.A. y la junta de vivienda comunitaria de la urbanización Santo Domingo del municipio de Yopal, con el objeto de aunar esfuerzos para el desarrollo del proyecto de interés social denominado Torres de Santo Domingo., por el término de un (1) año.

Revisado el expediente de este convenio, se encontró que existe Acta de Suspensión No. 1 del 25 de enero de 2012, en la cual se mencionan las siguientes causas de suspensión:

· Debido a que no se tienen Resoluciones de adjudicación de los beneficiarios, la Gobernación y la Junta de vivienda Santo Domingo efectuarán la estructuración de adjudicación de los beneficiarios mediante las Resoluciones respectivas.

· El proyecto no cuenta con redes de servicios públicos básicos (acueducto, alcantarillado, energía eléctrica), para lo cual la junta de vivienda se compromete a gestionar los recursos ante la alcaldía y gobernación de Casanare.  

Incluso, sin haberse proferido las Resoluciones de asignación de subsidios, y en consecuencia sin que los beneficiarios hayan autorizado el traslado de su derecho a favor del contratista, la gobernación transfirió el 100% de los aportes a la cuenta del convenio y desembolso el 50% de dicho valor al contratista en calidad de anticipo.

Lo anterior deja en evidencia que la Gobernación de Casanare, celebró el convenio No. 082 de 2010, con el fin de desarrollar el proyecto de interés social denominado Torres de Santo Domingo, el cual consistía en la construcción de viviendas con los recursos de los subsidios, sin haber cumplido los requisitos que desde el mismo estudio previo se exigían para proceder a la asignación de los mismos. 

Como consecuencia de lo anterior, se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria y penal por la inobservancia en el lleno de los requisitos para la celebración de contrato.
Hallazgo No. H31 HD30 Alteración condiciones de pago  

En el numeral 7.6 del Estudio previo se establece: “El valor del presente proyecto se pagará de la siguiente forma: Los recursos serán transferidos al encargo fiduciario, abierto por el ejecutor en una Fiducia legalmente autorizada…”
Así mismo, en la Clausula 6ª de la minuta del convenio se establece como obligación de la Gobernación “Girar en subsidio departamental la suma de $4.560 millones, los cuales serán transferidos al encargo fiduciario abierto por el ejecutor en una fiducia legalmente autorizada y bajo la vigilancia y control de la superintendencia financiera, y se girarán al ejecutor así: Un 50% con la suscripción del acta de inicio previo cumplimiento de los requisitos legales; un 40% mediante acta parcial de obra que refleje un avance superior al 70% de la construcción y el saldo  correspondiente al 10% contra acta de liquidación del convenio…” Resaltado fuera de texto.

No obstante, sin soporte legal y/o técnico alguno, mediante otrosí modificatorio de fecha 27 de enero de 2011, se cambia la forma de pago, estableciéndose que los dineros deberán transferirse a la cuenta de manejo especial del proyecto o encargo fiduciario aperturado por el ejecutor, de tal suerte que se pasó de una forma de pago (estudio previo) en la que expresamente se indicaba la transferencia de los recursos a una fiduciaria, a otra en la que se abre la posibilidad de que recursos sean transferidos a una cuenta de manejo especial, sin que medie justificación o soporte alguno para tal modificación, lo que a la larga conllevó a disminuir los controles sobre el manejo de los anticipos, afectando la solidez del proyecto y poniendo en riesgo los recursos, como de hecho sucedió en este caso.

Refiriéndose al principio de transparencia, el literal b del numeral 5 del artículo 24 de la ley 80 de 1993, estableció que en los pliegos de condiciones “Se definirán reglas objetivas, justas, claras y completas que permitan la confección de ofrecimientos de la misma índole, aseguren una escogencia objetiva…”

Con las conductas descritas, a juicio de la CGR, se vulneran los principios de transparencia y selección objetiva dado que el cambio de reglas durante el proceso, -pasando de controles estrictos en la etapa previa, a otros laxos en la etapa de ejecución-, pudo limitar la participación de posibles oferentes, lo cual configura un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H32 HD31 HP14 Giro de recursos a cuenta especial sin lleno de requisitos 
La cláusula cuarta de la minuta del convenio APORTES EN DINERO, establece en el literal a)  que los aportes del Departamento son de $4.560 millones, correspondientes a un aporte por núcleo familiar de $15 millones para 304 familias.

A su vez, la Clausula 6ª del convenio, tanto en el acto principal como en el otrosí modificatorio del 27 de enero de 2011, establece como obligación de la Gobernación “Girar en subsidio departamental la suma de $4.560 millones, los cuales serán transferidos al encargo fiduciario abierto por el ejecutor en una fiducia legalmente autorizada y bajo la vigilancia y control de la superintendencia financiera, y se girarán al ejecutor así: Un 50% con la suscripción del acta de inicio previo cumplimiento de los requisitos legales; un 40% mediante acta parcial de obra que refleje un avance superior al 70% de la construcción y el saldo  correspondiente al 10% contra acta de liquidación del convenio…” Resaltado fuera de texto

No obstante, se evidenciaron dos situaciones irregulares:

1.  El giro del 50% correspondiente al anticipo, efectuado mediante Orden de Pago No. 19296 del 31 de diciembre de 2010, se programó sin que se hubieran cumplido los requisitos establecidos en la mencionado clausula tales como la suscripción de la respectiva acta de inicio previo el cumplimiento de requisitos legales; en efecto la suscripción del acta de inicio, data del 28 de enero de 2011, fecha posterior a la mencionada  orden de pago.

De otro lado, para suscribir el acta de inicio se requería, entre otros, que previamente fueran aprobadas las respectivas garantías. Sin embargo, se evidenció que la garantía constituida por el contratista, mediante fianza No. 2552 de Crediafianzar, que ampara el Cumplimiento del contrato, fue expedida el 2 de febrero de 2011 y aprobada en la misma fecha por la Dirección de Contratación de la Gobernación de Casanare. Es decir que quienes suscribieron el acta de inicio, el 28 de enero de 2011, omitieron el deber de verificar el cumplimiento de los requisitos; siendo más gravoso el hecho para el contratista, el supervisor y el coordinador de la unidad de vivienda, quienes en razón de sus cargos y sus funciones, debían tener conocimiento de tales exigencias.

2. El giro del 50% restante, se programó mediante orden de pago No. 1108827 del 25 de octubre de 2011, sin observar las exigencias previstas para tal desembolso, por cuanto se pudo comprobar que para esa fecha el avance de la ejecución de obra no alcanzaba el 2%; de hecho, a la fecha, se mantiene el mismo porcentaje de ejecución que incumple las condiciones establecidas.  Es decir, la entidad ya transfirió el 100% de sus aportes sin que se hayan cumplido los requisitos para ello.

Las conductas aquí descritas se constituyen en presuntas faltas disciplinarias y penales.

Hallazgo No. H33 HD32 Asignación doble supervisión en convenio No. 082 de 2010
La Gobernación de Casanare, celebró el Contrato de Prestación de Servicios Profesionales No. 0870 del 13 de agosto de 2010, con el objeto de “Realizar supervisión técnica, administrativa y financiera al Convenio Interadministrativo 236 de 2008, Resoluciones asignación de subsidios 130, 176, 177, 178, 179 de 2009, incluyendo la respectiva interventoría contratada del proyecto de vivienda en el Departamento de Casanare”, con un plazo inicial de 12 meses.  

Mediante oficio de fecha 14 de enero de 2011, el entonces coordinador de la Unidad de Vivienda, le asigna a este contratista, -sin encontrarse dentro de su  contrato- la supervisión del Convenio tripartita No. 082 de 2010. Con base en tal asignación, el funcionario suscribe el 28 de enero de 2011, el acta de inicio de tal convenio. Igualmente, en esta misma calidad, entre otras actuaciones, el 19 de octubre de 2011, solicita a la Dirección de Contratación el desembolso de recursos para el Convenio tripartita No. 082 de 2010.

No obstante, la Gobernación también había celebrado el Contrato de Consultoría No. 2056 del 30 de diciembre de 2010 con la Firma Diarco, por valor de $1.329 millones, con el objeto de “Realizar la supervisión técnica, administrativa y financiera a los proyectos de vivienda nueva de interés social, mejoramientos de vivienda, …” en cuya cláusula segunda se discriminaban uno a uno los proyectos a supervisar dentro de los cuales se encontraba expresamente incluido el proyecto de vivienda Santo Domingo, con 304 subsidios. Es de mencionar que el contrato 2056 de 2010, actualmente se encuentra en ejecución.

El acta de inicio del contrato No. 2056 de 2010 fue suscrita el 25 de enero de 2011 por el representante legal de DIARCO LTDA y el coordinador del grupo de vivienda, en calidad tanto de Supervisor del contrato como de responsable de la Oficina de Vivienda.

Lo anterior demuestra que la Gobernación de Casanare, a través del Coordinador de la Oficina de Vivienda,  con conocimiento de causa, asignó dos veces y de forma simultánea la supervisión de un mismo convenio y permitió la omisión del cumplimiento de tal función por parte de la firma DIARCO LTDA. Es importante precisar que a ambos contratistas se les realizaron pagos por concepto de supervisión del mismo contrato.  

Las situaciones descritas constituyen para la CGR un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad, consagrado en el artículo 26 numeral 2 de la ley 80 de 1993, que establece que “Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas.”

Aunque la firma DIARCO LTDA ha cobrado por la supervisión a este proyecto, en este hallazgo no se da alcance fiscal, puesto que tal contrato – el No. 2056 de 2010- hace parte del hallazgo fiscal denominado Supervisiones e interventorías.

Hallazgo No. H34 HD33 HP15 Desembolso al contratista sin el lleno de requisitos convenio 082 de 2010
De acuerdo con lo consignado en la cláusula 6 del contrato principal No. 082 de 2010 y su otrosí modificatorio de fecha 27 de enero de 2011, “todos los giros del encargo fiduciario o cuenta de manejo especial referidos a los recursos aportados por el Departamento…. deberán ser autorizados previamente por el Supervisor designado por la Gobernación de Casanare, interventor si es del caso, y el representante legal de la Junta de Vivienda Comunitaria Santo Domingo.” (resaltado fuera de texto).

La CGR estableció, mediante documentación allegada por la sucursal Yopal del Banco Popular, que el 02 de noviembre de 2011, se realizó un traslado de la cuenta de manejo especial aperturada para el Convenio 082 de 2010, a la cuenta del contratista CI DESARROLLO TERRITORIAL, por valor de $2.280 millones, cuyo formato de transferencia está firmado por el representante legal de la Junta de Vivienda Comunitaria, la entonces jefe de la Unidad de Vivienda Departamental y el Representante Legal del contratista. Tal desembolso no fue autorizado ni por el supervisor designado por la Gobernación de Casanare, (habiendo dos supervisores asignados) ni por el interventor contratado por la Gobernación (Corporación GP).

Adicionalmente, se estableció que el anticipo entregado al contratista no se encuentra debidamente legalizado, toda vez que los soportes presentados para ello, no han sido avalados por la supervisión, la interventoría, la Junta de Vivienda, ni por la oficina de vivienda departamental, entre otras cosas porque se evidenciaron irregularidades en la legalidad de los documentos presentados por el contratista para justificar la inversión del anticipo.

Como agravante de esta situación, se ha evidenciado que el contratista incumplió totalmente con la ejecución del objeto, desde la etapa inicial modificando diseños y planos hasta la etapa actual en que no se ha presentado para el reinicio de las obras, tal como consta en sendos informes suscritos en la actual vigencia por parte de la supervisión, interventoría, junta comunitaria de vivienda e informe ejecutivo rendido por el abogado externo contratado por el Departamento.  
Para finalizar, es de resaltar que el convenio ya se encuentra vencido y las partes a cargo del seguimiento y control están de acuerdo en declarar el incumplimiento e imponer las sanciones a que haya lugar.

Por lo anterior se configura un hallazgo administrativos con presunta incidencia disciplinaria y penal. 

Hallazgo No. H35 HD34 Competencia para modificar manejo de cuentas 

El día 27 de octubre de 2011 se realizó una transferencia de $2.280 millones, desde la cuenta de Ahorros No. 25215495-0 (cuenta de manejo especial del Convenio No. 082 de 2010) a la cuenta corriente No. 25211028-3 (cuenta particular del contratista CI DESARROLLO TERRITORIAL).

Dentro de la documentación que allegó a la CGR el Banco Popular  como soporte de dicha transacción se encuentra un documento fechado el 27 de octubre de 2011, suscrito por el Representante Legal y el Director de Proyectos de la firma contratista CI Desarrollo Territorial, cuyo asunto es “SOLICITUD CAMBIO DE FIRMA CONJUNTA”, mediante el cual solicitan “cambiar la firma del Sr. Armando Muñoz Velandia  por la firma de la Dra. Jenny Consuelo Barrera … como representante del Departamento de Casanare, en el área de vivienda…” (el resaltado es nuestro)

A juicio de la CGR, los representantes de la firma contratista, beneficiarios del desembolso, no son competentes para solicitar cambios de firma en lo que respecta al representante del Departamento, puesto que no ostentan calidad alguna que conlleve esa facultad, ya que ésta se encuentra en cabeza del Gobernador Departamental. Al contrario, se manifiesta una extralimitación en una actuación que redunda en el beneficio propio configurándose un interés indebido en este trámite, con lo cual inducen al banco a cometer un error.

Con base en la viciada autorización, la coordinadora de la unidad de vivienda departamental, firmó el formato de transferencia que finalmente conllevó al desembolso irregular de $2.280 millones a favor de la firma contratista, con el desenlace que ya se expuso en los hallazgos anteriores.

Las conductas descritas constituyen un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria tanto por las actuaciones de los representantes del contratista como de la funcionaria de vivienda departamental.

Hallazgo No. H36 HD35 Riesgo de que expire vigencia de pólizas 

El artículo 12 del Decreto 4828 de 2008, establece que “en cualquier evento en que se aumente o adicione el valor del contrato o se prorrogue su término, el contratista deberá ampliar el valor de la garantía otorgada o ampliar su vigencia, según el caso”

Revisado el expediente del convenio, y de acuerdo con lo manifestado por el Asesor de Vivienda Departamental mediante oficio de abril 18 de 2012, se encontró que las pólizas de este convenio no fueron actualizadas conforme a la suspensión realizada mediante acta de enero 25 de 2012.

En el entendido que el efecto real de la suspensión del convenio, conlleva una prórroga o extensión del plazo de ejecución, la CGR establece un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria por el incumplimiento a la disposición citada.

Hallazgo No. H37 HD36 Asignación de interventoría sin competencia legal
De acuerdo con lo establecido en  la clausula 6ª Literal B, de la minuta del convenio, la Junta de Vivienda Comunitaria de Santo Domingo, se haría cargo de designar la interventoría, quedando esta labor en manos de un tercero. En efecto, la Junta de vivienda Comunitaria Santo Domingo, celebró dos (2) contratos de interventoría con distintas personas naturales y/o jurídicas.
Sin embargo, existe evidencia de que en la práctica, al menos en la vigencia 2012, la interventoría la asumió la Corporación Gerencia de Proyectos –GP Contrato 1328 de 2010, como se puede verificar en el acta de suspensión No.1 de fecha 25 de enero de 2012, suscrita por las firmas Gerencia de Proyectos -GP y DIARCO como interventor y supervisor, respectivamente. 

Por lo anterior, la CGR cuestiona el hecho de que el Departamento haya asignado a través de contrato de consultoría No. 1328 de 2010, entre otras, la interventoría a estas obras, sin haberse efectuado las modificaciones pertinentes en el convenio,  lo que puede ocasionar que las acciones adelantadas por ellos no tengan ninguna validez legal.  

Lo anterior configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria por desconocimiento, por parte de la Gobernación, de las disposiciones acordadas por las  partes del Convenio, situación que además generaría el reconocimiento y pago de actividades no validas a la firma GP.

Hallazgo H38 HF8 Proyecto no ejecutado

Dado que el término para la ejecución de la obra del proyecto Torres de Santo Domingo se encuentra vencido y se presenta incumplimiento del cogestor en el desarrollo de las actividades descritas en las cláusulas del convenio, que se efectuó el desembolso del anticipo al cogestor por valor de $2.280 millones, y que a la fecha el porcentaje de avance físico de la obra es del 0.2%, se configura un hallazgo con presunta incidencia fiscal, en el valor total girado a título de anticipo.
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Hallazgo No. H39 HD37 Omisión funciones de seguimiento y monitoreo Convenio 082 de 2010
De acuerdo con lo establecido en  la clausula 6ª Literal B, de la minuta del convenio, la Junta de Vivienda Comunitaria de Santo Domingo, se haría cargo de designar la interventoría, quedando esta labor en manos de un tercero. En efecto, la Junta de vivienda Comunitaria Santo Domingo, celebró dos (2) contratos de interventoría con personas naturales y/o jurídicas, cuyos informes fueron allegados a la CGR, así: 

· Tres (3) informes, identificados como “Informe de interventoría No. 001- Periodo noviembre 2010 a marzo 2011”, Informe de interventoría No. 002- Periodo marzo a julio de 2011” e  “Informe de interventoría No. 003- Periodo julio a agosto de 2011” .

· “Informe de Interventoría No.1” de fecha 27 de abril de 2012, en el cual  se recomienda decretar la caducidad del convenio por el incumplimiento de las obligaciones contractuales a cargo del cogestor-constructor, y por la incorrecta inversión del anticipo
En los tres (3) informes iniciales –que datan de 2010 y 2011- además de ponerse de manifiesto los incumplimientos por parte del cogestor, se hace énfasis en que en el sitio de las obras no hizo presencia ningún personal asignado por el Grupo de Vivienda Departamental en calidad de Supervisor del Convenio, ni personal de la firma GP en calidad de interventor contratado  por la Gobernación de Casanare.
Las omisiones de parte de la administración departamental, siendo una de las partes del convenio, ejerciendo como supervisor y en calidad de aportante de los recursos, permitieron el fracaso del proyecto y el descalabro acaecido con los recursos que se entregaron al contratista, constituyéndose por ello un hallazgo administrativo, con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad, consagrado en el artículo 26 numeral 2 de la ley 80 de 1993, que establece que “Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas.”
3.1.4.3.11. Contrato de Unión temporal No. 2082 del 31 de diciembre de 2010.

Suscrito con la Unión temporal Construyendo Futuro, con el objeto de ejecutar 100 subsidios en dinero para la construcción de soluciones habitacionales de vivienda nueva en la urbanización “Palmares”, para 100 núcleos familiares ubicados en el área urbana del municipio de Villanueva, 206 subsidios en dinero para la construcción de mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable para 206 núcleos familiares, ubicados en el área urbana y rural en el Departamento de Casanare y 143 mejoramientos de vivienda para 143 núcleos familiares, residentes en el área urbana y rural del Departamento de Casanare.

· Valor. $3.877,6 millones correspondientes en su totalidad a regalías del departamento.

· Interventor: Algunos proyectos Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010. Otros, Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010

· Supervisor: Diarco Ltda, Contrato No. 2056 de 2010

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010

Hallazgo H40 HD38 HP16 Principios de planeación y economía Convenio No. 2082 de 2010

De la revisión del convenio se evidenciaron las siguientes situaciones que a juicio de la CGR vulneran los principios de planeación y economía: 

De acuerdo con lo establecido en la clausula cuarta de la minuta del contrato, el valor del subsidio de las 100 soluciones de vivienda nueva en la urbanización “Palmares” del municipio de Villanueva, asciende a $15 millones por núcleo familiar.  El valor de los subsidios de mejoramiento, no se define claramente, el parágrafo primero de la mencionada clausula, indica que será el que resulte de las cantidades de obra y presupuesto de la visita técnica y las condiciones de habitabilidad de cada núcleo familiar, el cual se protocolizara a través de la resolución de asignación individual.

No obstante, se celebró otrosi modificatorio justificado en que se realizaron la mayoría de las visitas técnicas las cuales indican que se requiere un mayor valor de subsidio de los mejoramientos habitacionales y con entorno saludable, teniendo en cuenta las condiciones de vulnerabilidad y que la calidad de las construcciones así lo requieren, de lo anterior se determinó que el valor inicial por beneficiario resultaba insuficiente para atender la necesidad social y poder conseguir la disminución del déficit cualitativo del departamento de Casanare, siendo necesario que se disminuya el numero de mejoramientos de vivienda consignados en el proyecto, según se detalla en el siguiente cuadro:

Tabla No. 5

Modificación 1 a cantidades Convenio 2075 de 2010

	Condición inicial
	Monto individual promedio
	Condición actual
	Monto promedio actual

	206 mejoramiento de vivienda con entrono de vida saludable
	$7.416
	128 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable
	$11.9

	143 mejoramientos e vivienda
	$5.944
	106 mejoramientos de vivienda
	$8.019


Dichos cambios se proyectaron con otrosí modificatorio No. 001, el cual cuenta con la firma del representante de la Unión Temporal, la directora encargada de la Unidad de Contratación de la Gobernación y la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, sin embargo, no fue suscrito por el Gobernador Encargado. 

Sin embargo, mediante oficio del 30 de septiembre de 2011 la nueva coordinadora del Grupo de Vivienda Departamental solicitó nuevamente dicho Otro Si modificatorio al contrato de unión temporal, estableciendo una nueva disminución, justificada en la realización de visitas técnicas, pero desconociendo totalmente el requerimiento realizado por el anterior coordinador de vivienda que justificado también en la realización de dichas visitas estableció un numero diferente de subsidios a modificar.

Por lo anterior, el día 12 de octubre de 2011, se suscribió el otro si modificatorio No. 001, pero realizando una nueva disminución del número de subsidios,  quedando de la siguiente forma:
Tabla No. 6
Modificación 2 a cantidades Convenio 2075 de 2010

	Condición inicial
	Condición actual según solicitud de otro si por parte del supervisor de vivienda Departamental
	Condición suscrita en el otro si modificatorio001 del 12 de octubre de 2011

	206 mejoramiento de vivienda con entrono de vida saludable
	128 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable
	102 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable

	143 mejoramientos e vivienda
	106 mejoramientos de vivienda
	57 mejoramientos de vivienda


Por lo anterior, la CGR cuestiona la Planeación de dicho proceso toda vez que, en primer lugar, se estableció el valor inicial del contrato por un monto que no obedece a ningún estudio técnico, y que mediante otrosí disminuyó el número de subsidios sin contar con un soporte que respalde el cálculo de tales subsidios, máximo cuando se evidenció, según lo consignado en el acta No. 2 de ampliación de suspensión de fecha 2 de abril de 2012, se acordaron compromisos, por parte de la Gobernación, de aportar un valor adicional de cinco millones de pesos por  beneficiario al proyecto “Palmares” y designar la aprobación de los nuevos precios a presentar por parte del ejecutor, en la actualización del presupuesto del proyecto Palmares.

Por otra parte, el día 3 de enero de 2012, se suscribió acta de suspensión del contrato, por un término de 90 días calendario debido a que no existe cierre financiero de los beneficiarios del proyecto, no se ha realizado la adecuación del terreno, por ende el lote no presenta condiciones optimas de intervención, la oficina de vivienda departamental no ha hecho entrega de las resoluciones de adjudicación de los beneficiarios de los mejoramientos. 

Pese a las anteriores irregularidades se constató según extracto de la cuenta de ahorros No. 363-677812-08 de Bancolombia, aperturada para el manejo del contrato No. 2082 de 2010, que el mismo día 3 de enero se realizó una consignación local cheque por valor de $1.938,7 millones
De otro lado, dentro de las obligaciones del cogestor (UT Construyendo Futuro), establecidas en el contrato, se encuentran: apoyar la elaboración de los diagnósticos, presupuestos, planos, diseños, cálculos y especificaciones técnicas de los proyectos; de conformidad con los lineamientos generales o comúnmente usados para ellas, acorde a las realidades presupuestales conjuntamente con la coordinación del grupo de vivienda departamental. … acompañar al departamento y al beneficiario en la gestión para la expedición de las licencias y permisos para la ejecutoria del proyecto y de los documentos que se requieran por cada uno de los usuarios… 7) ejecutar la gerencia, administración, dirección y ejecución física del contrato…10) suministrar la documentación necesaria para la ejecución del contrato tales como anexos, estudios, diseños, especificaciones particulares, planos y otros, que se establezcan específicamente a su cargo reestructurándolos o ajustándolos, a su costa en caso de ser necesario… etc.

No obstante, de acuerdo con lo consignado en la motivación de la resolución No. 0677 del 17 de noviembre de 2011, por medio de la cual se asignan 100 subsidios al proyecto “Palmares”, el Departamento suscribió el convenio de cooperación Mutua No. 024 de 2009 con la empresa Corporación Gerencia de proyectos GP, cuyo objeto es estructuración de 2455 soluciones de vivienda de interés social y de mínimo 2933 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable en el Departamento de Casanare, con quienes se realizó estudio de identificación de la población objetivo, la focalización de factores de riesgo y la definición de determinantes de prevención a fin de caracterizar la solución de vivienda.  Adicionalmente, este proyecto se encuentra dentro del componente de gerencia del contrato 1328 de 2010 suscrito entre la Gobernación de Casanare y la Corporación GP Gerencia de Proyectos.

Sin embargo, en los documentos del contrato 2082 de 2010 se observa que los diseños, estudios y visitas fueron efectuados por la UT Construyendo futuro. Por lo que la CGR cuestiona la labor de gerencia adelantada por la firma GP.

Finalmente, mediante oficio del 10 de agosto de 2011, la UT Construyendo Futuro  manifestó su interés de terminar el contrato por mutuo acuerdo, por la inviabilidad financiera y perdida de oportunidad (al causarse desequilibrio económico por la imposibilidad de inicio y el tiempo transcurrido que ha encarecido materiales) pero, solicita por parte de la Gobernación el reconocimiento de los gastos en que ha incurrido desde la etapa precontractual y del valor de los diseños del proyecto de vivienda nucleada denominada Palmares, siendo este uno de los aportes realizados como aliado estratégico.
No obstante, mediante oficio INT-1939-579 de 20 de marzo de 2012 la interventoría solicita a Vivienda Departamental dicten las medidas y parámetros a seguir frente a la aprobación de reajuste de precios y la aprobación de precios unitarios, concepto que tendrán en cuenta, no solo para el Proyecto Palmares sino para todos los proyectos que se pretenden iniciar en el presente año (2012).  Para este caso el ejecutor solicita un incremento del 10.88%

Las situaciones administrativas anteriormente descritas ponen en evidencia graves fallas en la aplicación de los principios de planeación y economía que han originado demora en el inicio de las actividades y solicitudes de reajustes de precios, toda vez que se firmó el contrato sin cumplir con los requisitos previos y posteriormente se observa inobservancia total hacia los estudios previos generando cambios en el objeto del contrato sin contar con un soporte técnico.  Lo anterior configura una observación con presunto alcance disciplinario y penal.

Adicionalmente, se resalta el costo social de este proyecto debido a que aun cuando cuentan con resoluciones de adjudicación de subsidios de vivienda, los beneficiarios siguen pagando arriendo y no han suplido su necesidad de vivienda digna cual era el fin de esta contratación.

3.1.4.3.12. Convenio 2075  de 2010 suscrito entre la Gobernación de Casanare e Inversora Manare del 31 de diciembre de 2010.

Cuyo objeto es la ejecución de quinientos cuatro (504) subsidios familiares de vivienda de interés social en dinero así: trescientos ochenta y cuatro (384) subsidios de vivienda en dinero para la construcción de vivienda nueva nucleada y dispersa en los siguientes municipios: Yopal, corregimiento el Morro, urbanización “El madrugón”, sesenta (60) subsidios; Aguazul, urbanizaciones “Villa Yuliana” treinta (38) subsidios “dispersos” veintidós (22) subsidios.  Y “Villa Yolanda” ciento veintiséis (126) subsidios, Trinidad, urbanización “Villas de San Juan” noventa y dos (92) subsidios;  y Departamento de Casanare “dispersos” cuarenta y seis (46) núcleos familiares en el departamento de Casanare; y ciento veinte (120) subsidios en dinero para la construcción de mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable en el área urbana y rural del municipio de Aguazul departamento de Casanare.
· Valor total: $6.455.4 millones, en su totalidad de regalías del departamento.

· Interventor: Algunos proyectos Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010. Otros, Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010.

· Supervisor: Inés Cardona Martínez, Contrato No. 1763 de 2010.

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010

Hallazgo No. H41 HD39 HP17 Lleno de requisitos para celebración de Convenio No. 2075 de 2010
Una vez efectuada la revisión documental se encontró la siguiente situación, para cada uno de los proyectos objeto del convenio.

Urbanización el Madrugón (Corregimiento el Morro en Yopal)
La oficina de vivienda Departamental informó que esta urbanización no cuenta con resoluciones de adjudicación. Los beneficiarios de este proyecto están presentando renuncia a los subsidios otorgados mediante resolución No. 087 de 2010, el cual se encontraba asignado al convenio con Asociación Luna Roja, dado que éste se encuentra en proceso judicial, por lo que está pendiente la aceptación de renuncia a los 33 núcleos familiares beneficiarios de esta resolución para proceder a la expedición de una nueva resolución de asignación de los 60 subsidios contemplados en el proyecto.

Villa Yolanda (Aguazul)

Según el informe de interventoría presentado por la Cooperativa de egresados de la USCO, se menciona que las cantidades de obra ejecutadas no coinciden con las cantidades de obra programadas y se presenta un retraso significativo en el avance de las obras. En la actualidad, hay intervenidas 68 unidades y próximas a entregar 30.

Actualmente, se encuentra en revisión y análisis de la documentación aportada por los postulantes para la expedición de las resoluciones de asignación, sin embargo, existe inconformismo generalizado en los beneficiarios al no considerar que las obras ejecutadas constituyan una vivienda digna.

Villa Yuliana (Aguazul)

Se estableció que se han terminado 35 viviendas de las 38 previstas, las 3 restantes se encuentran a la altura de mampostería listas para fundición de viga de amarre. 

En la actualidad, 31 de los 38 beneficiarios tienen subsidio asignado mediante resolución para el proyecto que, inicialmente, se había contratado con la Asociación Luna Roja, el cual se encuentra en proceso judicial, por lo que están presentando renuncia a ese subsidio para poder acceder nuevamente al proyecto con el actual ejecutor.

Dispersos (Aguazul)

En cuanto a los subsidios dispersos en el municipio de Aguazul,  se estableció por parte de la CGR que los subsidios no se encuentran estructurados.
Dispersos urbano y rural Departamento
En lo que respecta a los 46 subsidios dispersos en el departamento, se estableció que solo 43 cuentan con resolución de subsidio: 10 para Heliconias con resolución No. 733 de de 2011 y 33 con la resolución No. 0775 de 2011.
Mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable 
En cuanto a los 102 subsidios en dinero para la construcción de mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable en el área urbana y rural del municipio de Aguazul, se estableció que se encuentran en construcción 12 viviendas de las 120 pero este proyecto no cuenta con resolución de adjudicación de subsidios. 

En comunicaciones allegadas por el Grupo de vivienda departamental se manifiesta que en efecto los proyectos no se encontraban en su totalidad estructurados y que la responsabilidad de elaborar, revisar y determinar que se cumpliera ese requisito, es, en primera instancia, de la administración Departamental. 
Adicionalmente es importante mencionar que la Oficina de Vivienda Departamental, a través de un profesional contratado, realizó un análisis jurídico a este convenio, en donde el profesional concluye que el paso a seguir será declarar el incumplimiento del convenio, imponer la clausula penal y hacer efectivas las garantías, previo informe de la interventoría en que se demuestre el incumplimiento y el porcentaje de ejecución.

Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran un hallazgo con presunto alcance disciplinario y penal por la inobservancia del principio de planeación y con ello al de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y por el incumplimiento de los requisitos para la celebración de contrato.
Hallazgo No. H42 HD40 HP18 HF9 Imposibilidad de Vivienda digna
Proyecto Urbanización Villa Yolanda
El contrato se firmó en diciembre de  2010 y su ejecución se inició en septiembre de 2011. 

En visita técnica efectuada por la CGR al sitio de las obras, los beneficiarios manifestaron que: “…se presenta incumplimiento en la entrega de las viviendas ya que el compromiso de septiembre de 2011 era la entrega de 30 casas por mes; se presentan problemas en sumideros por debajo de la cota y otros ubicados dentro de los lotes los cuales han sido reubicados por la alcaldía; falta de material por tanto los obreros en ocasiones paran las obras, mala calidad del bloque y en ocasiones les ha tocado pagar el maestro con recursos propios…” 
Así mismo, el representante de la interventoría, a cargo de la Cooperativa de Egresados de la USCO, manifestó que el bloque no tiene dimensiones homogéneas lo que no permite plomarlo por ambas caras. 
Igualmente se evidenció en la visita que la interventoría no ha ejecutado las labores ni ha tomado los correctivos frente a las deficiencias constructivas en la obra. 
A su vez, el representante legal de Inversora Manare indicó que “… se han presentado deficiencias en la estructuración del proyecto, mediante contrato 1328 de 2010 con la firma Gerencia de Proyectos GP. Adicionalmente manifestó que “…la Urbanización Villa Yolanda, proyecto que se encuentra conformado por 126 unidades de vivienda, los cuales contaban inicialmente con un presupuesto de $19.500.000, donde los aportes son $15.000.000 millones de la gobernación, $1.500.000 de cierre financiero por cada beneficiario y un aporte complementario de $3.000.000 por parte del municipio de Aguazul, estos últimos no se designaron por la administración municipal al inicio de la obra, provocando la inconformidad de los beneficiarios, lo cual ocasionó retrasos en la iniciación del proyecto, por lo que de común acuerdo se ajusta un nuevo presupuesto en donde se suspenden algunas actividades, como viga canal, mesón de lavadero, pañetes exteriores, carpintería metálica y granyplas, sin afectar las áreas de (39.61 m2) de la  vivienda del diseño inicial, donde se le presentaron cuatro presupuestos para aprobación a la interventoría y comunidad dando como resultado un presupuesto final, dos meses después de iniciada la obra, (diciembre de 2011 ), socializado con el presidente de la junta, beneficiarios, interventoría…”
El contratista agrega que “…Otros de los factores importantes que se han presentado durante la ejecución de la obra, es la deficiencia de la mano de obra calificada ya que en el municipio hay presencia de las compañías petroleras donde lo sueldos son superiores, por tal motivo la consecución de mano de obra ha sido una limitante en el proceso constructivo ya que los precios contemplado en los APU son inferiores. La deficiencia en algunas actividades como mampostería por falta de mortero en la pega de ellos y algunos concretos de mala calidad en columnas y vigas es debido a la mala calidad del trabajo de algunos maestros contratados, donde se aclara que dichas viviendas no han sido entregadas a los beneficiarios y que se harán los respectivos correctivos de estas actividades para su entrega final a los beneficiarios. Adicionalmente se han presentado inconvenientes donde los beneficiarios consiguen sus maestros, realizando modificaciones en la parte estructural, como vigas de cimentación,  columnas, placas de tanque, mochetas de baños, y fachadas por fuera de lo contratado con el maestro, obras que se han suspendido junto con la interventoría. El no pago de nóminas se genera por la mala calidad de las diferentes actividades mencionadas donde el maestro no responde creando conflicto para el pago de los cortes de obra. Ocasionando sobre costos y atrasos en la terminación de las viviendas en el momento de dichos arreglos con otro maestro…”.
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De la visita efectuada se concluyó que el mortero de pega utilizado para adherir las unidades de mampostería presenta espesores superiores a 1,5 cm en todas las fachadas principales y en algunos muros interiores, influyendo en las propiedades estructurales de la mampostería. Igualmente las unidades de mampostería (bloques) utilizadas están rotas o deterioradas, presentan imperfecciones, diferentes texturas y colores, afectando las propiedades mecánicas o físicas del muro. Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter constructivo en cuanto a calidad de las juntas del mortero de pega, calidad de los materiales y tipo y disposición de las unidades de mampostería. 
Además, los concretos utilizados en los elementos estructurales (vigas y columnas) no presentan buen aspecto, tiene hormigueos y el acero está expuesto debido a que no queda totalmente recubierto y no se dio continuidad en la fundida de las columnas. 

Lo descrito anteriormente permite determinar deficiencias en aspectos de carácter estructural y  constructivo incidiendo en el grado de vulnerabilidad sísmica de la vivienda, las cuales se presentan debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro  y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare. 
Las instalaciones eléctricas contemplan únicamente ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos, incumpliendo requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad. Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental.  
Con base en todo lo anterior se determina el incumplimiento a lo consagrado por el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia, las sentencias de la Corte Constitucional No. T-585 del 27 de julio de 2006 y C-444 de 8 de julio de 2009, así como de las normas técnicas NSR 98 Títulos E2.3, D3.4 y D.4.5.9, Norma técnica Colombiana - NTC 3229, Capitulo X, SELECCIÓN Y USO DE MORTEROS PARA UNIDADES DE MAMPOSTERÍA,  X.1.3 FUNCIÓNX.1.3.1:, Norma Técnica Colombia - NTC 4205, numeral 5.6, la ley 400 de 1997 y lo establecido por la Asociación Colombiana de Ingeniería Sísmica – (AIS) en el Manual de construcción, evaluación y rehabilitación sismo resistente de viviendas de mampostería
Lo  anterior configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria y penal y genera un presunto detrimento patrimonial equivalente $378 millones correspondientes al 20% entregado como anticipo del valor total de los subsidios asignados a este proyecto, es decir 126 por $15 millones cada uno.

Hallazgo No. H43 HD41  Inversión de recursos

Proyecto Urbanización Villas De San Juan
En la cláusula cuarta del Convenio No. 2075 de 2010 se establece que el valor por núcleo familiar es de $7.1 millones. A este proyecto se asignaron 92 subsidios, por un valor total de $650.4 millones. 

En la visita realizada por la CGR se informó por parte de la INVERSORA MANARE que “…En comité realizado con la Gobernación y la Alcaldía del Municipio se concertó la entrega para 33 subsidios en materiales por valor unitario de $19.710.303, equivalente a $650.400.000, ya que la Alcaldía comenzó a construir las restantes con recursos propios...”..
Así las cosas, los recursos propuestos para la construcción de 92 viviendas nucleadas, fueron asignados solamente a 33 subsidios por valor unitario de $19.7 millones, equivalente a $650.4 millones, sin que se aporten los documentos que formalicen tal cambio, lo que presuntamente podría configurarse como una destinación oficial diferente, incumpliendo lo establecido en la Ley 80 de 1993 y el Decreto 111 de 1996. Estas deficiencias se presentan debido a la falta de control, cuidado, vigilancia, registro  y seguimiento por parte de la firma interventora y falencias en la supervisión por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental y configuran un hallazgo con presunta incidencia de carácter disciplinario.
3.1.4.3.13. Convenio de cooperación 167 del 31 de diciembre de 2010. 

Suscrito con la asociación comunitaria y participativa Hato Corozal Casanare ASOCOMPAR, con el objeto de cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 16 subsidios en dinero, la construcción de mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable para 16 núcleos familiares, ubicados en el área urbana y rural del municipio de Hato Corozal, Departamento de Casanare.

· Valor: $210 millones que en su totalidad corresponden a recursos de regalías del departamento.

· Interventoría: Corporación Gerencia de Proyectos Contrato 1328 de 2010

· Supervisión: Diarco Ltda, Contrato 2056 de 2010

· Gerencia Proyecto: Corporación Gerencia de Proyectos Contrato 1328 de 2010

Hallazgo No. H44 HD42 Combos para mejoramiento de vivienda

Según el estudio previo, para proceder a asignar los subsidios los proyectos deben cumplir con todos los requisitos legales tales como postulantes identificados y estructurados, escritura, certificado de libertad y tradición, paz y salvo municipal vigente, certificado de avalúo catastral, etc.

La CGR constató que el monto de estos subsidios se fijó, mediante las resoluciones de adjudicación, en un valor estándar sin realizar las visitas individuales a los beneficiarios para establecer sus reales necesidades, ante lo cual, la Corporación GP, como solución, generó unos “combos” que se ajustaran al presupuesto consistentes en Combo 1: habitación y cocina, Combo 2: habitación y unidad sanitaria, de entre los cuales el beneficiario debía decidir cual construir en su vivienda.  Este procedimiento irregular permitió que en algunos casos, se construyera el “mejoramiento” en un lote de terreno donde no existía construcción previa y por ello no había condiciones a mejorar. 

En otros casos, el combo que se construyó no se ajustaba a la real necesidad del beneficiario y por ello no contribuyó eficazmente a mejorar las condiciones de habitabilidad de los beneficiarios, puesto que hubieron de acogerse a una de las alternativas propuestas a fin de no perder el subsidio.

Lo anterior evidencia que la entidad no identificó previamente la necesidad para proceder a establecer la posible alternativa de solución, sino que inversamente, dictó resoluciones asignando subsidios por un monto estándar y ajustó las necesidades de los beneficiarios a esa “solución”, puesto que primero se estableció un monto y se asigno y posteriormente se hizo la visita para identificar las necesidades de los beneficiarios, ajustándose estas a las soluciones que ofrecía la administración Departamental. 

La misma situación se presentó en los demás convenios suscritos con asociaciones, tales como el No. 164, 165, 166, 169, 170, 171 y 172 de 2010.

Lo anterior configura un hallazgo con alcance disciplinario, por inobservancia de la entidad departamental al cumplimiento del principio de planeación y con ello el de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y a los parámetros establecidos para los subsidios de mejoramiento de vivienda por la ley 3 de 1991.

3.1.4.3.14 Resolución No. 1320 del 31 de diciembre de 2010. 
Por medio de la cual se adicionan unos subsidios de vivienda de interés social consistentes en un subsidio complementario para la construcción de vivienda nueva a los núcleos familiares beneficiarios de las resoluciones de asignación No. 088, 089, 091 y 092 de abril de 2010 y se ordena el registro de una certificación de disponibilidad presupuestal. 

Hallazgo No. H45  Registros presupuestales 

La parte resolutiva establece adicionar a cada núcleo familiar beneficiario de las resoluciones Nos. 088, 089, 091 y 092 de 2010 (es decir 132) la suma de $5 millones como subsidio complementario. Lo anterior quiere decir que la adición sería por $660 millones, correspondiente a 132 subsidios complementados. 
Sin embargo, se estableció que hay registro de disponibilidad presupuestal sin número de fecha 31 de diciembre de 2010 por $159 millones por concepto de resolución para adicionar a la asignación de subsidios de vivienda de interés social establecidos mediante las resoluciones 088, 089, 091 y 092 de 2010 en Yopal 2 dispersos, Trinidad 100 dispersos, Monterrey 15 dispersos, Orocué 50 dispersos y Nunchía 45 dispersos, es decir un total de 212 subsidios.
Adicionalmente, hay registro de disponibilidad presupuestal sin número del 3 de enero de 2011 por $901 millones por el mismo concepto.
En conclusión, mediante las resoluciones 088, 089, 091 y 092 de 2010 se asignaron 132 subsidios. Al adicionar $5 millones a cada uno, el total de la adición asciende a $660 millones. Sin embargo, en la entidad se realizaron registros presupuestales, por concepto de la resolución de adición de estos subsidios, por valor de $1.060 millones ($159 millones - vigencia 2010 y $901 millones - vigencia 2011), con lo cual se han hecho registros por valor de $400 millones adicionales al valor realmente comprometido.
Lo anterior, configura un hallazgo administrativo que deberá ser objeto de una acción de mejora por parte de la entidad.

3.1.4.3.15. Convenio de Cooperación No. 104 del 26 de noviembre de 2010.

Suscrito con la Fundación para la ejecución y manejo de proyectos de ingeniería y agro industriales en Colombia – FEMPIAC- con el objeto de “cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 58 subsidios complementarios en dinero, la construcción de 48 soluciones habitacionales de vivienda nueva en la urbanización “Nuevo Habitat” para 48 núcleos familiares ubicados en el área urbana “Dispersos” para 10 núcleos familiares ubicados en el área urbana en el municipio de Aguazul Departamento de Casanare”.

· Valor total: $609 millones de los cuales $580 millones son de regalías departamentales

· Interventor: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010.

· Supervisor: Grupo de Vivienda Departamental.

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010

Proyecto Nuevo Hábitat Aguazul
Hallazgo No. H46 HD43 HP19 Lleno de requisitos para celebración de contrato No. 104 de 2010

Dentro de las obligaciones de la fundación se encontraban: aportar los estudios, diseños y demás documentos que soportan el proyecto Hábitat Aguazul de que trata el certificado de elegibilidad No. EO-2008-001 expedido por FINDETER, gestionar ante el gobierno nacional y demás entidades los recursos necesarios para el cierre financiero del proyecto… suministrar la documentación necesaria para la ejecución del objeto del convenio tales como anexos, estudios, permisos, diseños, especificaciones generales y particulares, planos y otros de acuerdo con la Naturaleza del convenio…

Se evidencian debilidades en la aplicación previa de los filtros social, técnico e histórico, que ocasionan que una vez ejecutadas las viviendas no existan la totalidad de beneficiarios aptos para recibir el subsidio, ya que algunos no cumplen con los requisitos.

A su vez, se evidencia que se incumplió con el SUBPROCESO EVALUACIÓN DE IMPACTO / PROCEDIMIENTO  ESTRUCTURACIÓN DE PROYECTOS DE VIVIENDA DE INTERES SOCIAL establecido en el Sistema de gestión de calidad dentro del proceso gestión de la inversión CÓDIGO: PGI0900 – I, toda vez que el proceso contractual (el cual culmina el procedimiento), se realizó previamente a la revisión de las condiciones de los beneficiarios.

Mediante comunicación escrita del 2 de diciembre de 2011, la coordinadora Grupo de vivienda departamental informa al representante legal de la fundación que no es posible reconocer el pago de un subsidio a quien no se encuentre dentro del acto administrativo de asignación de subsidios, o que tengan casas o que ya hayan sido beneficiados, por eso y ante la imposibilidad de ejecutar los recursos, debe proceder a la liquidación del contrato, en donde se reconocerá lo que por mandato legal y especialmente del contrato así se establezca.

En desarrollo del proceso auditor, la CGR estableció que está pendiente la asignación de 13 beneficiarios y que la administración actualmente está haciendo el filtro catastral, histórico, social y técnico para determinar si algunos de los beneficiarios cumplen con los requisitos para el otorgamiento del subsidio de vivienda nueva por parte del Departamento y que no existe escritura del predio.

Así mismo se encontró en inspección técnica por parte de la interventoría que hay una beneficiaria en cuyo terreno ya se encuentra obra construida por parte de la misma, razón por la cual la administración está en proceso de renuncia o revocatoria del subsidio otorgado mediante resolución No. 411 de 2011.
Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran un hallazgo con presunto alcance disciplinario y penal por la inobservancia del principio de planeación y con ello al de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y por el incumplimiento de los requisitos para la celebración de contrato.

Hallazgo No. H47 HD44 Deficiencias en planeación
El desarrollo del proyecto contempla para el ítem instalaciones eléctricas, únicamente la ducteria sin cableado ni aparatos eléctricos, lo anterior vulnerando requisitos mínimos de habitabilidad, comodidad y calidad, incumplimiento de los lineamientos fijados y consignados en la legislación de nuestro país, sobre el concepto de vivienda digna. 
Esta situación se presenta como consecuencia de la falta de planeación y estructuración del  proyecto por parte del oferente y una inadecuada aprobación por parte de la Gobernación del Casanare a través de la Oficina de Vivienda Departamental; por lo que presuntamente tiene incidencia de carácter disciplinario.
3.1.4.3.16. Contrato de Consultoría No. 1328 del 24 de septiembre de 2010

Suscrito con Corporación Gerencia de Proyectos, con el objeto de Realizar gerencia del proyecto de estructuración y construcción de planes de vivienda de interés social en el Departamento de Casanare año 2010” por valor de $3.941 millones y plazo de 15 meses.

Hallazgo No. H48 HD45 HP20 Observaciones sobre los Estudios Previos  
El presupuesto presentado por la Corporación Gerencia de Proyectos GP y aprobado por parte de la Gobernación de Casanare, el cual hace parte integral del contrato 1328 de 2010 asciende a $3.941 millones e incluye costo de personal, costos directos e impuestos.

Analizadas las actividades del contrato y las obligaciones del contratista se encuentra que la Interventoría se realizaría a “los proyectos financiados con recursos asignados 2010 y 2011 priorizados por la oficina de vivienda departamental”, sin indicar específicamente cuáles serían los proyectos a intervenir. De hecho solo hasta el 15 de febrero de 2011 (cuatro meses después de iniciado el contrato) se asignan a GP tales proyectos.

Es decir que el presupuesto para el componente Interventoría se elaboró sin tener ninguna base que permitiera cuantificar el personal y costos directos requeridos, en tanto que no se sabía cuántos, cuáles y el valor de los proyectos que serían asignados, ya que cuando se elaboraron y aprobaron éstos (en 2010) la Unidad de Vivienda Departamental no podía tener certeza de qué proyectos se harían en 2011; lo que deja en evidencia serias deficiencias en el estudio previo que sirvió de base para determinar el valor de este contrato.

En este punto es necesario precisar los alcances del principio de planeación, según lo expuesto por la Procuraduría General de la Nación, en los siguientes términos:

“…El principio de planeación es una manifestación del principio de economía, consagrado en el artículo 25 de la Ley 80 de 1993, como se desprende de lo dispuesto en los numerales 6, 7 y 12 a 14 de esta disposición.

El principio de planeación busca garantizar que la escogencia de los contratistas, la celebración, ejecución y liquidación de los contratos no sea producto de la improvisación; en consecuencia, en virtud de este principio, cualquier proyecto que pretenda adelantar una entidad pública debe estar precedido de estudios encaminados a determinar su viabilidad técnica y económica (…).

(…) La finalidad de las exigencias contenidas en los numerales 7 y 12 citados es que las entidades estatales, con antelación a la apertura del proceso de selección, o a la celebración del contrato, según el caso, tengan previamente definida la conveniencia del objeto a contratar, la cual la reflejan los respectivos estudios (técnicos, jurídicos o financieros) que les permitan racionalizar el gasto público y evitar la improvisación, de modo que, a partir de ellos, sea posible elaborar procedimientos claros y seguros que en el futuro no sean cuestionados. Su observancia resulta de suma importancia, en la medida que el desarrollo de una adecuada planeación permite proteger los recursos del patrimonio público, que se ejecutarán por medio de la celebración de los diferentes contratos”.
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en sentencia de 31 de agosto de 2006, Radicación R-7664, se refirió también al principio de planeación en la contratación estatal, planteando lo siguiente:

“…Al respecto conviene reiterar que en materia contractual las entidades oficiales están obligadas a respetar y a cumplir el principio de planeación en virtud del cual resulta indispensable la elaboración previa de estudios y análisis suficientemente serios y completos, antes de iniciar un procedimiento de selección, encaminados a determinar, entre muchos otros aspectos relevantes:

i)  La verdadera necesidad de la celebración del respectivo contrato.

…

iii) Las calidades, especificaciones, cantidades y demás características que puedan o deban reunir los bienes, las obras, los servicios, etc., cuya contratación, adquisición o disposición se haya determinado necesaria, lo cual, según el caso, deberá incluir también la elaboración de los diseños, planos, análisis técnicos, etc…

iv) Los costos, valores y alternativas que, a precios de mercado reales, podría demandar la celebración y ejecución de esa clase de contrato, consultando las cantidades, especificaciones, cantidades de los bienes, obras, servicios, etc., que se pretende y requiere contratar, así como la modalidad u opciones escogidas o contempladas para el efecto. (Todas las subrayas son fuera de texto)

…

Se pudo establecer entonces que la entidad departamental ha omitido el cumplimiento del principio de planeación y con ello el de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional, por lo que se configura un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria y penal en tanto que se omitió la observancia de requisitos de ley para la celebración de contratos.

Hallazgo No. H49 HF10 Actividades correspondientes al componente de gerencia 

Los proyectos correspondientes a la actividad de Gerencia, fueron asignados al contratista el día 22 de octubre de 2010, y son los siguientes:
Tabla No. 7

Proyectos con actividad de gerencia

	Municipio
	Proyecto
	Total adicional gerencia
	Total VN Geren cia
	Total MVES Geren cia
	Total MVH-Gerencia

	San Luis de Palenque
	La Unidad y Los Esteros
	
	100
	
	

	Paz de Ariporo
	Villas de San Jorge
	
	130
	
	

	Sácama, La Salina, chámeza, Recetor, Sabanalarga, Támara y Nunchía
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	330
	

	Trinidad y San Luis de Palenque
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	166
	

	Trinidad
	Campo Alegre
	
	76
	
	

	Hato Corozal, Pore, Paz de Ariporo y Maní
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	580
	

	Casanare
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	
	250

	Yopal-300
	Llano Vargas
	
	
	50
	

	Yopal
	Villa Lucia
	
	
	200
	

	Yopal
	Dispersos
	
	
	50
	

	Tauramena
	Villa Esther etapa II
	
	100
	
	

	Tauramena 
	Paso Cusiana
	
	40
	
	

	Tauramena 
	Dispersos Urbanos
	
	70
	
	

	Tauramena
	Dispersos rurales
	
	47
	
	

	Tauramena
	Dispersos unidad
	
	
	100
	

	Maní
	Los Algarrobos
	100
	
	
	

	Chámeza
	Diana Sofía
	52
	
	
	

	Pore
	Siglo XXI
	92
	
	
	

	Villa Nueva
	Santa Clara
	40
	
	
	

	Sabanalarga
	Torres de San Juan
	84
	
	
	

	Monterrey
	Nuevo Milenio
	64
	
	
	

	Paz de Ariporo
	La Granja
	
	120
	
	

	Villanueva
	Villa Mariana 
	96
	
	
	

	Villanueva
	El Portal
	63
	7
	
	

	Villanueva
	El Portal
	
	10
	
	

	Hato Corozal
	San Jerónimo
	100
	
	
	

	Yopal
	Santo Domingo
	
	304
	
	

	Yopal
	Villa Flores
	
	400
	
	

	Chameza 
	Nucleados y Dispersos
	
	50
	
	

	Sabanalarga
	Santa Clara
	
	30
	
	

	Monterrey
	Dispersos y Porvenir
	
	30
	
	

	Villa Nueva
	Palmares
	
	100
	
	

	Casanare
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	128
	

	Casanare
	Dispersos Urbano y Rural
	
	
	
	143

	Yopal
	El Morro – Urbanización El Madrugón
	
	60
	
	

	Aguazul
	Villa Yuliana
	
	38
	
	

	Aguazul
	Dispersos
	
	22
	
	

	Aguazul
	Villa Yolanda
	
	126
	
	

	Trinidad
	Villas de San Juan
	
	92
	
	

	Casanare
	Dispersos
	
	46
	
	

	Aguazul
	Disperso Urbano y Rural
	
	
	120
	

	Casanare
	Dispersos
	
	
	416
	

	Casanare
	Dispersos
	212
	
	
	

	Villa Nueva
	Dispersos
	
	5
	
	

	Tauramena
	La Unidad
	
	24
	
	

	Trinidad
	Dispersos Urbano
	
	
	40
	149

	Trinidad
	Dispersos urbano
	
	
	44
	40

	Aguazul 
	Nuevo Habitat
	
	48
	
	

	Aguazul 
	Dispersos
	
	10
	
	

	Yopal y Tauramena
	Disperso Urbano y Rural
	
	
	
	5

	Comunidades indígenas
	Dispersos
	
	33
	
	

	Comunidades indígenas
	Dispersos
	
	
	83
	

	Comunidades indígenas
	Resguardo Caño Mochuelo.
	
	
	
	6

	TOTAL
	
	903
	2118
	2307
	593


Sobre este componente, en informe del 3 de mayo de 2012 presentado a la CGR por el jefe de la Unidad de Vivienda Departamental, sobre la ejecución del contrato 1328 de 2010 manifestó que:

“…A la fecha no se ha encontrado algún informe de supervisión en el que se pueda determinar el cumplimiento de las actividades objeto de gerencia y que soporte los pagos realizados al contratista.  

Sin embargo, una vez revisados los archivos correspondientes de cada uno de los convenios y contratos dentro de los cuales hace parte de los proyectos a realizar gerencia por GP, se pudo constatar que dentro de las obligaciones descritas en los contratos y convenios para la ejecución de programas de vivienda suscritos entre el Departamento y diferentes aliados estratégicos como por ejemplo: convenio 102 de 2010 con COMDES, convenios 2075 y 085 de 2010 con inversora Manare Ltda, convenio 082 de 2010 con la Junta de vivienda de Santo Domingo, convenio 089 de 2010 con el municipio de Tauramena, convenio 2082 de 2010 con la Unión Temporal Construyendo Futuro, convenio 091 de 2010 con Corpocasa, entre otros, se encontraban las obligaciones requeridas a la Corporación Gerencia de Proyectos quien presuntamente ha venido cobrando actividades no realizadas por ellos mismos…

Así las cosas se evidencia que dentro del componente Gerencia, de los 3.021 subsidios de vivienda nueva, 2.307 subsidios de mejoramiento con entorno de vida saludable y 593 subsidios de mejoramiento de vivienda habitacional asignados para su estructuración, la Corporación Gerencia de Proyectos, sólo se ha podido establecer con la información que reposa en este despacho, que este ha estructurado 416 subsidios de mejoramiento de vivienda con entorno de vida saludable, sin embargo, la corporación ha cobrado por este componente la suma de mil setecientos diecisiete millones ciento cuarenta y dos mil doscientos catorce pesos con 52/100 mcte.  ($1.717.142.214,52)”.

La ejecución de los proyectos sombreados en el cuadro anterior, cuyos convenios hicieron parte de la muestra contractual de esta auditoría, presentan hallazgos producto de la revisión tanto de los procesos contractuales como de las obras mismas, que fueron confirmados por la Unidad de Vivienda Departamental en el mencionado oficio. 

Por lo anterior, considerando que de los 5.921 subsidios que debió haber estructurado el contratista GP (por un valor total de $1.970.6 millones), sólo se hicieron 416 (por un valor estimado de $138.4 millones), y que por concepto del componente Gerencia de Proyectos la Gobernación de Casanare reconoció y pagó $1.717.1 millones, se constituye un hallazgo por presunto detrimento patrimonial en cuantía de $1.578.7 millones, por concepto de la diferencia entre el valor pagado y el valor de las actividades efectivamente realizadas por el contratista. 

Hallazgo No. H50 HD46 Conflicto de Interés

Para el componente de interventoría del Contrato No. 1328 de 2010, los proyectos fueron designados al contratista el día 15 de febrero de 2011, según consta en informe remitido por el Grupo de Vivienda Departamental, es decir, cuatro (4) meses después del acta de inicio (8 de octubre de 2010). 

Para el periodo comprendido entre el 8 de octubre de 2010 y el 15 de febrero de 2011 no se realizó ninguna labor de interventoría ya que no se habían asignado contratos ni proyectos; sin embargo, GP mediante acta No. 01 de fecha 30 de junio de 2011 cobró los meses correspondientes al período de octubre a diciembre de 2010 en los que se reconocieron pagos para el componente de interventoría por valor de $299 millones y mediante acta 02 de fecha 18 de agosto de 2011, cobró los meses correspondientes de enero a febrero de 2011 en los que se le reconocieron pagos para el componente de interventoría por la suma de $114 millones, para un valor total de $413 millones por concepto de costos de personal. En el entendido de que tales actividades no habrían podido realizarse debido, justamente, a que aun no se le habían asignado proyectos qué intervenir, no habría lugar a reconocimiento alguno por dicho concepto, por lo que habría lugar a un hallazgo fiscal cuyo valor se encuentra incorporado en el hallazgo denominado Pago de Interventoría Contrato No. 1328 de 2010. 
No obstante, esta no es la única irregularidad con el reconocimiento y pago de este componente.

Adicionalmente, es de mencionar que la firma GP, también suscribió con la Gobernación de Casanare los contratos 145 de 2008 y 024 de 2009 con el objeto exclusivo de estructurar soluciones de vivienda nueva y mejoramientos de vivienda de interés social, y que en desarrollo de estos contratos estructuró, entre otros, los proyectos relacionados a continuación, los cuales también hacen parte de los asignados para realizar Gerencia e Interventoría, a través del contrato 1328 de 2010:

· Proyecto San Jerónimo en Hato Corozal, 100 viviendas nuevas (Convenio de Cooperación 228-08),   GP realiza Gerencia a este proyecto.
· Proyectos La unidad 21 viviendas nuevas, y Los esteros 79 viviendas nuevas (Convenio 102/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· Proyecto Campoalegre en Trinidad, 76 viviendas nuevas (Convenio 085/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· Proyecto Villa Lucia 150 viviendas nuevas (Convenio 091/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· Proyecto Palmares 100 viviendas nuevas (Contrato 2082/10) GP realiza la  Gerencia a este proyecto 
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Yopal (Convenio Coop. 168/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Hato Corozal (Convenio Coop. 167/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Nunchía (Convenio Coop. 169/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia 
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Maní (convenio Coop. 170/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Villanueva (Convenio Coop. 171/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia
· 17 mejoramientos Dispersos Urbano y rural en Pore (Convenio Coop. 172/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia
· 5 viviendas nuevas dispersas en Villanueva (Convenio 136/10) GP realiza la  Gerencia a este proyecto
· Proyecto la Unidad 24 viviendas nuevas en Tauramena (convenio 090/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia
· Proyecto Nuevo Hábitat, 48 viviendas nuevas en Aguazul (Convenio 104/10) GP realiza la  Interventoría y Gerencia
· Proyecto Santa Clara, 40 viviendas nuevas en Villanueva (Convenio 005/11)  GP realiza la Gerencia
· Proyecto Nuevo Milenio, 64 viviendas nuevas en Monterrey (Convenio 033/10) GP realiza la Gerencia
En consecuencia, dado que la firma Corporación Gerencia de Proyectos- GP fue quien estructuró tales proyectos, estaría impedida y tendría conflicto de interés para realizar su posterior Gerencia y/o interventoría, pues se pierde la independencia, imparcialidad y objetividad que necesariamente son inherentes, principalmente a la función de interventoría, al evaluar lo que ella misma estructuró. 

Hallazgo H51 HF11 Pago de interventoría Contrato No. 1328 de 2010

Por otra parte, de acuerdo con lo consignado en el informe realizado por la Unidad de Vivienda Departamental, antes mencionado, a abril de 2012 “…el porcentaje de ejecución de los contratos de obra pública a los cuales se les hace interventoría se encuentra en un 14.68% de ejecución. Conforme al informe de los profesionales de vivienda departamental.”  Sin embargo, al contratista, por concepto del componente interventoría se le ha cancelado la suma de $1.595 millones, correspondiente al 81% del valor contractual del componente.

Por lo anterior, se evidencia una gestión ineficiente y antieconómica de la entidad en el reconocimiento y pago por concepto de una interventoría que no ha generado beneficio al desarrollo de las obras para las cuales se contrató. 

En consecuencia, dado que el 85.32% de los pagos efectuados por concepto de interventoría en este contrato, no ha reportado ningún beneficio al desarrollo de las obras, aunado a las irregularidades descritas en los párrafos anteriores, se configura un presunto detrimento patrimonial en cuantía de $1.360.7 millones, máxime considerando que el objetivo de este contrato era la nivelación de los retrasos en el cumplimiento de metas, lo que de acuerdo con los resultados de la presente auditoría, dista mucho de la realidad actual de la situación de vivienda en el departamento.

Como evidencia sobre la cual se basa la presunta incidencia fiscal del hallazgo, se presenta la siguiente relación de pagos: 

Tabla No. 8
Pagos realizados con cargo al contrato 1328 de 2010

	Orden de Pago
	CONCEPTO
	VR CHEQUE (millones $)
	FECHA

	0015363
	Pago anticipo del 50% 
	1.971
	15-10-2010

	1105506
	Pago acta parcial 01
	338
	26-07-2011

	1107571
	Pago acta parcial 02
	180
	27-09-2011

	1109193
	Pago acta parcial 03
	246
	03-11-2011

	1110565
	Pago acta parcial 04
	255
	14-12-2011

	1111393
	Pago acta parcial 05
	190
	23-02-2012

	1111394
	Pago acta parcial 06
	133
	29-12-2011

	
	TOTALES
	3.312
	


Fuente.  Certificación de la dirección técnica de tesorería de la Gobernación de Casanare.
Hallazgo No. H52 HD47 Inconsistencias entre contratos de interventoría

El Departamento de Casanare celebró el contrato de consultoría No. 1939 del 21 de diciembre de 2010 con la Cooperativa de Egresados de la USCO, con el objeto de realizar interventoría técnica a proyectos de vivienda de interés social adelantados por la Gobernación.

Mediante otrosí modificatorio No. 01 de fecha 08 de febrero de 2011, se excluyeron del contrato de consultoría 1939 de 2010, los siguientes proyectos: La Unidad y los Esteros en San Luis de Palenque, Villas de San Jorge en Paz de Ariporo, Campo Alegre en Trinidad, Villa Esther II, Paso Cusiana, dispersos urbanos y dispersos rurales en el municipio de Tauramena, Dispersos en Tauramena, Santo Domingo en Yopal, urbanización el Madrugón en el corregimiento del Morro en Yopal, Villa Yuliana y dispersos en Aguazul, con la siguiente justificación: “por la contratación de proyectos de vivienda nueva, se requiere ajustar la cantidad de soluciones de vivienda nueva por cada proyecto, ya que se hace necesario realizar un mayor control en la ejecución de las obras, por cuanto son proyectos nucleados, dispersos y en altura”.  Lo anterior sin que se produjera disminución en el valor del contrato.

A su vez, se observó que el Departamento suscribió el contrato 1328 del 4 de septiembre de 2010 con la Corporación Gerencia de Proyectos - GP, para desarrollar actividades de gerencia e interventoría. En el componente de interventoría, los contratos y proyectos fueron asignados el día 15 de febrero de 2011 y entre otros, le fueron asignados los proyectos excluidos, una semana antes, del contrato 1939 de 2010,  a excepción de los ejecutados en el municipio de Tauramena.

Frente a las razones que motivaron los cambios de proyectos entre los dos contratos, la oficina de vivienda departamental manifestó que no se encontró ningún soporte técnico que sustente dichas actuaciones administrativas.

Así mismo, señalan que: “una vez se inicio la revisión a los contratos No. 1939 de 2010 y 1328 de 2010 se detectaron algunas variaciones de las condiciones contractuales y por tanto se le solicito a DIARCO Ltda, supervisor de los contratos de interventoría mediante contrato No. 2056 de 2010, realizar las respectivas aclaraciones esta petición se realizó el día 23 de febrero de 2012, a la fecha aun no se tiene claridad porque se cancelaron 5 actas parciales del contrato No. 1939 de 2010, cuya suma es de $2.346.184.785 equivalente al 87% del valor total contratado cuando los proyectos a los cuales se les hace interventoría tienen un porcentaje menor de ejecución física y financiera.

De otra parte, de acuerdo a oficios presentados por la USCO en desarrollo del contrato No. 1939 de 2010, ésta ha manifestado en reiteradas ocasiones que para los convenios No. 228 de 2008, 236 de 2008, 092 de 2010 y 125 de 2010 respectivamente, la misma no ha realizado labores de interventoría, toda vez que los municipios contrataron o designaron a profesionales de su entidad para ejercer el seguimiento y control  de dichos contratos.  Así mismo, para los convenios 0076 de 2011 y 2082 de 2010, actualmente se encuentran en un porcentaje del 0% de ejecución física y financiera, por lo que no se ha realizado ninguna labor de interventoría. Por otra parte, frente a las resoluciones No. 1250 de 2010, 1047 de 2010 y 1327 de 2010, la entidad departamental es la que ejerce directamente la supervisión de ejecución de los subsidios asignados mediante estos actos administrativos.  Por tal razón, actualmente la administración se encuentra analizando la viabilidad de modificar nuevamente la asignación de estos contratos y reasignar otros proyectos en ejecución.”

Lo anterior pone en evidencia serias faltas en la planeación y supervisión de estos contratos que permitieron que pese a no existir ejecución física ni financiera de muchos de los contratos, se realizaran pagos por concepto de interventoría sobre los mismos, con lo que se configura un hallazgo con presunto alcance disciplinario.

3.1.4.3.17 Convenio Interadministrativo No. 0092 del 26 de noviembre de 2010 
Suscrito entre la Gobernación de Casanare y el Municipio de Paz de Ariporo, el cual tiene por objeto “Cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 120 subsidios en dinero, la construcción de 120 soluciones habitacionales de vivienda nueva en la Urbanización “La Granja” para 120 núcleos familiares ubicados en el área urbana del Municipio de Paz de Ariporo, Departamento de Casanare”.

· Valor total: $2.760 millones, de los cuales $1.800 millones corresponden a regalías directas de la gobernación.

· Interventor: Cooperativa de Egresados de la USCO, Contrato No. 1939 de 2010.

· Supervisor: Diarco Ltda. -Contrato No. 2056 de 2010.

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos- GP, Contrato 1328 de 2010

En ejecución del convenio del municipio celebró los siguientes contratos

· Convenio de Cooperación No. 021 del 29 de junio de 2011, celebrado con la Fundación Avancemos para el Desarrollo Sostenible y sustentable de Casanare, FUNACA, por valor de $3.141 millones, con el objeto de fortalecer acciones que permitan mejorar la calidad de vida de la población paz de Ariporeña mediante la ejecución de un programa de vivienda de interés social en el sitio denominado La Granja – Merecure en el Municipio de Paz de Ariporo, Departamento de Casanare. Tiene adicional por $155 millonesaportados por el Municipio

· Contrato de Interventoria No. 013 del 18 de noviembre de 2011, celebrado con COTA CERO INGENIERIA Y ARQUITECTURA LTDA, con el objeto de realizar la interventoría técnica, administrativa, financiera y ambiental para la ejecución de un programa de vivienda de interés social en el sitio denominado La Granja – Merecure en el Municipio de Paz de Ariporo, Departamento de Casanare.

Hallazgo No. H53 HD48 Desfase financiero por inadecuados estudios. 

Actualmente el proyecto se encuentra desfinanciado debido a que según se evidenció en solicitud del contratista de obra, se requiere un adicional de $756.5millones, con base en el cuadro de proyección de cantidades firmado por el cooperante, el Interventor y el supervisor. Mediante comunicación No. AM-37051-0-44 de fecha 23 de diciembre de 2011, suscrita por el Jefe de la Oficina Asesora de Planeación Municipal dirigida al Alcalde Municipal, solicita una adición al convenio No. 021 de 2011 por $756.544.732 teniendo en cuenta que para iniciar las obras contratadas se hizo necesario adecuar el terreno, descapotándolo y nivelándolo con material crudo de cantera para el relleno, obligando a incluir dentro del presupuesto ítems no previstos por este concepto, lo que llevó a tramitar el acta de modificación No. 1 en la cual se excluyen algunos ítems (enchapes, pañete, koraza, sanitarios) que afectaron de manera importante el alcance de los trabajos y se alteraron las condiciones de habitabilidad de las viviendas, por tal razón se requiere una adición para incluir nuevamente los ítems de acabados y poder garantizar la ejecución total del objeto del convenio. De esta cifra, el Municipio aportó mediante contrato adicional del 29 de  diciembre de 2011 la suma de $155.000.000, por lo que hay un valor pendiente de financiar de $601.544.732.

Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran una observación con presunto alcance disciplinario por la inobservancia del principio de planeación y con ello al de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional.

Hallazgo No. H54 HD49  Recursos de anticipo sin garantía. 

El 29 de diciembre de 2011, el Municipio suscribió un contrato adicional por $155 millones al contrato No. 021 de 2011. Los recursos correspondientes al anticipo de dicho adicional se pusieron en riesgo por parte del Municipio debido a que fueron girados mediante orden No. 2011001781 del 30 de diciembre de 2011 por valor de $77.5 millones sin que se hubieran aprobado las garantías de la adición, las cuales fueron constituidas mediante Anexo expedido el 04 de enero de 2012 y aprobado por el Municipio el 11 de enero de 2012, tanto en cumplimiento como en Responsabilidad Civil Extracontractual.

Lo anterior constituye un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria, por inobservancia del artículo 12 del Decreto 4828 de 2008, que establece que “en cualquier evento en que se aumente o adicione el valor del contrato o se prorrogue su término, el contratista deberá ampliar el valor de la garantía otorgada o ampliar su vigencia, según el caso”.

Hallazgo No. H55 HD50  Múltiple Asignación de supervisión

La empresa Diarco Ltda, se encuentra adelantando supervisión según contrato No. 2056 de 2010, tal como se evidencia en su comunicación No. Sup-VIS- Cas-2056-233 de fecha 11 de noviembre de 2011 dirigida a la Alcaldía Municipal de Paz de Ariporo en la que manifiesta que “en calidad de Supervisor del Departamento, está en la obligación de hacer seguimiento de los recursos del departamento”, al igual que en el acta de inicio, que en tal calidad, suscribió”.

Según memorando del 31 de agosto de 2011, emitido por la Coordinadora del Grupo de Vivienda Departamental, se designó la supervisión, control y vigilancia del convenio a la Arq. Diana Corina Montoya Gómez profesional contratada de dicho grupo.

De acuerdo con las evidencias, la Administración Departamental está asumiendo costos tanto por la supervisión que ha designado a Diarco Ltda como por la que ha designado a la Arq. Diana Corina Montoya Gómez, lo que se considera, en principio, un  detrimento patrimonial por el pago doble de actividades de supervisión del mismo convenio.  Se tiene como agravante que la supervisión se encuentra pactada como una de las obligaciones del Municipio dentro del convenio: 
Obligaciones del Departamento: 

· Verificar que los 120 núcleos familiares beneficiarios cumplan con los requisitos que están establecidos por las normas vigentes.

· Girar a una cuenta de manejo especial entre el Departamento y el Municipio

Obligaciones del Municipio: 

· … 

· Efectuar la supervisión de los contratos de obra e interventoría (subrayado nuestro)
Las situaciones descritas constituyen para la CGR un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad, consagrado en el artículo 26 numeral 2 de la ley 80 de 1993, que establece que “Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas.”

Aunque la firma DIARCO LTDA ha cobrado por la supervisión a este proyecto, en este hallazgo no se da alcance fiscal, puesto que tal contrato – el 2056 de 2010- hace parte del hallazgo fiscal denominado Supervisiones e Interventorías.

3.1.4.3.18. Contrato de consultoría No. 852 de octubre 23 de 2010
Suscrito entre el Departamento de Casanare y el Consorcio Forzza Interventores con el objeto de “Realizar la interventoría técnica a la ejecución de los programas de vivienda de interés social que se adelanta el Departamento de Casanare mediante alianzas estratégicas en la modalidad de Unión Temporal”

Hallazgo No. H56 HD51 Autorización mayor valor de anticipo  

Conforme a lo señalado en la clausula sexta del contrato de consultoría se establece que “el valor del presente contrato de interventoría, corresponde al 5.72 del costo proyectado para la ejecución de obra de cada uno de los contratos en la modalidad de unión temporal que serán asignados… en consecuencia el pago se hará en la medida en que sean asignados los contratos en la modalidad de unión temporal y se cancelará la interventoría adelantada de manera individual con cada asignación de cada contrato en la modalidad de unión temporal y se cancelará la interventoría adelantada de manera individual, … así: 1. un pago inicial al momento de asignar un contrato de unión temporal al presente contrato de interventoría igual al 50% del valor correspondiente, en calidad de anticipo, una vez se suscriba el acta de inicio de dicho contrato 2.El equivalente al 35% del total del costo correspondiente a la interventoría mediante actas parciales presentadas con intervalos… (…) De esta forma el pago final del contrato de interventoría corresponde al 5% del costo de interventoría del total de los compromisos adquiridos por el Departamento de Casanare a través de Alianzas Estratégicas en la modalidad de contratos de unión temporal, que se asignen al presente contrato de interventoría durante el periodo de gobierno  2008-2011…”

No obstante lo anterior, con fecha 20 de noviembre de 2009 (el mismo día de fecha de acta de inicio) se suscribió el Informe de Actividades por parte del interventor, en calidad de Director Administrativo de Planeación, para la fecha, con un valor a pagar por la suma de $316.8 millones, los cuales fueron cancelados mediante Orden de Pago No. 01-1CA96381 de noviembre 26 de 2009, por concepto de  anticipo del 50% del contrato de Consultoría No. 0852 de 23 de octubre de 2009, estos recursos fueron además depositados el 3 de diciembre de 2009 en el banco BBVA a nombre del Consorcio Forzza Interventores (sin existir cuenta conjunta).

Se puede apreciar que el anticipo pagado corresponde al 50% del valor total del contrato de consultoría 852 de 2010 y no al 50% del valor de cada contrato individual asignado a la interventoría, como lo establecía la cláusula sexta del mencionado contrato de consultoría.

Se estableció que en la actualidad el contrato de consultoría se encuentra en proceso de liquidación  y se verificó que solamente fueron asignados dos (2) contratos para realizarles interventoría, a saber:

· Contrato de cooperación asociativo y de vivienda No. 443 de 6 de agosto de 2009, suscrito entre el instituto de Desarrollo Urbano y rural de Yopal IDURY, Unión Temporal Construyendo Futuro y la Gobernación de Casanare por valor de $2.420 millones.
· Convenio de gestión suscrito entre la Gobernación de Casanare, Unión Temporal Vivienda por Casanare y la Junta de Vivienda Villa Natalia I y II, por valor de $2.030 millones 

De conformidad con lo anterior, el valor total a pagar por este contrato no podría ser superior a $254.5 millones correspondientes al 5.72% del valor de los dos (2) contratos a intervenir; sin embargo, sólo por concepto de anticipo se autorizó y pago un valor de $316.8 millones.
Manifiesta el grupo de vivienda departamental que estas irregularidades fueron puestas en conocimiento de la Oficina Asesora Jurídica de la Gobernación de Casanare, mediante sendos oficios de fecha 2 de mayo de 2011, 20 de febrero  y 20 de abril de 2012, suscritos por los entonces supervisores contratados por la Unidad de vivienda, y que esta dependencia contestó, en respuesta al oficio de febrero 20 de 2012,  que se necesita un balance y técnico y financiero del contrato con el fin de establecer un balance real de los dineros entregados de demás y que a la fecha deben ser reintegrados al erario departamental, junto con los rendimientos financieros que correspondan.

Con base en los anteriores hechos, se configura un hallazgo con presunta incidencia disciplinaria por faltar a los deberes del servidor público establecidos en la Ley 734 de 2002 y al principio de responsabilidad, consagrado en el artículo 26 numeral 2 de la ley 80 de 1993, que establece que “Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen por razón de ellas.”

Se aclara que no se da alcance fiscal, por cuanto la totalidad del valor de este contrato está incluida dentro del hallazgo fiscal denominado Eficacia de Interventorías y Supervisiones para proyectos de Vivienda

3.1.4.3.19. Convenio de Cooperación No. 091 del 26 de noviembre de 2010
Suscrito entre la Gobernación de Casanare y la CORPORACION PARA EL AVANCE SOCIAL Y AMBIENTAL, “CORPORACION CASA”, con el objeto de “Cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 717 subsidios en dinero, para la construcción de 417 viviendas nuevas nucleadas y dispersas en los siguientes municipios: Villanueva Urbanizaciones Villa Alejandra 38, La Ceiba 39, El mirador 18, dispersos 17 y Caribayona 12. Yopal, Urbanización Llano Vargas 70 y Villa Lucia 150. Paz de Ariporo, Rincones del Ariporo 70, núcleos familiares del Departamento de Casanare y cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 300 MV con entrono de vida saludable para 300 núcleos familiares residentes en el área urbana del Municipio de Yopal. Objeto: Cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 717 subsidios en dinero, para la construcción de 417 viviendas nuevas nucleadas y dispersas en los siguientes municipios: Villanueva Urbanizaciones Villa Alejandra 38, La Ceiba 39, El mirador 18, dispersos 17 y Caribayona 12. Yopal, Urbanización Llano Vargas 70 y Villa Lucia 150. Paz de Ariporo, Rincones del Ariporo 70, núcleos familiares del Departamento de Casanare y cofinanciar directamente o mediante la adjudicación de 300 MV con entrono de vida saludable para 300 núcleos familiares residentes en el área urbana del Municipio de Yopal. 

· Valor es de $10.348 millones de los cuales $9.855 millones son regalías directas del departamento

· Interventoría: Algunos proyectos Cooperativa de egresados de la USCO -Contrato No. 1939/10) y otros  Corporación Gerencia de Proyectos -GP 

· Supervisión: Diarco Ltda -Contrato de consultoría 2056/10

· Gerencia de Proyectos: Corporación Gerencia de Proyectos Contrato 1328 de 2010 

Hallazgo No. H57 HD52 HP21 Lleno de requisitos para celebración de convenio 091 de 2010 
El cierre financiero de este proyecto se conseguía con la totalidad de los aportes, así: Departamento 15 millones, municipio 2,5 millones y beneficiario 6 millones.

En el aspecto técnico del estudio previo que reposa como soporte del convenio se estableció que  las especificaciones relacionadas con construcción, estudios, diseños, presupuestos y cantidades de obra, se encontraban contenidos en los proyectos que para ello habían sido aprobados y avalados por la Coordinación de  Vivienda Departamental.

En la revisión documental se estableció que existen las resoluciones Nos. 014, 394, 404 y 405 de 2011 mediante las cuales se asignaron subsidios para los proyectos Villa Alejandra, La Ceiba, el Mirador, Villa Lucía, Caribayona y otros dispersos en el Municipio de Villanueva, quedando pendientes por asignar  3 para Caribayona, 70 para  Llano Vargas, 75 en Villa Lucía, 70 en Rincones del Ariporo y los 300 mejoramientos de vivienda.

De acuerdo con el informe técnico presentado por el profesional contratado por vivienda departamental, además de lo anterior, hay algunos proyectos que ni siquiera están formulados y no cuentan con el lote, tales como Llano Vargas y Rincones del Ariporo y que no se han identificado los posibles beneficiarios para los mejoramientos de vivienda. Lo anterior, quiere decir, que no se realizó el filtro social de que trata el procedimiento de estructuración de proyectos de vivienda adoptado por la Gobernación, es decir no se llevaron a cabo las visitas indispensables para identificar la necesidad de cada potencial beneficiario y con ello el monto real –e individual- requerido como subsidio para mejoramiento de la vivienda. 
De hecho, con respecto a la Urbanización Rincones del Ariporo en Paz de Ariporo, en visita realizada al Municipio, se indagó sobre el tema al Jefe de la Unidad de vivienda municipal, quien manifestó que no conoce absolutamente nada sobre este proyecto y que ni siquiera puede identificar el lugar donde se construirá.
Adicionalmente, mientras no se encuentren identificados los beneficiarios y asignada la totalidad de los subsidios, mediante resolución, resulta imposible el logro del cierre financiero, en cuanto al aporte del beneficiario.
La CGR cuestiona el hecho de que, sin haberse establecido, identificado e individualizado la necesidad y sin contar con otra serie de requisitos técnicos y legales indispensables para la ejecución de cada proyecto, la entidad haya celebrado el Convenio No. 091 de 2010 con el fin de cofinanciar la adjudicación de subsidios para construcción de vivienda nueva y para mejoramientos con entorno de vida saludable. 
Lo anterior ha generado, entre otros efectos sociales negativos, demoras en la construcción y entrega de las viviendas, y pone en riesgo los recursos públicos, toda vez con el transcurso del tiempo estos pierden poder adquisitivo y puede conllevar recortes de cantidades de obra o solicitudes de reajustes de precios.
Las irregularidades anteriormente evidenciadas configuran una observación con presunto alcance disciplinario y penal por la inobservancia del principio de planeación y con ello al de economía contemplado tanto en la Ley 80 de 1993 como en el artículo 209 constitucional y por el incumplimiento de los requisitos para la celebración de contrato.

3.1.4.3.20 Contrato de Consultoría No. 1214 del 15 de septiembre de 2010.

Cuyo objeto es “Realizar estudio técnico y legal de las condiciones actuales de los proyectos de vivienda de interés social de las urbanizaciones Villas de San Jorge del Municipio de Paz de Ariporo, Lagunitas del Municipio de La Salina y El Remanso del Municipio de Yopal”, con el objetivo de definir la situación legal de los proyectos, para la toma de decisiones.
Hallazgo No. H58 HF12 Contratación innecesaria contrato 1214 de 2010
La Gobernación de Casanare celebró el contrato de Consultoría No. 1214 del 15 de septiembre de 2010 cuyo objeto es “Realizar estudio técnico y legal de las condiciones actuales de los proyectos de vivienda de interés social de las urbanizaciones Villas de San Jorge del Municipio de Paz de Ariporo, Lagunitas del Municipio de La Salina y El Remanso del Municipio de Yopal”, con el objetivo de definir la situación legal de los proyectos, para la toma de decisiones.

La CGR cuestionó esa contratación debido a que estas actividades presuntamente se encontraban implícitas dentro de los contratos suscritos para la Gerencia de Proyectos, Supervisión e Interventoría, con que contaban los respectivos convenios principales, así como en el seguimiento que debía realizar la Unidad de vivienda Departamental y cuyo cumplimiento debió ser previo a la contratación.  La entidad en su respuesta remitió los estudios previos, documentos en los cuales se plasmó la conveniencia y oportunidad para la celebración del contrato de consultoría No. 1214 de 2010, así como el informe final de liquidación.

Analizados estos documentos, se evidenció que las actividades desarrolladas mediante el contrato en cuestión efectivamente se encontraban implícitas en las funciones de gerencia del proyecto, supervisión e interventoría. 

Por lo anterior, concluye la CGR que la falta de planeación de la administración Departamental, al dar viabilidad y asignar subsidios a proyectos que no cumplían con todos los requisitos legales, originó un costo adicional para el Departamento representado en el contrato de consultoría No. 1214 del 15 de septiembre de 2010, por valor de $43 millones configurando una gestión antieconómica, ya que de haberse cumplido con los requisitos previamente a la firma de los convenios, como debió ser, las actividades contratadas resultarían innecesarias. 

Por lo anterior configura un hallazgo con presunto alcance fiscal en cuantía de $43 millones consistentes en el valor total del contrato de consultoría No. 1214 de 2010.

3.1.4.3.21 Hallazgos comunes a varios contratos
Adicional a los hallazgos derivadas de la revisión individual de cada uno de los proyectos (contratos y/o convenios), el equipo auditor, encontró las siguientes observaciones generales, comunes a varios procesos contractuales: 

Hallazgo No. H59 HD53 Selección de Aliados Estratégicos 

En desarrollo de la política de vivienda 2008-2011, la Gobernación de Casanare adelantó las convocatorias públicas No. CAS-DAP-IP-001-09 (en Secop CAS-DAP-CP-001-09) y CAS-DAP-CP-002-09, mediante las cuales se seleccionaron los aliados estratégicos para la cogestión de la construcción de vivienda de interés social en el departamento de Casanare, siendo seleccionados las siguientes firmas 

· U.T. PROVIVIENDA SOCIAL 2009 R/L CRISTIAN FELIPE VARGAS FARFAN

·  ARGEU S.A. R/L HUGO FERANDO BERMUDEZ JARAMILLO

·  INVERSORA MANARE LTDA. R/L WAGNER CORTEZ DIAZ

·  DESARROLLO TERRITORIAL R/L DORA PATRICIA ROLDAN ROLDAN

· UNION TEMPORAL CONSTRUYENDO FUTURO R.L. LUIS FERNANDO ESCOBAR

Dichos aliados estratégicos constituyeron una especie de banco de oferentes, a través del cual, se adelantaron posteriormente algunos de los procesos de contratación para la construcción de vivienda, siendo en consecuencia, relevante la evaluación de tales procesos, por parte del ente de control.

La CGR evidenció que no existe en ninguna dependencia de la Gobernación de Casanare, los expedientes originales que den cuenta del proceso de Convocatoria Pública No. 002 de 2009, llevada a cabo para seleccionar dichos socios estratégicos, siendo puesta a disposición de la CGR únicamente fotocopia simple de algunos documentos donde se menciona la existencia del proceso, y se hizo mención a la documentación que se encuentra publicada en el SECOP, en la cual no se encuentran, por ejemplo, las propuestas iniciales presentadas por cada oferente. 

Al respecto la entidad manifestó que “… a la fecha en que se adelantaron dichas convocatorias la oficina jurídica era la responsable de realizar la etapa precontractual en lo concerniente a los procesos de selección de contratistas.

Por tal razón esta administración informa que efectivamente en el archivo central del departamento no reposa documentación que soporte el proceso de selección y escogencia del aliado estratégico.” 

No obstante, con base en la revisión contractual efectuada por la CGR de los contratos y/o convenios, a través de los cuales finalmente se pretendían ejecutar las obras, se establecieron las siguientes situaciones:

· Aliado Estratégico CI Desarrollo Territorial suscribió los siguientes contratos:

· Convenio interadministrativo 236 de 31/12/08 con la Alcaldía municipal de Villanueva,  por valor de $2.630 millones (aporte recursos gobernación)

· Convenio interadministrativo 034 de 20/08/2010 con el Municipio de Sabanalarga, por valor de $1.260 millones (aporte recursos gobernación)

· Convenio interadministrativo 033 de 20/08/2010 con el Municipio de Monterrey, por valor de $960 millones (aporte recursos gobernación)

· Convenio Asociativo de vivienda 082 de 26/11/2010 con el Departamento de Casanare y la Junta Comunitaria de vivienda Santo Domingo, por valor de $4.560 millones (aporte recursos gobernación).

· Aliado Estratégico Inversora Manare suscribió los siguientes contratos:

· 200 subsidios Tipo II y III, en dinero, otorgados mediante resoluciones Nos 184 de 2009, 004 de 2010, 083 de 2010, 956 de 2010, 957 de 2010 y 1042 de 2010, por valor de $2.000 millones (aporte recursos gobernación)

· Convenio interadministrativo tripartita 076 de 17/11/2010 con el Municipio de Maní, por valor de $1.500 millones  (aporte recursos gobernación)

· Contrato de Cesión 1822 de 10/12/2010 (cedido por ONG Molinos de Viento), por valor de $4.090 millones (aporte recursos gobernación)

· Convenio de Unión Temporal 085 de 26/11/2010 con el Departamento de Casanare, por valor de $15.720 millones(aporte recursos gobernación)

· Contrato de Unión Temporal 2075 de 31/12/2010 con el Departamento de Casanare, por valor de $6.455 millones (aporte recursos gobernación)

Todos los anteriores proyectos, han presentado problemas en su ejecución y múltiples quejas por parte de la comunidad por el mínimo avance en las obras.

Si bien la Gobernación llevó a cabo dos (2) procesos de convocatoria pública para la escogencia de socios o aliados estratégicos, solo con 2 de los 4 habilitados se celebraron procesos contractuales y, en cambio, se celebraron procesos con organizaciones que no se encontraban habilitadas como potenciales aliados, tales como ONG Molinos de viento, Corpocasa, COMDES, Fundación Iberoamericana, Corporación Tecnólogos de Casanare, FEMPIAC, entre otros.

En conclusión, con base en el proceso de selección realizado, la Gobernación comprometió recursos públicos por cerca de $40 mil millones con dos (2) de los aliados estratégicos habilitados, cuyos contratos en su totalidad presentan inconvenientes, incumplimientos y/o moras en la ejecución de las obras, es decir en la materialización del subsidio en una solución de vivienda, al punto que a la fecha de culminación de esta auditoría, ninguno de los proyectos ha culminado exitosamente.

Lo anterior deja en evidencia que los habilitados no eran suficientemente idóneos y que pudo haber omisiones y/o debilidades en la evaluación de los proponentes realizada por el Comité de Evaluación en el proceso de selección CAS-DAP-CP-002-09.

Aunque tales conductas no pudieron ser objeto de verificación documental por parte del equipo de auditoría, pues como ya se dijo, los documentos soportes del proceso llevado a cabo no aparecen en las dependencias de la Gobernación, la insuficiente idoneidad de los socios estratégicos escogidos está demostrada con los resultados evidenciados en la ejecución de los proyectos.

Por lo anterior, se configura un hallazgo administrativo, con incidencia disciplinaria dado el incumplimiento del principio de eficacia consagrado en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia y el principio de selección objetiva establecido en el artículo 5 de la Ley 1150 de 2007. 

Hallazgo No. H60 HD54 Contratista con procesos de embargo 

En la revisión del expediente del Convenio Asociativo de vivienda 082 de 2010, se encontró que en el Certificado de Cámara de Comercio que reposa en el mismo, como soporte de la etapa precontractual, se certifica la existencia de un ”EMBARGO ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO” de fecha septiembre 1 de 2010 (antes de la suscripción del convenio 082), circunstancia que no fue tenida en cuenta al momento de suscribir el mencionado convenio y que alertaba sobre un riesgo en la ejecución del proyecto pues pone de manifiesto dificultades financieras de la empresa. 

El artículo 5º de la Ley 1150 de 2007, establece que “Es objetiva la selección en la cual la escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. 

Si bien la firma CI Desarrollo Territorial, era uno de los cuatro socios habilitados mediante la Convocatoria CAS-DAP-CP-002-09, en aras de garantizar la escogencia de la oferta más favorable para la entidad, ha debido tenerse en cuenta la afectación financiera que para esa empresa implicaba el decreto de un embargo. En efecto, para este caso específico se evidenció que aunque el Departamento giró a la cuenta conjunta el total de sus aportes desde Noviembre de 2011 y que el contratista recibió en calidad de anticipo un desembolso de $2.280 millones en el mismo mes, a la fecha el avance del objeto contractual no llega al 2%, lo que, incluso, ha generado acciones de parte de la gobernación ante la aseguradora que expidió la respectiva garantía.

La celebración del Convenio No. 082 de 2010, desconociendo una circunstancia real que afectaba la favorabilidad de la propuesta, implica para la CGR una vulneración al artículo 5 de la ley 1150 de 2007, lo cual configura un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H61 HD55 Custodia y cuidado de documentación 

En desarrollo de la política de vivienda 2008-2011, la Gobernación de Casanare adelantó la convocatoria pública No. CAS-DAP-CP-002-09, mediante la cuales se seleccionaron cuatro (4) aliados estratégicos para la cogestión de la construcción de vivienda de interés social en el departamento de Casanare, siendo seleccionados las siguientes firmas 

· U.T. PROVIVIENDA SOCIAL 2009 R/L CRISTIAN FELIPE VARGAS FARFAN

·  ARGEU S.A. R/L HUGO FERANDO BERMUDEZ JARAMILLO

·  INVERSORA MANARE LTDA. R/L WAGNER CORTEZ DIAZ

·  DESARROLLO TERRITORIAL R/L DORA PATRICIA ROLDAN ROLDAN

La CGR evidenció que no existe en ninguna dependencia de la Gobernación de Casanare, los expedientes originales que den cuenta del proceso de Convocatoria Pública No. 002 de 2009, llevada a cabo para seleccionar dichos socios estratégicos, siendo puesta a disposición de la CGR únicamente fotocopia simple de algunos documentos donde se menciona la existencia del proceso, y se hizo mención a la documentación que se encuentra publicada en el SECOP, en la cual no se encuentran, por ejemplo, las propuestas iniciales presentadas por cada oferente. 

Al respecto, mediante oficio 800(46-29) de marzo 28 de 2012 suscrito por el Asesor de Vivienda Departamental, la entidad manifestó que “… a la fecha en que se adelantaron dichas convocatorias la oficina jurídica era la responsable de realizar la etapa precontractual en lo concerniente a los procesos de selección de contratistas.

Por tal razón esta administración informa que efectivamente en el archivo central del departamento no reposa documentación que soporte el proceso de selección y escogencia del aliado estratégico.” 

Por lo anterior, se hizo imposible la evaluación del proceso de selección llevado a cabo por la entidad para tal fin, lo que deja en evidencia graves irregularidades en la custodia y cuidado de la información.

Igual situación se presentó con el proceso de celebración del Contrato de Unión Temporal UT-MV- 001 DE 2008, entre la Gobernación de Casanare y la Unión Temporal Mejoramiento de Vivienda con el objeto de ejecutar 946 subsidios de mejoramiento de vivienda, cuyos expedientes originales del proceso contractual no fueron encontrados en ninguna dependencia para revisión de la CGR.  En este caso, existe oficio mediante el cual la Unidad de Contratación informa a la Unidad de Vivienda Departamental que tales expedientes nunca han sido entregados a la oficina que lleva el archivo de la contratación.

Considerando que las conductas expuestas son contrarias al deber de los servidores públicos establecido en la Ley 734 de 2002, Art. 34. numeral 5, en el sentido de “Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos”, así como a las disposiciones especificas sobre manejo y conservación de archivos consagradas en la Ley 594 de 2000; se configura un hallazgo administrativo con presunta incidencia disciplinaria.

Hallazgo No. H62 HD56 Cuantía de los subsidios asignados 

El Departamento mediante Decreto N° 0047 de 1999, modificado y adicionado por el Decreto N° 0059 de 2000, reglamentó el otorgamiento de subsidios de vivienda de interés social  para la construcción y/o saneamiento básico de viviendas en el Departamento.

El Decreto 059 del 2000, en su artículo segundo modifica el artículo quinto del Decreto 047 de 1999 señalando  que “de conformidad con el numeral 1 del artículo 12 del Decreto reglamentario 824 del 8 de mayo de 1999, el valor del subsidio, cualquiera que sea la forma de otorgarse, en ningún caso podrá ser superior a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales en la fecha de asignación”.

Si se toma el valor del salario mínimo legal mensual vigente a 2012, es decir, $566.700, la cifra máxima para otorgar subsidios en la actual vigencia sería  $14.167.500.

No obstante, en la revisión de la muestra contractual se observa que para algunos proyectos, de vigencias anteriores, el subsidio asignado por el Departamento supera el tope de los 25 smlmv, incumpliendo lo establecido en sus decretos reglamentarios, tal como se muestra en los siguientes ejemplos:
Tabla No. 9

Montos de Asignación de subsidios

	CONVENIO
	PROYECTO
	SUBSIDIO GOBERNACIÓN

VALOR (millones$)

	228 de 2008
	San Jerónimo en Hato Corozal
	15

	102 de 2010
	La unidad y Los Esteros en San Luis
	15

	
	Villas de San Jorge en Paz de Ariporo
	15

	
	Disperso Urbano – Villa Mónica en Sácama
	15

	
	Disperso Urbano en La Salina
	15

	
	Lagunitas en la Salina
	15

	2075 de 2010
	Urbanización El Madrugón en el corregimiento El Morro jurisdicción del municipio de Yopal
	15

	
	Villa Yolanda en Aguazul
	15

	
	Villa Yuliana en Aguazul
	15

	
	Veintidós (22) subsidios en sitio propio del beneficiario en el municipio de aguazul
	15

	092 de 2010
	120 subsidios para vivienda nueva en Urbanización la Granja Merecure en el Municipio de Paz de Ariporo
	15


Lo anterior configura una observación con presunto alcance disciplinario por incumplimiento a los Decretos 047 de 1999 y 059 de 2000.

3.1.4.3.22. Contratos estructuración, supervisión e interventoria
Con el objeto de estructurar las distintas soluciones de vivienda, es decir, realizar todo el alistamiento para la identificación de las necesidades y la propuesta de alternativa de solución (proyectos a ejecutar), con actividades como: filtros histórico, documental, social y jurídico, caracterización de riesgos, clasificación de postulantes, visitas de campo para establecer topografía, vías de acceso, disponibilidad de servicios, e implementación del sistema de información documental, la Gobernación de Casanare celebró en las vigencias 2008 a 2010, entre otros, los siguientes contratos: 
Tabla No. 10

Contratos celebrados para estructuración

	No. Contrato
	Contratista
	Objeto
	Valor (millones $)

	035-2008
	AGENCIA COOPERACION PARA EL DESARROLLO ONG  “ACODES”
	Estructuración y puesta en marcha de hasta 1.200 soluciones de vivienda de interés social en el departamento de Casanare
	242

	145-2008
	CORPORACION GERENCIA DE PROYECTOS - GP CORPORACION
	Estructuración de trescientas (300) soluciones de viviendas nuevas y mínimo novecientos cuarenta y seis (946) mejoramientos de vivienda con entorno saludable en el departamento de Casanare
	628

	024-2009
	CORPORACION GERENCIA DE PROYECTOS -GP CORPORACION
	Estructuración de 2455 soluciones de vivienda nuevas de interés social y de mínimo 2933 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable en el departamento de Casanare.
	1.806


Con base en la revisión de los expedientes de los anteriores contratos, se evidenciaron las siguientes situaciones:

· Contrato No. 035 del 12 de junio de 2008, celebrado entre la Gobernación de Casanare y la Agencia de Cooperación para el Desarrollo –ONG ACODES- cuyo objeto es la estructuración y puesta en marcha de hasta 1.200 soluciones de vivienda de interés social en el departamento de Casanare.

Valor de $242, de los cuales $220 millones son aportes de la Gobernación y $22 millones corresponde al aporte de ACODES.

Hallazgo No. H63 HF13 Actividades reconocidas y no realizadas en contrato 035 de 2008

De acuerdo con el reporte allegado por la entidad mediante oficio del 11 de mayo de 2012, suscrito por Vivienda Departamental, los productos que se recibieron objeto de este contrato fueron:
Tabla No. 11

Productos contrato No. 035 de 2008

	PROYECTO
	CONTRATO
	CANTIDAD ESTRUCTURAC

	Vivienda nueva en varios municipios
	U.T.VN-001-2008
	915

	Villa Yolanda -vivienda nueva en Aguazul
	Cont. 2075 de 2010
	126

	La Ceiba –Villanueva
	Convenio 091/10
	39

	Villa Alejandra –Villanueva
	
	44

	TOTAL ESTRUCTURACIONES
	1.124


Sin embargo, una vez revisadas las actas de terminación y de recibo y liquidación final del Contrato No. 035 de 2008, suscritas el 9 y 10 de julio de 2009, respectivamente, en las cuales se deja constancia del trabajo ejecutado por el consultor, se observa que únicamente se hace referencia a los proyectos Villa Yolanda  en Aguazul, y Villa Alejandra y la Ceiba en Villanueva.

En tales actas se menciona que fueron entregados documentos como los diseños arquitectónicos, presupuestos, especificaciones técnicas, documentos de hogares postulantes, modelo de minuta de convenio, títulos de propiedad y avalúos, pero específicamente de los proyectos Villa Yolanda, Villa Alejandra y la Ceiba, sin hacer alusión alguna a trabajo desarrollado en otros proyectos ni otros municipios (el convenio UT VN-001-2008 incluye los municipios de Aguazul, Maní, Paz de Ariporo, Tauramena, Villanueva y Yopal).

En consecuencia, dado que en tales actas no se evidencia ningún soporte de estructuración, que haga referencia a las 915 soluciones para varios municipios correspondientes al contrato de UT VN-001-2008, presuntamente sólo se habrían recibido 209 estructuraciones como producto del Contrato No. 035 de 2008; no obstante, el contrato se terminó por cumplimiento del objeto contractual y se liquidó por el valor total, como se muestra en la siguiente relación: 
Tabla No. 12

Pagos realizados contrato No. 035 de 2008

	Orden De Pago
	Fecha
	Valor (millones $)
	Concepto

	2835
	12/08/2008
	$110
	Anticipo

	5089
	21/11/2008
	$83
	acta parcial

	5391
	17/11/2009
	$26
	Acta liquidación

	Total pagos 
	$ 219
	


Por lo anterior, presuntamente la Gobernación de Casanare pagó al contratista por un producto que no se recibió en su totalidad, constituyéndose un hallazgo con presunta incidencia fiscal por valor de $181 millones correspondiente a la diferencia entre el valor de las estructuraciones pagadas y las realmente entregadas por el contratista.

· Convenio de cooperación 024 del 24 de junio de 2009, suscrito entre el departamento de Casanare y la Corporación Gerencia de Proyectos GP- cuyo objeto es la estructuración de 2.455 soluciones de vivienda nueva de interés social y de mínimo 2.933 mejoramientos de vivienda con entorno saludable en el departamento de Casanare.

Valor $1.806 de los cuales $1.716 son aportes de la Gobernación.  

Hallazgo No. H64 HF14 Actividades reconocidas y no realizadas en contrato 024 de 2009

De acuerdo con el reporte allegado por la oficina de Vivienda Departamental mediante oficio del 11 de mayo de 2012, los productos de este contrato fueron los siguientes:
Tabla No. 13
Productos contrato No. 024 de 2009
	PROYECTO
	CONTRATO
	CANTIDAD ESTRUCTURAC

	La unidad – viviendas nuevas en San Luis de Palenque
	Convenio 102-10
	21

	Los Esteros – viviendas nuevas en San Luis de Palenque
	
	79

	Campoalegre –vivienda nueva en Trinidad
	Convenio 085 de 2010
	76

	Villa Lucia –vivienda nueva en Yopal
	Convenio 091-10
	150

	Palmares –vivienda nueva en Villanueva
	Contrato 2082-10
	100

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Yopal
	Convenio cooperación 168 de 2010
	17

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Hatocorozal
	Convenio cooperación 167 de 2010
	16

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Nunchia
	Convenio cooperación 169 de 2010
	17

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Mani
	Convenio cooperación 170 de 2010
	17

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Villanueva
	Convenio cooperación 171 de 2010
	17

	Mejoramientos en área urbana y rural municipio de Pore
	Convenio cooperación 172 de 2010
	17

	Vivienda nueva dispersos municipio de Villanueva 
	Convenio interadministr 136 de 2010 
	5

	Vivienda nueva nucleada municipio de Tauramena 
	Convenio interadministr 090 de 2010 
	24

	Nuevo Habitat –vivienda nueva Aguazul
	Convenio 104 de 2010
	48

	Santa Clara –vivienda nueva en Villanueva
	Convenio 005 de 2011
	40

	Nuevo Milenio –vivienda nueva en Monterrey
	Convenio 033 de 2010
	64

	TOTAL ESTRUCTURACIONES                  607 de vivienda nueva y 101 mejoramientos


De acuerdo con el Acta de terminación de este contrato, suscrita el 13 de diciembre de 2010, se indica que el trabajo ejecutado y entregado a Vivienda Departamental en 63 cajas, incluye entre otros la relación total de postulantes, listado de filtros históricos, base de datos de filtros históricos, relación de sobres asignados, relación envío de sobres y soportes de entrega y listado general de levantamientos topográficos; sin embargo no se hace indicación alguna a proyectos o municipios específicos.

En el literal B (TRABAJO FALTANTE) del acta de terminación, no se deja constancia alguna de que haya trabajo faltante por concepto de consultoría.

Los pagos efectuados con cargo a este contrato son los siguientes:
Tabla No. 14
Pagos realizados contrato No. 024 de 2009
	Orden De Pago
	Fecha
	Valor (millones $)
	Concepto

	3368
	23/07/2009
	858
	Cheque 3367

	6568
	04/12/2009
	117
	Cheque 836

	5792
	09/11/2009
	83
	Cheque 480

	8617
	01/03/2010
	215
	Cheque 3666

	8035
	04/02/2010
	234
	Cheque 1284

	111421
	31/12/2011
	182
	Cheque 1046

	Total pagos
	1.688
	(Se han hecho pagos por el 98% del aporte de la Gobernación)


Con base en lo anterior, la CGR concluye que presuntamente la Gobernación de Casanare pagó al contratista por un producto que no se recibió en su totalidad, por cuanto el objeto del contrato era estructurar 2.455 soluciones de vivienda nueva y 2.933 mejoramientos de vivienda; y solo se recibieron 607 estructuraciones de vivienda nueva y 101 de mejoramientos; constituyéndose un hallazgo con presunta incidencia fiscal por valor de $1.450 millones correspondiente a la diferencia entre el valor de las estructuraciones pagadas y las realmente entregadas por el contratista.
· Contrato No. 145 del 22 de diciembre de 2008, celebrado entre la Gobernación de Casanare y la Corporación Gerencia de Proyectos GP- cuyo objeto es la estructuración de trescientas (300) soluciones de viviendas nuevas y mínimo novecientos cuarenta y seis (946) mejoramientos de vivienda con entorno saludable en el departamento de Casanare.

Mediante adicional, se contratan 760 mejoramientos de vivienda con entorno de vida saludable en el departamento. 

Valor inicial $418.618.499, de los cuales $398.684.237 son aportes de la Gobernación + valor adición $209.152.958 

De acuerdo con el reporte allegado por la entidad mediante oficio del 11 de mayo de 2012, suscrito por la oficina de Vivienda Departamental, los productos de este contrato fueron los siguientes:

Tabla No. 15
Productos contrato No. 145 de 2008
	PROYECTO
	CONTRATO
	CANTIDAD ESTRUCTURAC

	La Unidad -viviendas nuevas en San Luis de Palenque
	Convenio de cooperación 215-08
	35

	Los Esteros –viviendas nuevas en San Luis de Palenque
	
	65

	Dispersos –viviendas nuevas municipio de Támara
	
	10

	Cabresteros – viviendas nuevas municipio de Trinidad
	
	96

	San Jerónimo – vivienda nueva en Hato Corozal
	Convenio 228 de 2008
	100

	Mejoramientos de vivienda dispersos en varios municipios
	U.T.MV-001-2008
	946

	Mejoramientos de vivienda dispersos departamento
	Contrato de cesión 1822 de 2010
	760

	TOTAL ESTRUCTURACIONES                  306 de vivienda nueva y 1.706 mejoramientos


Dado que este contrato aún no ha sido liquidado, no se encontró documento en donde se pueda evidenciar los productos que entregó el contratista. No obstante en la revisión de la muestra de proyectos adelantada por el equipo auditor, se evidenció el siguiente avance en los proyectos de que tratan dichas estructuraciones:

· El convenio 215 de 2010, presenta un avance del 90%  

· El convenio 228 de 2008, presenta un avance del 29%, encontrándose vencidos los términos y en proceso de liquidación por incumplimiento del contratista

· Convenio  U.T.MV-001-2008, avance del 0%

· 760 mejoramientos dispersos, avance del 24% 

Tabla No. 16
Pagos realizados contrato No. 145 de 2008
	Orden  Pago
	Fecha
	Valor
	Concepto

	1164
	31/03/2009
	153
	Pago acta parcial 2

	1575
	28/04/2009
	38
	Pago acta parcial 3

	6481
	31/12/2008
	199
	Pago anticipo 50%

	1575
	28/04/2009
	99
	Pago anticipo 50% del adicional

	2991
	02/07/2009
	66
	Pago acta parcial 4

	7416
	30/12/2009
	31
	Pago acta parcial 5

	TOTAL PAGOS
	588
	


Si bien, presuntamente el objeto del contrato se cumplió,  la CGR cuestiona la efectividad de tal contratación, pues como se puede observar los proyectos más grandes (mejoramientos) presentan un escaso avance de ejecución, el cual, entre otras causas se ha atribuido a problemas de estructuración de los proyectos, por lo que de no llevarse a cabo los mismos, las inversiones realizadas en estas estructuraciones se constituirían en un detrimento patrimonial.   

Hallazgo No. H65 HF15 Eficacia de Interventorías y Supervisiones en vivienda 

La contratación en programas de vivienda adelantados por la Gobernación de Casanare, entre 2008 y 2011, asciende a  $147.725 millones, los cuales $135.345 millones corresponden a recursos públicos, y han sido girados a las cuentas conjuntas o fiducias constituidas, recursos públicos por valor de $66.515 millones, discriminados por vigencia de la siguiente manera:

Tabla No. 17
Compromisos y pagos vivienda por vigencia
	Vigencia 
	 Valor total 
	 Valor Regalías 
	 Valor Pagos a 31/12/2011 

	       2.008 
	     20.359.558.460 
	     20.030.829.518 
	   14.317.426.280 

	       2.009 
	     36.717.272.474 
	     34.880.509.986 
	   25.906.357.822 

	       2.010 
	     82.969.276.483 
	     71.803.947.608 
	   23.593.337.091 

	       2.011 
	        7.678.664.108 
	        7.628.664.108 
	      2.298.332.054 

	 
	   147.724.771.525 
	   134.343.951.220 
	   66.115.453.247 




Fuente: Matriz proyectos de vivienda Departamental (Grupo de vivienda departamental)
No obstante, con corte a diciembre 31 de 2011, el avance físico total en los proyectos apenas alcanzaba un porcentaje de ejecución promedio del 23%.

En el desarrollo de la auditoría, la CGR ha evidenciado que las demoras y dilaciones en la ejecución de las obras obedece principalmente a debilidades en la planeación y control de los proyectos de vivienda, por parte de la administración departamental, quien no adoptó oportunamente los correctivos necesarios para garantizar la correcta ejecución de las obras, encontrándose que la mayoría de los retrasos obedece a que se suscribieron los contratos de “obra” sin contar previamente con requisitos establecidos en los mismos estudios previos, como necesarios para iniciar las obras, tales como postulantes identificados y estructurados, escrituras, certificado de libertad y tradición, Paz y Salvo Municipal Vigente, certificado de avalúo catastral, certificación vigente de la Entidad Territorial en donde consta que el predio se encuentra en el área urbana y no se encuentra en zona de alto riesgo, certificados de disponibilidad de servicios públicos de Acueducto, Alcantarillado y Energía, Estudio de suelos, licencias de urbanismo y construcción, planos de la totalidad del proyecto, presupuesto, cantidades de obra, análisis de precios unitarios y especificaciones técnicas del plan de vivienda y los aportes con recursos propios o recursos de crédito para lograr el cierre financiero del proyecto.

Así mismo la CGR estableció, que adicional a los contratos relacionados anteriormente, durante el periodo 2008-2011 la Gobernación de Casanare suscribió contratos y convenios para realizar la interventoría y supervisión a los proyectos de vivienda por un valor total de $6.978 millones, de los cuales a diciembre 31 de 2011 se habían efectuado pagos por valor de $5.280 millones, la mayoría de los cuales ha tenido varias prórrogas y se encuentran próximos a vencerse.

Pese que era una obligación legal la contratación de interventoría y supervisión para la ejecución de estos contratos (que en la práctica son de obra), se estableció que estas contrataciones se hicieron por los periodos de las obras en condición normal; sin embargo, producto de la mala planeación y control en la ejecución de las mismas, éstas se han venido prorrogando por periodos que superan el inicialmente acordado, aumentando con ello el periodo de las interventorías y supervisiones.

Analizado el avance en cada una de las obras objeto de supervisión e interventoría, la CGR estableció que el avance de las obras apenas alcanza el 23%, mientras que la mayoría de los contratos de interventoría y supervisión están próximos a vencerse (algunos ya fueron liquidados), lo que ocasionará que necesariamente tenga que hacerse nuevas contrataciones o se adicionen las ya existentes, a la luz del artículo 85 de la ley 1474 de 2011.

En efecto, el 2 de marzo pasado, la Cooperativa de egresados de la USCO “Creer en lo nuestro”  radicó ante la Gobernación, solicitud de adición por valor de $2.458 millones, con el fin de que la interventoría contratada pueda ejercerse hasta la liquidación de los convenios intervenidos.

En consecuencia, la gestión ineficiente y antieconómica de la entidad al no haber tomado las medidas necesarias para evitar y/o minimizar la dilación en la entrega de las obras, ha ocasionado que el 77% de los pagos efectuados por concepto de interventoría y supervisión (los cuales ascienden a $5.280 millones) no hayan generado beneficio al desarrollo de la misma; es decir, que una inversión de recursos por un valor de $4.080 millones, que se habían pagado a diciembre 31 de 2011, por concepto de estas interventorías y supervisiones fue ineficaz, al no corresponder los gastos en que incurrió la Administración con el avance real de las obras, constituyéndose de esta manera un hallazgo fiscal
Hallazgo No. H66 FA1 Riesgo recursos regalías en vivienda por baja ejecución de proyectos.
La Contraloría General de la República, ante las reiteradas deficiencias evidenciadas en la ejecución de la política de vivienda departamental, emitió dentro de este proceso auditor, función de advertencia, tanto al Gobernador de Casanare como al Alcalde de Yopal, con el fin de que adopten las medidas necesarias tendientes a evitar el posible menoscabo de los dineros públicos a su vez, permitan mejorar el servicio social, en cumplimiento de los fines esenciales del estado. 
Hallazgo No. H67 FA2 Mala calidad obras en ejecución
Con base en la revisión a los proyectos denominados Urbanización El Morro y Villa Natalia en Yopal y Villa Yuliana y Dispersos en Aguazul, los cuales actualmente se encuentran en ejecución y en los que se detectaron serias falencias que, por la mala calidad de las obras, representan posibles riesgos que comprometen recursos públicos, la CGR emitió Función de Advertencia
3.1.4.4. Evaluación de resultados.

La Política de vivienda Departamental, como inversión social, pretendía minimizar el problema de déficit habitacional del 15.4% existente en el Departamento de Casanare, es decir, satisfacer las necesidades de vivienda digna de la población, en un tiempo y con unos recursos determinados.

En estadísticas, como resultado de esta política, el problema de déficit habitacional se ha mantenido constante, según los estudios previos de los contratos y convenios suscritos donde desde la vigencia 2008 hasta la fecha se sigue señalando en la descripción de la necesidad el mismo déficit habitacional. Sin embargo, en la realidad este déficit se ha venido acentuando, ya que la asignación de subsidios se encuentra sobredimensionada al encontrarse muchos beneficiarios de papel, es decir, que cuentan con resolución de adjudicación desde hace varios años pero que aún no han solucionado su problema de carencia de vivienda digna y por el contrario continúan teniendo gastos de arriendo y, como producto de esta asignación, se encuentran imposibilitados e impedidos para postularse nuevamente a otro proyecto de vivienda.

Por lo anterior, el impacto generado por la política de vivienda departamental, entendido como el efecto que dicha intervención tuvo sobre la comunidad es NEGATIVO teniendo en cuenta que no solo se refiere a la aplicación del principio de eficacia sino al cambio generado en la población, así como a la finalidad de la contratación estatal, la cual no genero ningún beneficio ni mejoramiento para la comunidad, mucho menos cambios significativos o perdurables cual es la finalidad de los proyectos de inversión.

Producto de lo anterior, en la actualidad se presenta un comportamiento generalizado de la población hacia la invasión de predios y de los mismos proyectos que se encuentran en ejecución, en procura de satisfacer su imperiosa necesidad pero generando conflictos sociales.

Así mismo, con ocasión de las irregularidades evidenciadas, se observa que la administración ha empezado a declarar el incumplimiento a algunos convenios, con lo que se iniciarán los correspondientes procesos administrativos y/o judiciales entre las partes de los contratos, lo que indirectamente afectará a los beneficiarios de dichos proyectos, quienes no van a poder suplir su necesidad en un futuro próximo.

Por otra parte, los resultados cuantitativos de esta política, como se expuso anteriormente, con los recursos invertidos no alcanzan a ser el 1% de las metas propuestas para el cuatrienio, de acuerdo con las cifras que se muestran a continuación:
Tabla No. 18
Estado subsidios de vivienda de interés social - Departamento de Casanare
	
	

	vigencia
	subsidios proyectados y contratados
	subsidios asignados con resolución
	soluciones con 100% ejecución física
	relación subsidios entregados vs contratados

	año 2008
	1681
	1602
	17
	0,0101%

	año 2009
	3243
	2707
	302
	0,0931%

	año 2010
	7311
	2204
	209
	0,0286%

	año 2011
	91
	91
	0
	0,0000%


Fuente.  Matriz de proyectos con resolución remitida por Oficina de Vivienda Departamental
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3.1.5 Embargos judiciales

Se verificaron los embargos ordenados a recursos de regalías directas relacionados con la política de vivienda departamental durante las vigencias 2008-2011, encontrándose que han  existido embargos que afectan estos recursos, como se presenta a continuación:

	ND
	Fecha
	demandante
	proceso ejecutivo
	valor
	cuenta regalías

	280105
	26-03-2008
	Luis Fernando Mantilla Barreto
	850012331002202600150
	68
	Cte 64621000-5


REINTEGRO

	NC
	Fecha
	Vr consignado
	concepto

	290502
	12-05-2009
	23.092.633
	Consignación a favor del Departamento, según proceso ejecutivo 850012331002200600150


Así mismo, se estableció que existen procesos en contra del Departamento originados en contratos celebrados en ejecución de la política de vivienda, cuyos estados a la fecha son los siguientes: 

· PROCESO EJECUTIVO Nro. 2009-01-39

Demandante: Unión Temporal Hábitat de Paz

Demandado: Departamento de Casanare

Despacho Judicial: Tribunal Administrativo de Casanare

Monto del embargo: $1.567,5 millones 

Estado actual: Terminado

Sobre este proceso se indagó en el Tribunal Administrativo de Casanare y se conoció el fallo de fecha 12 de abril de 2012 donde se resuelve declarar probadas las excepciones propuestas por el Departamento de Casanare, declarar terminado el proceso y ordenar el levantamiento de las medidas cautelares.  En ese sentido, se pone nuevamente a disposición del Departamento de Casanare la suma de $1.567,5 millones que se encontraban embargados en cumplimiento de orden judicial y se condena en costas a la parte ejecutante y a favor del Departamento de Casanare.

Así mismo, ordena compulsar copias ante la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la Republica, la Contraloría Departamental de Casanare y la Fiscalía General de la Nación para que se adelanten las investigaciones a que haya lugar… de las irregularidades cometidas con ocasión de la suscripción, ejecución y liquidación del contrato 0936 de 2004 y sus adicionales.

Por lo anterior, tal fallo se trasladó al grupo de investigaciones, juicios fiscales y jurisdicción coactiva de la Gerencia Departamental.

· PROCESO CONTRACTUAL Nro. 2011-099

Demandante: Asociación Luna Roja

Demandado: Departamento de Casanare

Despacho Judicial: Tribunal Administrativo de Casanare

Sin medidas cautelares


Estado Actual: En periodo de pruebas

De acuerdo con la información obtenida mediante comunicación escrita de la oficina asesora jurídica de la Gobernación de Casanare se pudo establecer que:

 “…mediante resolución nro. 0541 del 21 de mayo de 2010, se declaró la caducidad, el siniestro de incumplimiento y (sic) del convenio nro. 0025 de 30 de junio de 2009 y se dispuso la terminación y liquidación del mismo, resolución que fue objeto de recurso, el cual fue resuelto mediante resolución nro. 0873 del 13 de agosto de 2010, confirmando la decisión y quedando en firme la misma.

Conforme a lo anterior, el Departamento de Casanare, mediante resolución nro. 092 del 16 de noviembre de 2010, procedió a liquidar unilateralmente el convenio, liquidación que quedó en firme según constancia de ejecutoria de fecha 25 de agosto de 2011.

Actualmente cursa proceso ejecutivo, para que se libre mandamiento de pago a favor del Departamento, ante el Tribunal Administrativo de Casanare con radicado nro. 2011-211 de fecha 16 de diciembre de 2011; Mediante autor (sic) de fecha 12 de enero de 2012 ingresa al despacho adicionando admisión de la demanda.”

3.2. LINEA  DE EVALUACION DENUNCIAS
En desarrollo de esta auditoría se atendieron dos (2) denuncias con los siguientes resultados:

3.2.1. Denuncia 2010-11993-80854-D (antigua D-85-10-0017) 
Relacionada con presuntas irregularidades en la ejecución del convenio de cooperación No. 215 de 2008 celebrado entre el Departamento de Casanare y la Corporación COMDES la Gobernación de Casanare y el municipio de Sabanalarga, para la construcción de 84 apartamentos en el centro urbano de Sabanalarga y 42 apartamentos en el centro poblado de Aguaclara. 

Con base en los documentos que hacen parte del expediente de la denuncia, se estableció que ésta se originó en reunión programada por la comunidad del Municipio de San Luis de Palenque y Trinidad para tratar el tema de los subsidios de vivienda, con el acompañamiento de funcionarios de la Contraloría Departamental.  

Dado que en ningún documento del expediente se han podido identificar los representantes de la comunidad y en tanto que las actuaciones recibidas por esta Gerencia provienen de la Contraloría Departamental, será a este ente a quien se dirigirá la respectiva respuesta de fondo.

Con base en el seguimiento efectuado y los resultados de la visita técnica realizada por la ingeniera de apoyo asignada a los proyectos de vivienda de La Unidad y Los Esteros en San Luís de Palenque y Cabresteros en Trinidad, se establecieron los siguientes hallazgos:

Proyecto La Unidad: Un hallazgo disciplinario por Deficiencias en planeación, estructuración, vigilancia y control.

Proyecto Los Esteros: Un hallazgo disciplinario, penal y fiscal en cuantía de $650.000.000 por Deficiencias constructivas que afectan el grado de vulnerabilidad sísmica de la vivienda.

Proyecto Cabresteros: Un hallazgo disciplinario, penal y fiscal en cuantía de $326.000.000 por Deficiencias estructurales que afectan el grado de vulnerabilidad sísmica de la vivienda. Adicionalmente un hallazgo disciplinario por modificaciones del proyecto.

3.2.2. Denuncia 2011-31332-80854-D  

Relacionado con presuntas irregularidades en la ejecución del convenio 034 de 2010 entre la Gobernación de Casanare y el municipio de Sabanalarga, para la construcción de 84 apartamentos en el centro urbano de Sabanalarga y 42 apartamentos en el centro poblado de Aguaclara. 

Resultado de la revisión del expediente de este convenio y de las visitas técnicas efectuadas al sitio de las obras, se estableció la existencia de dos (2) presuntos hallazgos; uno con incidencia disciplinaria, penal y fiscal en cuantía de $420.000.000 y  otro con incidencia únicamente disciplinaria, los cuales fueron validados en mesa de trabajo No.  9 y harán parte del informe final resultado de esta auditoría.

4. ANEXOS

Anexo 1.  Matriz de codificación de hallazgos
� Fuente: Sentencia T-495 del 16 de junio de 2010, Referencia: expediente T-2.548.194, Magistrado Ponente: Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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